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XI.
Otros documentos de la Cuenta. 


1.
Comunicación:


-
Del diputado señor García, don René Manuel, quien acompaña licencia médica por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de 14 días, a contar del 12 de octubre próximo pasado. 


2.
Oficios:


-
De la Comisión de Micro, Pequeña y Mediana Empresa, por el cual solicita el acuerdo de la Sala, para que le sea remitido el proyecto, iniciado en moción, que “Modifica ley N° 20.416, ampliando plazo de las micro y pequeñas empresas, para impetrar los beneficios de la declaración de estado de insolvencia.”, actualmente radicado en la Comisión de Economía. (boletín 
N° 8590-03. 



Respuestas a Oficios Cuenta 90ª 



Contraloría General de la República:

-
Diputado Alinco, Solicita realizar una investigación, remitiendo sus conclusiones a esta Cámara, tendiente a establecer la ocurrencia de eventuales irregularidades en el proyecto “Construcción de Barrera, de Estanque, Embalse de Regulación Corta y Acueducto en Varios Predios, Sector El Claro”, y a determinar las responsabilidades, especialmente, de la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas de la Región de Aysén, de la Dirección de Obras Públicas y,o de la Comisión Nacional de Riego. (62407 al 3917).


-
Diputado Pérez don José, Elaborar y remitir un informe detallado sobre la administración que he realizado la Municipalidad de Los Ángeles, Región del Bio Bío de los dineros que se le han asignado por concepto de subvención escolar preferencial. (62427 al 6725).


-
Diputado Rincón, Se sirva informar a esta Cámara acerca de la legalidad del contrato de prestación de servicios celebrado entre la municipalidad de Mostazal y la señora Rocío Omegna Seitz, funcionaria de planta de la Municipalidad de Recoleta, para realizar labores de asesoría y fomento de organizaciones comunitarias, cuya copia se acompaña. (62810 al 4891).



Ministerio de Interior:


-
Diputado Sabag, Solicita disponer los recursos necesarios del Fondo Común Municipal para la implementación de los juzgados de policía local creados en la Región del Biobío por la ley N° 20.554, de 23 de enero de 2012. (4478 al 3962).



Ministerio de Agricultura:


-
Diputado De Urresti, Informe acerca de la situación que afecta a agricultores de la Región de Los Ríos, por las cenizas volcánicas emanadas del volcán Caulle, como asimismo sobre las acciones de apoyo y la evaluación del impacto que ello tendrá en la economía regional. (827 al 5105).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


-
Diputado Ascencio, Ordene fiscalizar los servicios de transporte marítimo concesionados a la empresa Oceánica, que cubren el tramo de las localidades de Loyola, Chumelden y Casa de Pesca, archipiélago de Chiloé, Región de Los Lagos hacia Achao, debido a la escasa frecuencia de sus servicios, revisar la concesión, en el evento de comprobarse que no esté cumpliendo a cabalidad con su función de conectividad, e informe de sus gestiones a esta Corporación. (4977 al 7556).


-
Diputado Sandoval, El estado de tramitación del proceso de licitación del servicio de transporte de pasajeros entre Puerto Montt y Puerto Chacabuco, señalando especialmente, el plazo estimado de puesta en marcha del servicio y si se ha considerado en la oferta la obligación de los oferentes de incorporar nuevas naves a los servicios licitados. Asimismo, se solicita informar los contratos actualmente vigentes y sus plazos de duración. (4978 al 8276).


-
Diputado Sandoval, El estado de tramitación del proceso de licitación del servicio de transporte de pasajeros entre Puerto Montt y Puerto Chacabuco, señalando especialmente, el plazo estimado de puesta en marcha del servicio y si se ha considerado en la oferta la obligación de los oferentes de incorporar nuevas naves a los servicios licitados. Asimismo, se solicita informar los contratos actualmente vigentes y sus plazos de duración. (4978 al 8277).


-
Diputado Sandoval, Informar el estado de tramitación del proceso de licitación del servicio de transporte de pasajeros entre Puerto Montt y Puerto Chacabuco, señalando especialmente, el plazo estimado de puesta en marcha del servicio y si se ha considerado en la oferta la obligación de los oferentes de incorporar nuevas naves a los servicios licitados. Asimismo, se solicita informar los contratos actualmente vigentes y sus plazos de duración. (4978 al 8278).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Estado de avance de instalación de sistema de telefonía celular en localidad de Hueyusca, comuna de Purranque (7500 al 8125).



Servicios:


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera, distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (1340 al 8190).


-
Diputado Jaramillo, Solicita remitir la nómina de las personas que a la fecha, en el hospital de Río Bueno, se encuentran en lista de espera para atención médica, tanto de aquellas que se encuentran adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como de las que no lo están. (1572 al 8147).


-
Diputado Vargas, Solicita informar sobre eventuales prácticas discriminatorias y de acoso laboral en contra de dos funcionarios de la dirección regional de la Región de Arica y Parinacota del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (Senda). (2008 al 8246).


-
Diputado Jaramillo, Solicita remitir la nómina de las personas que a la fecha, en el hospital de Paillaco, se encuentran en lista de espera para atención médica, tanto de aquellas que se encuentran adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como de las que no lo están. (491 al 8149).


-
Diputado Ascencio, Apoyar la idea de bautizar el nuevo aeropuerto de Chiloé, Región de Los Lagos, como “Aeropuerto Michelle Bachelet Jeria”. (6274 al 3980).



Varios:


-
Diputado Espinoza don Fidel, Ordene investigar y, a su vez, informe acerca de la eventual detención ilegal y arbitraria que habría afectado al señor Alberto Millaquén el 03 de septiembre pasado, en la comuna de Quellón, Región de Los Lagos. (1306 al 8266).


-
Diputado De Urresti, Informar respecto de los daños que habría provocado en los pilares del puente, el eventual choque de un barco con parte de la estructura del puente Cruces en la ciudad de Valdivia, Región de Los Ríos, ocurrido el día 2 de septiembre en curso, como asimismo, de las medidas tomadas por esa Dirección General para aclarar las causas del accidente (578 al 8449).


-
Diputada Molina doña Andrea, Se sirva efectuar las gestiones pertinentes para que el matrimonio compuesto por don Gabriel Caruso Yévenes y doña Elsa Ángela Seifert Soto, de la comuna de Quilpué, Región de Valparaíso, pueda acceder a la brevedad al beneficio “Bodas de Oro”. Se anexa documentación relacionada con la materia objeto de este oficio. (9204 al 3844).



Municipalidad de La Reina:


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Remita la información detallada, referida a los recursos provenientes de las multas, conforme a lo preceptuado en el artículo 57 de la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas. (140 al 8089).



Municipalidades:


-
Diputado Sandoval, Informe respecto del avance y la implementación de juzgados de policía local en la comuna de Coinco, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 20.554, y de los eventuales problemas que generaría la aplicación de dicha norma en su comuna. (20 al 8385).

XII.
Peticiones de oficio. Artículos 9° y 9° A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. 


-
Diputado Sandoval, Remitir todos los antecedentes, cartas e informes que obren en su poder y que se tuvieron a la vista para rechazar la solicitud de título de dominio de don Segundo Nicanor Barragán Martinez, de la comuna de Coyhaique, de esa Región de Aysen. (8580 de 08/10/2012). Al señor secretario regional ministerial de Bienes Nacionales de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo al secretario regional ministerial de Bienes Nacionales Región de Aysén.


-
Diputado Sandoval, Informar las razones por las cuales se impone prohibición de enajenar y de gravar por un período de cinco y diez años a los inmuebles adquiridos a título gratuito a través del Ministerio de Bienes Nacionales en la comuna de Aysén, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, indicando si existe la posibilidad de rebajar dicho período. (8581 de 08/10/2012). A varios.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar el estado de tramitación en que se encuentran las postulaciones al bono al trabajo de la mujer presentadas por vecinas de la comuna de Las Cabras, Región del Libertador Bernardo O'Higgins. (8582 de 08/10/2012). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, informar el estado de tramitación en que se encuentra la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga el programa de exonerados políticos, presentada por don Francisco Antonio Quezada Vásquez, domiciliado en la comuna de San Fernando, Región del Libertador Bernardo O'Higgins. (8583 de 08/10/2012). Al señor ministro del Interior.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar la factibilidad de incorporar a la “canasta de medicamentos”, el fármaco Mylitic (180 grs.) que se receta a pacientes con lupus. (8584 de 08/10/2012). Al señor ministro de Salud.


-
Diputado Araya, Informe el estado de tramitación en que se encuentra la postulación al registro de Posesión Irregular de doña Rossana Miranda, respecto de su propiedad ubicada en la comuna de Taltal, Región de Antofagasta. (8585 de 08/10/2012). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Araya, Informar sobre la factibilidad de implementar lo planteado en documento elaborado por el Movimiento la Salud es un Derecho de Antofagasta, denominado “Propuesta de Solución a la Grave Crisis del Hospital Regional de Antofagasta”. (8586 de 08/10/2012). Al señor ministro de Salud.


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Remitir información detallada, para complementar la solicitud contenida en Oficio N° 8444, de 14 de septiembre pasado, en relación con el número de carabineros asesinados o lesionados de gravedad en actos de violencia en cumplimiento de sus funciones. (8587 de 08/10/2012). A varios.


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Remitir información detallada, respecto de la operación y administración de los museos que reciben financiamiento por parte de esa Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos (8588 de 08/10/2012). A directora de Bibliotecas, Archivos y Museos.


-
Diputado Walker, Informar si la antena móvil instalada en el Sitio N° 7 de la manzana N° 6, calle Portales N° 1522, comuna y Región de Coquimbo, cumple con la nueva normativa vigente sobre la materia. (8590 de 08/10/2012). A señor subsecretario de Telecomunicaciones.


-
Diputado Walker, Informar respecto de la eventual venta a un particular del Tranque Santa Julieta, ubicado en el sector de Colonia de Limarí, comuna de Ovalle, Región de Coquimbo.- (8591 de 08/10/2012). A servicios.


-
Diputado Jaramillo, Informar las razones por las cuales los productores agrícolas y los socios de cooperativas de producción deben pagar impuesto a la renta por excedentes generales en las operaciones que ellos mismos realizan con sus cooperativas, aún cuando la legislación aplicable al efecto no ha sido modificada. (8592 de 08/10/2012). A ministro de Hacienda.


-
Diputado Jaramillo, Informar las razones por las cuales los productores agrícolas y los socios de cooperativas de producción deben pagar impuesto a la renta por excedentes generales en las operaciones que ellos mismos realizan con sus cooperativas, aún cuando la legislación aplicable al efecto no ha sido modificada. (8593 de 08/10/2012). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputado Jaramillo, Iinformar las razones por las cuales los productores agrícolas y los socios de cooperativas de producción deben pagar impuesto a la renta por los excedentes generados en las operaciones que realizan con sus cooperativas, y, por otro lado, adopte las medidas necesarias para revertir las negativas consecuencias que ha provocado la aplicación del oficio N° 1397, de ese servicio, relativo a la materia en comento. (8594 de 08/10/2012). A director de nacional de Impuestos Internos.


-
Diputado Jaramillo, Informar las razones por las cuales no ha sido invitado en reiteradas oportunidades, a actividades de ese Ministerio de Vivienda y Urbanismo que se han realizado en el distrito que representa el cual comprende las comunas de Futrono, La Unión, Lago Rango, Los Lagos, Paillaco, Panguipulli y Río Bueno. (8595 de 08/10/2012). Al señor ministro de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Baltolu, Informar el resultado de las investigaciones que se hubieren practicado con motivo del accidente sufrido por el menor Héctor Henríquez, en la Escuela D-17, Comandante San Martín, de Arica, como asimismo acerca de las medidas adoptadas para evaluar el estado de la infraestructura de los establecimientos educacionales en dicha ciudad. (8596 de 08/10/2012). Al alcalde de la I. Municipalidad de Arica.


-
Diputado Baltolu, Informar acerca de los planes, programas y monto de los recursos que ese organismo tiene contemplado implementar e invertir en el Poblado Artesanal y la Playa de Chinchorro, de la Región de Arica y Parinacota. (8597 de 08/10/2012). A director regional Sernatur Arica y Parinacota.


-
Diputado Baltolu, Informar la factibilidad técnica y presupuestaria de instalar un paso peatonal en Avenida Santa María, frente al colegio “The Internacional School of Arica”, en la ciudad de Arica. (8598 de 08/10/2012). Al alcalde Municipalidad de Arica.


-
Diputado Baltolu, Remitir información detallada respecto de la inundación con aguas servidas quie afectó recientemente a algunas casas ubicadas en calle Latorre con Chacabuco de Arica. (8599 de 08/10/2012). A Municipalidad de Arica.


-
Diputado Baltolu, Remitir información detallada respecto de la inundación con aguas servidas que afectó recientemente a algunas casas ubicadas en calle Latorre con Chacabuco de Arica. (8600 de 08/10/2012). A seremi Vivienda y Urbanismo Arica y Parinacota.


-
Diputado Baltolu, Remitir información detallada respecto de la inundación con aguas servidas que afectó recientemente a algunas casas ubicadas en calle Latorre con Chacabuco de Arica. (8601 de 08/10/2012). A jefe oficina Superintendencia Servicios Sanitarios Arica.


-
Diputado Baltolu, Informar en relación con el apagón que afectó a la Región de Arica y Parinacota y parte de la Región de Tarapacá el día 25 de septiembre pasado, indicando si esa Superintendencia llevó a cabo las investigaciones para determinar las causas del desperfecto en la línea de transmisión y las responsabilidades pertinentes, e indique si se contemplan a futuro mecanismos alternativos de generación eléctrica. (8602 de 08/10/2012). A varios.


-
Diputado Baltolu, Informar el resultado de las investigaciones que se hubieren practicado con motivo del accidente sufrido por el menor Héctor Henríquez, en la Escuela D-17, Comandante San Martín, de Arica, Región de Arica y Parinacota, como también de las medidas adoptadas para evaluar el estado de la infraestructura de los establecimientos educacionales del país, y de la mencionada ciudad en particular. (8603 de 08/10/2012). A señor ministro de Educación.


-
Diputado Sandoval, Informar el procedimiento a seguir a seguir para obtener la desafectación o cambio de suelo del área verde de propiedad de Serviu, ubicada entre las calles Los Cipreses, Los Ñires y Las Quintas, donde funciona actualmente la feria Víctor Domingo Silva, para ser utilizado debidamente como área de equipamiento comunitario y centro de comercialización, asimismo, señalar la autoridad que debe conocer y resolver en la materia. (8604 de 09/10/2012). A secretario regional ministerial de Bienes Nacionales de la Región de La Araucanía.


-
Diputado Ascencio, Informar respecto del cambio de denominación que se habría dado a la Posta del sector de Curanué, comuna de Quellón, Región de Los Lagos, la que ahora aparecería como “Centro Comunitario de Salud Familiar”, indicando, asimismo, las mejoras que dicho cambio significarían para los habitantes del lugar. (8605 de 09/10/2012). Al señor ministro de Salud.


-
Diputado Tarud, Remitir todos los antecedentes que obren en su poder relativos a la adquisición, por parte del Fisco, del predio denominado “San Antonio de Ancoa Lote A”, destinado al Ejército de Chile por Decreto Exento N° 83, de 21 de junio de 1989, de ese Ministerio. (8606 de 09/10/2012). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Tarud, Reiterar el oficio N° 8007 remitido al Ministerio de Obras Públicas, cuyas copias se adjuntan. (8607 de 09/10/2012). Al señor ministro de Obras Públicas.


-
Diputado Cornejo, Informar respecto del Proyecto Habitacional Hanga Roa, en la comuna y Región de Valparaíso, señalando al efecto, la programación de las obras y la fecha de entrega de las viviendas a las familias subsidiadas. Asimismo, solicita un detalle de los atrasos que ha tenido la obra en relación con la programación original, y las causas de los mismos. (8618 de 10/10/2012). Al señor ministro de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Silber, Remitir todos los antecedentes tenidos a la vista para la elaboración del Dictamen N° 61.301, “Sobre Eventual Intervencionismo Electoral de Ministros de Estado y Alcaldes”, Ref. N° 187.017-2, y los Informes evacuados por las autoridades requeridas, en especial los emitidos por los Ministros involucrados. (8619 de 10/10/2012). Al señor contralor general de la República.


-
Diputado Sandoval, Informar el procedimiento a seguir para obtener la desafectación o cambio de suelo del área verde de propiedad de Serviu, ubicada entre las calles Los Cipreses, Los Ñires y Las Quintas, donde funciona actualmente la feria Víctor Domingo Silva, para ser utilizado debidamente como área de equipamiento comunitario y centro de comercialización, asimismo, señalar la autoridad que debe conocer y resolver en la materia. (8620 de 10/10/2012). A seremi de Vivienda Región de Aysén.


-
Diputado Urrutia, Informar sobre la factibilidad de instalación de agua potable rural (A.P.R.) en el sector de Villa Cunaco, en la comuna de Longaví, Región del Maule. (8622 de 10/10/2012). A director Obras Hidráulicas.


-
Diputado Urrutia, Informar los motivos por los cuales aún no se ha dado inicio a los trabajos de asfalto de los tramos de caminos de Pocillas, Camino Chanco por Molco, Sauzal y Difunta Correa a Población Loyola, de la provincia de Cauquenes, Región del Maule, cuya ejecución habría sido anunciada para el presente año 2012. (8623 de 10/10/2012). A servicios.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informar el estado de avance del proyecto de construcción de 139 viviendas en el sector de Huella Tres Puntas en la comuna de Tocopilla, Región de Antofagasta, como asimismo, un detalle de los pagos efectuados de acuerdo con el avance de las obras. (8655 de 10/10/2012). A director regional Serviu Antofagasta.


-
Diputado Hernández, Remitir información detallada, respecto de la plaga de termitas que estaría afectando actualmente a la Población Juan Pablo Segundo en el sector Ovejería Alto de la comuna de Osorno, Región de Los Lagos. (8656 de 10/10/2012). A director nacional del Servicio Agrícola y Ganadero.


-
Diputado Hernández, Remitir información detallada, respecto de la plaga de termitas que estaría afectando actualmente a la Población Juan Pablo Segundo en el sector Ovejería Alto de la comuna de Osorno, Región de Los Lagos. (8658 de 10/10/2012). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Hernández, Remitir información detallada, respecto de la plaga de termitas que estaría afectando actualmente a la Población Juan Pablo Segundo en el sector Ovejería Alto de la comuna de Osorno, Región de Los Lagos. (8659 de 10/10/2012). Al señor ministro de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Hernández, Remitir información detallada, respecto de la plaga de termitas que estaría afectando actualmente a la Población Juan Pablo Segundo en el sector Ovejería Alto de la comuna de Osorno, Región de Los Lagos. (8661 de 10/10/2012). A intendente Región de Los Lagos.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (111)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Delmastro Naso, Roberto
IND
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Concurrieron, también, los senadores señores Pedro Muñoz Aburto e Ignacio Walker Prieto. -







II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.08 horas. 

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

III. ACTAS

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El acta de la sesión 84ª se declara aprobada. 

El acta de la sesión 85ª se encuentra a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta. 

-El señor LANDEROS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado Ignacio Urrutia.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, la Cuenta no está disponible en nuestros computadores. Cuando tratamos de abrir el archivo, aparece un mensaje que expresa: “Servicio no disponible”. Por lo tanto, no la hemos podido revisar en detalle. 

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Efectivamente, señor diputado, existe un problema técnico. 

El Secretario me informa que ya dio la instrucción para que se solucione el inconveniente, para que la Cuenta este disponible en los pupitres electrónicos lo antes posible. Entiendo que se trata de un problema informático que esperamos solucionar a la brevedad.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, como en nuestros computadores no está disponible la Cuenta, ¿por qué no instruye que le saquen copia impresa, para que se distribuya entre los señores diputados?

Muchas gracias.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Así se hará, señor diputado.

Se entregarán copias impresas de la Cuenta a todos los diputados que la soliciten. No obstante, me confirman que en pocos minutos más estará disponible en los pupitres electrónicos.

SALUDO POR CELEBRACIÓN DEL DÍA DEL PROFESOR.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, hoy, 16 de octubre, se celebra el Día del Profesor. 

Por lo tanto, como profesor, saludo a todos los profesores de Chile, especialmente a nuestros colegas presentes.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señor diputado, hacemos nuestro su saludo.

Si le parece a la Sala, se enviará un oficio de saludo a la directiva del Colegio de Profesores, para que lo haga extensivo a todos sus asociados.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El señor Secretario informará sobre los acuerdos de los Comités Parlamentarios.

El señor ÁLVAREZ (Secretario).- 
Reunidos hoy los jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del diputado señor Nicolás Monckeberg, adoptaron los siguientes acuerdos:

1. Tomar conocimiento de las tablas de la semana (en anexo).

2. Trasladar a la sesión del miércoles 17 el informe de la Comisión de Ética y Transparencia recaído en la moción que adecua el Código de Conductas Parlamentarias y el Reglamento de la Cámara de Diputados a lo dispuesto en la ley N° 20.447 en lo relativo a la competencia y funcionamiento de la Comisión de Ética (boletín N° 7189-16).

3. Trasladar a la sesión del jueves 18 el proyecto de ley que autoriza el uso de camionetas, jeeps y vehículos todo terreno como taxis de pasajeros en caminos de tierra y ripio (boletín N° 8307-15), en el último lugar de la Tabla, quedando en primer lugar la moción que reconoce a la rayuela como deporte nacional (boletín N° 8404-29).

4. Rendir homenaje, el martes 30 de octubre, inmediatamente después del Orden del Día, al obispo evangélico señor Francisco Anabalón Duarte, recientemente fallecido, quien fuera presidente de la Iglesia Pentecostal Apostólica y del Consejo de Pastores de Chile y tuviera una participación relevante en la ley N° 19.638, sobre igualdad religiosa, en el que se pronunciarán tres discursos: uno de la Coalición por el Cambio, otro de la Oposición y un tercero de los regionalistas.

5. Tratar en esta sesión, con preferencia, el proyecto de acuerdo N° 747, por el que se solicita a S.E. el Presidente de la República que incorpore en la Ley de Presupuestos para el 2013 una glosa para los jardines infantiles vía transferencia de fondos.

6. Enviar el proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la ley N° 20.416, ampliando los plazos de las micro y pequeñas empresas para impetrar los beneficios de la declaración de estado de insolvencia (boletín N° 8590-03), actualmente radicado en la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, a la Comisión de Micro, Pequeña y Mediana Empresa, por dos semanas, y posteriormente a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, por el mismo plazo. 

7. Ratificar como integrantes del Grupo Bicameral de Transparencia a los diputados señores Burgos, Díaz, Eluchans, Harboe, Monckeberg Bruner y Vallespín, que fuera convocada por el Senado y cuyo objetivo consiste en impulsar, con una visión transversal a los distintos sectores políticos, la ejecución de las propuestas contenidas en la Declaración de Santiago sobre Transparencia e Integridad de los Parlamentos y Partidos Políticos, de 13 de enero de 2012, así como promover iniciativas legales y políticas públicas que aseguren y profundicen la transparencia. 

8. Enviar a la Sala el informe de la Comisión de Ética y Transparencia recaído en la moción que adecua el Código de Conductas Parlamentarias y el Reglamento de la Cámara de Diputados a lo dispuesto en la ley 
N° 20.447, en lo relativo a la competencia y funcionamiento de la Comisión de Ética y Transparencia (boletín N°7189-16).

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Edwards.

El señor EDWARDS.- Presidente, me interesa clarificar el acuerdo de Comités respecto del proyecto que modifica la ley N° 20.416. ¿La idea es que vaya a la Comisión de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa por dos semanas y, luego, a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, para que después vuelva a la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo?

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señor diputado, de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo va a la Comisión de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, con un plazo acotado de dos semanas, y de esa Comisión pasa a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, también por un plazo de dos semanas. Después de esos tres informes, pasará a la Sala.

INTEGRACIÓN DE NUEVA COMISIÓN PERMANENTE.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Si le parece a la Sala, la Comisión Permanente de Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía quedará integrada por las diputadas señoras Adriana Muñoz, Alejandra Sepúlveda, Cristina Girardi y los diputados señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca, Mario Bertolino, Jorge Burgos, Giovanni Calderón, Marcos Espinosa, René Manuel García, Romilio Gutiérrez, Luis Lemus, Celso Morales y Matías Walker.

Acordado.

REEMPLAZO DE INTEGRANTE DE COMISIÓN DE ÉTICA Y TRANSPARENCIA.
El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En virtud de lo establecido en el artículo 5° A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, la Mesa propone reemplazar en la Comisión de Ética y Transparencia al diputado señor Orlando Vargas por el diputado señor Guillermo Ceroni.

Para aprobar la solicitud se requiere del voto afirmativo de 72 señores diputados y señoras diputadas en ejercicio.

Si le parece a la Sala, se aprobará el reemplazo por unanimidad, para lo cual se 



dejará constancia de que se ha alcanzado el quorum requerido.

Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

INCORPORACIÓN DE PERSONAL DE SALUD MUNICIPALIZADA A PRESTACIONES DE BIENESTAR A TRAVÉS DE SERVICIOS EXISTENTES O CREADOS SEPARADAMENTE POR ENTIDAD ADMINISTRADORA. Primer trámite Constitucional.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica la ley N° 19.754, en el sentido de permitir la incorporación del personal de establecimientos municipales de salud a las prestaciones de bienestar y autorizar la constitución de servicios de bienestar separados por entidad administradora.

Diputados informantes de las Comisiones de Gobierno Interior y Regionalización y de Hacienda son los señores Cristián Campos y Alejandro Santana, respectivamente.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 8334-06, sesión 36ª, en 5 de junio de 2012. Documentos de la Cuenta N° 4.

-Informe de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, sesión 75ª, en 4 de septiembre de 2012. Documentos de la Cuenta N° 6.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 87ª, en 9 de octubre de 2012. Documentos de la Cuenta N° 3.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En representación de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, rinde el informe el diputado Sergio Ojeda.

El señor OJEDA (de pie).- Señor Presidente, la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización me ha encomendado informar el proyecto de ley ya individualizado, originado en mensaje, con urgencia calificada de simple. 

Antes de señalar el tratamiento de que fuera objeto la iniciativa en referencia por parte de esta Comisión, debo hacer presente que su idea matriz o fundamental es, a decir del mensaje, beneficiar al personal que se desempeña en los establecimientos municipales de salud afectos a la ley N° 19.378 con las prestaciones de bienestar, ya sea incorporándose a los servicios de bienestar municipales en operación o ya sea que las entidades administradoras de salud constituyan sus propios servicios de bienestar autónomos.

Además, su artículo único permanente y sus artículos transitorios son de rango legal común y fueron aprobados en general y en particular por unanimidad, con los votos de los señores Browne, Campos, Farías, Lemus, Schilling y Ojeda.

El mensaje, en su parte dispositiva, indica que los funcionarios municipales y el personal de la administración del Estado tienen derecho a acceder a prestaciones de bienestar, lo que les permite percibir beneficios complementarios, que contribuyen a su desarrollo y perfeccionamiento social, económico y humano. No obstante ello, la ley N° 19.754 consagró un régimen diverso respecto de los servidores del área municipal que se desempeñan en los establecimientos de atención primaria de salud, desigualdad a la que esta iniciativa pretende dar solución, materializando uno de los puntos del acuerdo suscrito, con fecha 7 de octubre de 2011, por el Gobierno, la presidencia de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada (Confusam) y un representante de la Asociación Chilena de Municipalidades.

Así, el proyecto autoriza a las municipalidades a otorgar las referidas prestaciones a los funcionarios de planta y a contrata, regidos por la ley Nº 19.378, con desempeño permanente en los establecimientos municipales de salud, y a aquellos que hayan jubilado desempeñando las funciones mencionadas.

En cuanto a la forma y condiciones en que cada municipio otorgará tales prestaciones, la integración y funcionamiento del comité de bienestar y demás normas necesarias, son entregadas al reglamento aprobado por el concejo a proposición del alcalde.

Para las actividades de bienestar social, el municipio fijará anualmente en su presupuesto el aporte que efectuará por cada afiliado activo, el que no podrá ser inferior a 0,5 UTM, aporte que, en el caso de los afiliados pensionados, será de cargo de estos.

A su vez, el Estado deberá aportar, por un período de veinticuatro meses, la cantidad única de 2 UTM cada doce meses por afiliado o la proporción correspondiente según la fecha de afiliación dentro del señalado lapso.

Por otra parte, se establece expresamente que los recursos de bienestar se llevarán en registros contables separados y en una cuenta corriente especial.

Además, se establece como principio fundamental la libre afiliación de los funcionarios al servicio de bienestar.

En lo que respecta a los beneficios que se otorguen, entrega su determinación al reglamento que deberá aprobar cada municipalidad, conforme a su capacidad financiera.

En cuanto a la administración de las prestaciones, ella estará a cargo de un comité de bienestar de carácter bipartito, integrado por igual número de representantes del alcalde y de la o las asociaciones existentes en la entidad administradora de salud del municipio correspondiente, propendiendo así a una real y equitativa participación del personal en la administración de los aludidos beneficios.

En materia de fiscalización, ella queda entregada especialmente a la Contraloría General de la República.

En lo que dice relación con la normativa relacionada con el proyecto en informe, se encuentra ampliamente detallada en el documento que obra en poder de los señores diputados, por lo que omitiré referirme a ella.

Durante la discusión general del proyecto, se recibieron los planteamientos del subdirector de Racionalización y Gestión Pública de la Dirección de Presupuestos (Dipres), del Ministerio de Hacienda, señor Hermann von Gersdorff, quien, luego de desarrollar en detalle los alcances de la iniciativa en informe, que ya fueron señalados precedentemente, destacó que ella consagra, como principio fundamental, la libertad de asociación, permitiendo la voluntaria afiliación y desafiliación de los funcionarios al servicio de bienestar, destacando, además, que la unidad de bienestar, como parte de la estructura municipal, quedará sometida, especialmente en esta materia, a la fiscalización de la Contraloría General de la República.

Por su parte, el presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios de Salud Municipalizada (Confusam), don Esteban Maturana Doña, señaló que el proyecto de ley es respuesta a una vieja aspiración del gremio, el que desde mediados de los años 90 busca mejorar las condiciones de trabajo del personal de la salud primaria, que permitirá a los funcionarios de la salud municipal optar entre adscribir a los servicios de bienestar de la respectiva municipalidad ya en operación o bien gestionar la conformación de sus propios servicios de bienestar, a través de una entidad administradora autónoma. 

Agregó que, en lo esencial, la iniciativa no dispone innovación en los servicios de bienestar, sino que viene a corregir una inequidad que afectaba a los trabajadores de la salud primaria municipal, quienes no acceden, hasta hoy, a las prestaciones de bienestar, que son muy valoradas por los funcionarios.

En suma, concluyó, la Confusam brinda su total y decidido apoyo a la iniciativa legal en debate y solicita su más pronta aprobación.

Finalmente, la Comisión recibió el testimonio del presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile (Asemuch), señor Óscar Yáñez, quien manifestó su acuerdo en los contenidos y propósitos esenciales del proyecto; sin embargo, hizo presente su temor en cuanto al financiamiento, en el sentido de que el apoyo fiscal, que se extiende solo por los primeros veinticuatro meses de operación, puede resultar insuficiente para un óptimo funcionamiento de los servicios municipales de bienestar, toda vez que puede darse una masiva incorporación de nuevos socios a dichas entidades, lo que podría debilitar su financiamiento a futuro, lo que, a su vez, podría afectar la calidad y entidad de los beneficios que otorgan a sus socios.

Tal como señalé en la primera parte de mi exposición, esta iniciativa fue aprobada, tanto en general como en particular, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, ya individualizados.

Por lo tanto, la Comisión somete a consideración de la honorable Sala el proyecto de ley informado.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En representación de la Comisión de Hacienda, rinde el informe el diputado señor Joaquín Godoy.

El señor GODOY (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar el proyecto de ley que permite que los trabajadores afectos a la ley N° 19.378, sobre Estatuto de Atención Primaria, que se desempeñan en los establecimientos municipales de salud sean incorporados a las prestaciones de bienestar a través de los servicios de bienestar existentes o que se creen separadamente por la entidad administradora.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 13 de marzo de 2012, señala que el proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal transitorio en un período de 24 meses, que se encuentra asociado a un aporte por cada trabajador, por un máximo de 4 UTM, si la afiliación del trabajador al servicio de bienestar se produce el día primero del mes subsiguiente de publicada la ley. Si la afiliación es posterior, el aporte será proporcional al período que reste de los 24 meses.

En consecuencia, se incurrirá en un costo fiscal máximo durante los primeros 12 meses de 3.469.044 miles de pesos y, durante los siguientes 12 meses, de 3.677.187 miles de pesos. El gasto fiscal que represente el proyecto de ley durante el primer año de aplicación se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para el período que reste, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública de las respectivas leyes de presupuestos.

La Comisión de Gobierno Interior y Regionalización dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de la totalidad del proyecto aprobado por ella.

En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar que el artículo único permanente y los seis artículos transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes. 

Por todo lo expuesto, recomendamos aprobar este muy importante proyecto de ley.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en primer lugar, envío un saludo muy especial a los trabajadores de la Confusam que tanto lucharon por este proyecto, que a veces no fue muy bienvenido; pero la constancia hace que la justicia llegue.

Desde hace mucho tiempo, los funcionarios de la salud de los establecimientos municipales venían solicitando su incorporación a este gran proyecto, de tanto significado para ellos.

El costo del proyecto no es menor, tal como lo vimos en la Comisión de Hacienda, ya que ascenderá a 3.470 millones de pesos, durante los primeros doce meses, y a casi 3.700 millones de pesos en régimen.

Esos recursos se entregan a los servicios de bienestar para ayudar a los trabajadores en momentos en que deben realizar gastos extraordinarios, como el nacimiento de un hijo, el pago de una matrícula, el triste momento del fallecimiento de un familiar, etcétera. También otorgan una serie de beneficios por medio de los convenios que celebran, como programas vacacionales, acceso a recintos deportivos, a actividades culturales, acuerdos de descuentos con casas comerciales, etcétera.

Aún nos falta mucho en cuanto al otorgamiento de beneficios a los trabajadores, porque, como dirigente nacional de los bancarios de Chile en tiempos en que no había miedo a sindicalizarse, me consta que la gente recibía grandes beneficios.

Por lo señalado, es muy importante el logro que han obtenido los trabajadores de la salud municipal en cuanto a tener la posibilidad de acceder a servicios de bienestar, ya sea de las municipalidades o de las corporaciones que administran el respectivo servicio de salud, lo que es novedoso y bienvenido.

También resulta importante destacar el hecho de que a esos servicios no sólo podrán acceder los trabajadores activos del servicio de salud municipal, por lo que nuevamente saludo y reitero mi reconocimiento a la lucha de los dirigentes de esos funcionarios, ya que el proyecto permitirá incluir a los jubilados de esos servicios, quienes también lucharon por este beneficio, pero que no se había logrado conquistar, hasta ahora.

El fondo de bienestar se formará con el aporte del respectivo municipio, el cual no puede ser inferior a 0,5 unidades tributarias mensuales por trabajador, y con el aporte del Estado, que entregará 2 unidades tributarias mensuales por trabajador durante los primeros veinticuatro meses de funcionamiento, a fin de garantizar su funcionamiento.

Finalmente, una vez más, felicito a todos los trabajadores de la salud municipal por el logro obtenido, que es el resultado del trabajo arduo y difícil que en estas décadas han desarrollado los dirigentes sindicales, a quienes expreso mi respeto y admiración.

Por lo tanto, anuncio que votaré con mucha fuerza a favor del proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, estamos debatiendo un proyecto de ley que tiene una gran importancia para miles de trabajadores y trabajadoras de la salud municipalizada de Chile.

El proyecto de ley subsana una injusticia, en momentos en que se agrede permanentemente a trabajadores de distintas áreas del país.

Los trabajadores de la salud municipalizada no pueden disfrutar de las prestaciones que los servicios de bienestar de las municipalidades entregan a otros funcionarios municipales; es decir, se discrimina a trabajadores de la salud respecto de todos los funcionarios del Estado.

Hablamos de la necesidad imperiosa de mejorar la salud en Chile, pero eso también tiene relación con corregir las condiciones de trabajo de esos abnegados servidores que, con su delantal blanco, recorren las distintas comunas del país, por los campos, por los montes, por los valles, para entregar alivio a quien sufre la pérdida de la salud. 

Y esos trabajadores, que dependen de las municipalidades, no siempre tienen la recompensa económica que se merecen, pero siguen entregando sus servicios con abnegación.

Todos los parlamentarios sabemos que los dirigentes de la Confusam, encabezados por su presidente, el señor Esteban Maturana; el Gobierno de Chile y la Asociación Chilena de Municipalidades suscribieron varios acuerdos, el 7 de octubre de 2011, para mejorar las condiciones de trabajo del personal de la salud municipalizada de Chile.

El proyecto de ley en discusión viene a cumplir uno de esos acuerdos, ya que establece la dictación de un reglamento, que será aprobado por los concejos municipales, a propuesta del alcalde correspondiente, que permitirá entregar prestaciones de bienestar al personal de planta y a contrata de la salud municipalizada en la respectiva comuna. El municipio va a aportar media unidad tributaria mensual al año por cada afiliado y el Estado hará un aporte transitorio anual de dos unidades tributarias mensuales por cada afiliado.

Debemos destacar que el proyecto de ley establece la libertad de afiliación y la libertad que tendrán todos los trabajadores de la salud municipalizada para adscribir a los servicios de bienestar de la municipalidad correspondiente o crear su propio comité o servicio de bienestar. Además, se incluirá en este beneficio a los jubilados del servicio de salud municipal correspondiente.

Destaco la importancia del proyecto de ley porque el personal de la salud municipal, a menudo, es maltratado y mal visto, pero no se toman en cuenta las precarias condiciones en que, generalmente, realizan su trabajo, con escasez de insumos y de elementos técnicos, con falta de medicamentos y, a veces, de vehículos para trasladarse a las distintas postas rurales o a las estaciones médico-rurales, y con una descomunal presión asistencial. Lo digo con conocimiento de causa, porque durante muchísimos años, antes de llegar a este Hemiciclo, serví como médico en municipalidades de la Región de La Araucanía, lo que me permitió conocer muy de cerca el gran esfuerzo que hacen paramédicos, matronas, médicos, auxiliares de servicio y choferes de la salud municipalizada para cumplir con su trabajo.

La iniciativa constituye un pequeño paso para mejorar sus condiciones de trabajo. Espero que, en el futuro, esta Corporación y, sobre todo, la ciudadanía reconozca la importancia que tiene mejorar las condiciones de trabajo de esos funcionarios para optimizar la atención primaria de la salud, ya que, además de hacerles justicia, se consigue que nuestros usuarios sean mejor tratados y atendidos.

Por lo tanto, la bancada del Partido Radical aprobará con entusiasmo el proyecto de ley, a la espera de que tenga un fácil despacho tanto en esta Cámara como en el Senado y sea ley de la república a la brevedad.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, es impensable votar en contra un proyecto de las características del que nos ocupa. 

Sin embargo, por lo menos desde mi punto de vista, también me parece impensable dejar de mencionar algunos temas, porque considero relevante que se tengan presente. Este proyecto beneficia a los trabajadores de la salud municipal, pero es un mal proyecto.

Lo primero que hace la iniciativa es imputar a los municipios el mayor costo de los servicios de bienestar para los trabajadores de la salud municipal. 

Al respecto, quiero referirme a una afirmación realizada por el diputado Meza en cuanto a que, en términos generales, habrá un aporte del Estado de 2 unidades tributarias mensuales por cada afiliado. Ello es verdad, pero ocurrirá durante los primeros 24 meses luego de publicada la norma. Es decir, habrá dos aportes anuales para la puesta en marcha de los servicios de bienestar señalados. Es decir, el mayor peso de los aportes futuros recaerá exclusivamente en los municipios. 

Tengo la experiencia -discúlpenme que lo señale así- que me dieron mis doce años como alcalde de Temuco y les puedo señalar que a los alcaldes del país siempre nos alarmaba cuando el Congreso aprobaba proyectos de ley en virtud de los cuales entregaba nuevas responsabilidades a los municipios sin el debido financiamiento, o establecía la carga de tener que responder con recursos propios a determinados requerimientos derivados de nuevas normas. Actualmente, ocurre lo mismo.

Se desconoce el carácter de corporaciones autónomas de derecho público de las municipalidades del país cuando, mediante una ley, se impone a los municipios una carga financiera que muchos de ellos no están en condiciones de soportar. Y el Gobierno central cree cumplir con la responsabilidad que tiene con sus trabajadores al hacer un aporte menor: 2 unidades tributarias mensuales por cada trabajador durante los primeros 24 meses de funcionamiento de los servicios de bienestar. ¿Y qué ocurrirá después? El proyecto de ley establece un aporte mínimo de los municipios: un piso de 0,5 unidades tributarias mensuales. Evidentemente, los municipios más pobres también deberán hacer ese aporte mínimo. 

En consecuencia, tendremos municipios pobres con aporte mínimo, con recursos mínimos para cumplir las funciones en salud, con dificultades incluso para desplazarse desde las zonas urbanas hacia los sectores rurales. Entonces, también habrá funcionarios pobres que tendrán un menor acceso a las prestaciones de los servicios de bienestar. 

Como no se establece un piso de beneficios, sino solo de aportes, la disponibilidad de beneficios significará mantener la brecha que hoy existe entre los funcionarios que prestan servicios en municipios con altos ingresos y los que lo hacen en municipios con bajos ingresos. No es lo mismo ser funcionario de un servicio de salud en Vitacura o en Lo Barnechea que serlo de uno en Melipeuco, Padre Las Casas o Toltén.

Entonces, por una parte, se está afectando la autonomía financiera de los municipios, porque en virtud de una ley se les está metiendo la mano en el bolsillo y, por la otra, se mantienen las diferencias existentes entre las capacidades de los trabajadores para enfrentar sus responsabilidades funcionarias. 

Por último, entiendo que pueda haber razones jurídicas muy valiosas para excluir de esta legislación a un segmento de funcionarios públicos que se han transformado en una suerte de parias del sistema público: los trabajadores que prestan servicios a honorarios. 

En el proyecto no hay una sola referencia a los trabajadores a honorarios. Nuevamente, quedarán excluidos de los servicios de bienestar, porque no prestan servicios de carácter permanente en términos formales, pero sí lo hacen en términos reales, porque se extienden por muchísimos años y, en la práctica, se han transformado en verdaderos contratos de trabajo, aunque en realidad, desde el punto de vista estrictamente jurídico, nunca se les ha reconocido ese tipo de relación. 

De nuevo tenemos que legislar por el mal menor y, como dije al comienzo de mi intervención, no podemos pensar en votar en contra un proyecto de estas características, pero la verdad es que lo haremos pensando en que pueden existir mejores fórmulas que permitan no afectar la autonomía de los municipios, las finanzas municipales, en especial las de los de menores ingresos, y entregar beneficios de mejor calidad a sus funcionarios.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, aunque me correspondió informar este proyecto en reemplazo de un colega que no lo podía hacer. Ahora intervendré porque me había preparado para defenderlo en la Sala. 

La iniciativa responde a un afán de justicia, llena un vacío, rectifica una ley sobre materias fundamentales en la Administración Pública, en este caso relacionada con los servicios de bienestar, que son departamentos o entidades que permiten a los funcionarios recibir beneficios complementarios en materia de salud, de educación, etcétera.

Anuncio que daré mi voto favorable al proyecto de ley, y recomiendo a los demás colegas que voten en el mismo sentido, dado que favorece al personal de los establecimientos de atención primaria de salud, que en la actualidad no cuenta con un sistema como el que gozan los demás funcionarios de las municipalidades. Además -esto también es muy importante-, esos trabajadores se encuentran representados en las tribunas, porque con su presencia ratifican su conformidad, satisfacción y aprobación a la iniciativa. 

El proyecto es producto del acuerdo suscrito, con fecha 7 de octubre del 2011, entre el Gobierno, la presidencia de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada (Confusam) y un representante de la Asociación Chilena de Municipalidades. 

Esta es la tercera iniciativa relativa a funcionarios municipales que llega con un acuerdo consensuado con esos trabajadores. Fue lo que ocurrió en el caso del proyecto mediante el cual se homologó las remuneraciones de los funcionarios municipales a las de los empleados fiscales, que esta Sala discutió y aprobó. Y en una sesión de la semana pasada tratamos el proyecto de ley sobre incentivo al retiro voluntario y una bonificación adicional, que también fue consensuado. 

El proyecto que hoy debatimos permite la incorporación del personal de los establecimientos municipales de salud a las prestaciones de bienestar y autoriza la constitución de servicios de bienestar separados por entidad administradora. 

Por supuesto, el hecho de que esta iniciativa sea consensuada es tremendamente positivo y una buena señal, porque recoge una inquietud real, una necesidad del personal y se resuelve un problema, aunque no del todo. Además, permite una tramitación mucho más expedita. 

Lo que se intenta es corregir la desigualdad existente en el tratamiento hacia los funcionarios de los establecimientos de atención primaria de salud, quienes se encuentran desfavorecidos respecto del resto de los funcionarios municipales, anomalía que se repara al llenar el vacío de la ley N° 19.754, que permitirá su incorporación a un servicio de bienestar propio al personal que se desempeña en los establecimientos de salud afectos a la ley N° 19.378 o los incorpora a los servicios de bienestar municipales ya en operación. 

La importancia del proyecto en discusión radica en que el Estado deberá aportar, por un período de veinticuatro meses, la cantidad única de 2 unidades tributarias mensuales cada doce meses por afiliado o la proporción correspondiente según la fecha de afiliación dentro del lapso señalado.

Por su parte, para las actividades de bienestar social, el municipio fijará anualmente en su presupuesto el aporte que efectuará por cada afiliado activo, el que no podrá ser inferior a 0,5 unidades tributarias mensuales, aporte que, en el caso de los afiliados pensionados, será de cargo de estos.

Tal como se señala en el informe elaborado por la Comisión de Hacienda, el proyecto se encuentra financiado. Se incurrirá en un costo fiscal máximo, durante los primeros doce meses, de 3.469.044.000 pesos, y durante los siguientes doce meses, de 3.677.187.000 de pesos.

El gasto fiscal que representa el proyecto de ley durante el primer año de aplicación se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para el período que reste -lo señalo para dar respuesta a las inquietudes que se han planteado-, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la partida del Ministerio del Interior y Seguridad Pública de las respectivas leyes de presupuestos.

Por otra parte, el proyecto en debate consagra medidas importantes en materia de transparencia, puesto que establece, en forma expresa, que los recursos de bienestar se llevarán en registros contables separados y en una cuenta corriente especial.

Además, se dispone como principio fundamental la libre afiliación de los funcionarios al servicio de bienestar. 

En cuanto a los beneficios que se otorguen, se entrega su determinación al reglamento que deberá aprobar cada municipalidad, de conformidad con su capacidad financiera.

Por otro lado, la iniciativa preceptúa que la administración de las prestaciones estará a cargo de un comité de bienestar bipartito, integrado por igual número de representantes del alcalde y de la o las asociaciones existentes en la entidad administradora de salud del municipio correspondiente.

El hecho de que la fiscalización quede entregada a la Contraloría General de la República da mayor fuerza y transparencia al sistema.

Respecto de las inquietudes y observaciones que plantearon en la Comisión distintas organizaciones sindicales de la salud, el representante de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile (Asemuch) hizo presente su temor respecto de que, en materia de financiamiento, el apoyo fiscal se extendiera solo por los primeros veinticuatro meses de operación, puesto que eso podría resultar insuficiente para el óptimo funcionamiento de los servicios municipales de bienestar, toda vez que puede darse una masiva incorporación de nuevos socios a dichas entidades, lo que podría debilitar su funcionamiento a futuro y afectar la calidad y entidad de los beneficios que otorgan a sus socios.

De la misma manera, el presidente la Asemuch hizo un alcance respecto del financiamiento que debe brindar cada municipalidad.

No obstante -tal como lo señaló el presidente de la Confusam-, el proyecto de ley es la respuesta a una vieja aspiración del gremio, el que desde mediados de los años 90 busca mejorar las condiciones de trabajo del personal de la salud primaria.

Creo que debemos aprobarlo, porque responde a una gran necesidad y soluciona una omisión en la que se había incurrido, puesto que viene a resolver un problema de una manera absolutamente consensuada y aprobada, fruto de un estudio y la suscripción de un acta entre los funcionarios de la administración de la salud municipalizada agrupados en la Asemuch, las municipalidades y el Gobierno.

En consecuencia, aprobaré el proyecto de ley, ya que considero que es urgente hacerlo para dar respuesta a las necesidades que tienen en el diario vivir los funcionarios de la salud municipalizada. Por lo tanto, para la Cámara de Diputados será un honor contribuir a su aprobación.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a los dirigentes nacionales de la Confusam presentes en las tribunas y, a través de ellos, a todos los trabajadores de la salud municipalizada a lo largo del país, con afecto especial para los de la Región de Atacama.

Cuando postulamos que el movimiento social organizado en sus gremios y entidades sindicales respectivas debe ser escuchado por las autoridades a las que les corresponde tomar decisiones, quisimos decir, precisamente, que un planteamiento histórico de los trabajadores de la salud municipalizada como este debía ser oído tanto por el Ejecutivo como por la Cámara de Diputados y el Senado, tal como espero que ocurrirá.

Los trabajadores organizados son capaces de hacer propuestas de mucha sensibilidad, de gran rigor y de básica justicia social. En este caso, le asigno el mérito principal a la posibilidad de legislar en beneficio de esos trabajadores a su propia organización gremial -así lo veo-, porque ha sido perseverante en argumentar y en demostrar que no es correcto que se siga aceptando una suerte de inequidad en el tratamiento que reciben los trabajadores por parte del Estado. En ese sentido, mi saludo también está vinculado a cualificar, con una altísima valoración, la gestión que ha hecho la organización de los trabajadores de la Confusam.

En lo que se refiere al proyecto de ley en discusión, no cabe ninguna duda de que constituye una reparación e implica dar un paso adelante en lo que son las posibilidades de políticas de bienestar y de políticas de Estado en beneficio de esos trabajadores, sin perjuicio de que lo óptimo habría sido que se garantizara igual posibilidad en cuanto a la eficiencia del servicio de bienestar de los municipios, y no relativizar ese aspecto de acuerdo con las capacidades que tenga cada uno de ellos.

Asimismo, lo óptimo habría sido que el Estado se hiciera cargo, en forma permanente, de los fondos respectivos que se reunirán para hacer funcionar los servicios de bienestar y que los beneficios que se proponen hubieran tenido cobertura universal: para todos los trabajadores de la salud municipalizada, de planta, a contrata y a honorarios.

No obstante, tal como está redactado el proyecto, constituye un paso adelante, y en esos términos lo valoramos, en el entendido de que sus disposiciones dicen relación con un segmento de funcionarios que constituye el eslabón más básico de atención de salud para la población, el cual presenta reiteradas crisis en su funcionamiento, a propósito de los presupuestos que se asignan para la salud primaria. Más allá de la voluntad, la vocación, la disposición y la consagración de sus trabajadores hacia sus funciones, el sistema de salud primaria presenta falta de recursos, de implementos, de mayor número de profesionales y no da cuenta de las demandas de la población. Esas situaciones también saturan y presionan sobre un deficitario sistema hospitalario y a sus trabajadores, que viven -más allá de las exigencias que les significa el cargo, de acuerdo con los respectivos estatutos- con una presión psicológica agregada, porque ellos tienen que tratar con la población en forma directa.

Más allá de las obligaciones profesionales que tengan, deben tratar de atenuar la angustia de quienes acceden a un sistema de salud a nivel primario. Por lo tanto, esos funcionarios tienen una carga que supera la que deberían tener como trabajadores de la salud.

Por otra parte, su sistema de remuneraciones también debería ser objeto de corrección, en beneficio del aporte que ellos hacen por la salud. En ese sentido, el que hoy tengan la posibilidad de acceder a un sistema de bienestar, el cual les permitirá abordar aquellas demandas o imprevistos que surgen en la vida cotidiana de todos los trabajadores, de alguna manera les posibilitará paliar problemas de salud, de escolaridad de sus hijos o algún desenlace fatal a nivel familiar o de su ámbito más cercano. Creo que lo que se propone a través de la iniciativa es un hecho de gran significación para los trabajadores de la salud municipalizada, tal como creo que ellos también lo valoran.

Por lo expuesto, sobre la base de valorar como el principal gestor de este logro a los propios trabajadores organizados, las bancadas del Partido Comunista y la Izquierda Ciudadana entregarán sus votos a favor del proyecto, que esperamos que sea aprobado, para que se empiece a implementar a la brevedad para corregir una inequidad y reparar un elemento de básica justicia social en beneficio de los trabajadores de la salud municipalizada.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, voy a discrepar un poco de lo que aquí se ha expresado. 

Mis colegas han señalado que este proyecto es consensuado. En mi vida parlamentaria nunca he aceptado los consensos que llegan al Congreso Nacional. Estamos en la Cámara de Diputados, una instancia democrática en que están los representantes de la ciudadanía y es aquí donde se discute y se votan los proyectos. Me parecen bien los consensos previos, pero eso no obliga a un parlamentario a acatarlos, porque, de lo contrario, se eliminará al Congreso Nacional y solo se trabajaría con los gremios. Es decir, el Gobierno se tendría que entender con ellos -eso le gusta mucho a todos los gobiernos-, y entonces no se entendería la existencia del Parlamento ni de los parlamentarios. No cabe duda de que si aquí hubiera estado sentado don Esteban Maturana, estaría de acuerdo conmigo.

Reconozco que el proyecto representa un avance, pero este consenso es poco. Lo señaló el diputado Saffirio: se garantizan solo dos años. ¿Y después qué? Tengo en mi mano el texto del debate en que el propio presidente de los funcionarios municipales, don Oscar Yáñez, señala que puede darse una masiva incorporación de nuevos socios a estas entidades de bienestar, lo que podría debilitar su financiamiento futuro y afectar la calidad de los beneficios. A corto plazo 
-dos años-, se entregan los recursos. ¿Y después qué?

Como los parlamentarios de la Concertación aplauden todo lo que se mueve, también me gustaría que ahora se comprometieran a que, cuando nuevamente gobierne Michelle Bachelet, se busque el financiamiento a largo plazo para los municipios, para que puedan disponer de recursos en similitud de condiciones; de lo contrario, los municipios que tienen más plata van a entregar un servicio, pero los que tienen menos plata no lo van a dar. En aquel proyecto también podríamos aprovechar la oportunidad -como decía el diputado Carmona- para incorporar a los trabajadores a honorarios. Hay gente que lleva diez, quince y hasta veinte años a honorarios, lo que equivale a un contrato de planta.

O sea, claramente, tenemos un par de temas pendientes que vendrán a complementar este proyecto que está consensuado, aun cuando creo que el consenso se quedó a medio camino. En todo caso, entiendo que los dirigentes tratan de hacer todo lo que pueden, pero no siempre son escuchados, especialmente de Hacienda.

El diputado Sergio Ojeda decía que este acuerdo se firmó en octubre, lo que es cierto; también están caminando los programas de capacitación; en lo que respecta al incentivo al retiro, también ha habido debates, pero el tema está caminando. Sin embargo, existe otro acuerdo que se hizo en octubre, sobre el cual nada se ha dicho -creo que los dirigentes lo recuerdan-, relacionado con el trato usuario, que también era parte de este paquete de medidas. 

Con el ministro de Salud se acordó establecer una bonificación para mejorar el trato usuario, lo que iba a ser evaluado por la Escuela de Salud Pública -creo que así se llama-; sin embargo, hasta la fecha, ese compromiso no se ha cumplido, y ya estamos en octubre. Por eso, espero que en los próximos días, después de las elecciones municipales, ese proyecto entre a trámite legislativo, tal como se comprometió el ministro Mañalich. Si hay un macroacuerdo, se tiene que cumplir en todas sus etapas. Por lo tanto, ahí tenemos un compromiso pendiente.

Por otro lado, hay otros puntos que no hemos considerado. Está bien conseguir logros, pero eso es autofelicitarnos. Me gusta más mirar hacia adelante. Menciono otro compromiso para la futura Presidenta Bachelet: ¿Qué pasa con la asignación de zona de estos funcionarios municipales? Ellos reciben una asignación muy baja, incluso, hay muchos lugares donde no la reciben. Me da la impresión de que aquí existe una diferencia -lo he escuchado muchas veces- entre la asignación de zona normal que reciben las Fuerzas Armadas y los funcionarios públicos y la que reciben los trabajadores municipales de la salud. Hay un tema pendiente con la asignación de zona, que debiéramos corregir.

Me gustan los consensos, pero a veces tenemos que mirar más adelante. Este es un proyecto a corto plazo, correcto, bueno, merecido, ya que desde hace muchos años se venía planteando, pero no por conseguirlo se cierra el circuito. Creo que hay una deuda con estos funcionarios, lo sabemos, por lo menos, quienes representamos a sectores rurales. Están pendientes otros temas que ojalá se tomen en consideración.

No tendría sentido no aprobar este proyecto, pero quiero invitar a nuestros dirigentes a no desmayar, que no se queden solo con lo logrado; mañana es más complejo que hoy, porque quedan pendientes otros temas. Espero que vuelvan y exijan los compromisos contraídos para el caso del trato a usuario. Desde ya, sería conveniente incluir en los programas presidenciales una asignación de zona para estos funcionarios, porque se la merecen.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado don Luis Lemus.

El señor LEMUS.- Señor Presidente, el proyecto autoriza a las municipalidades a constituir servicios de bienestar separados por entidad administradora.

Los funcionarios municipales y el personal de la Administración del Estado tienen derecho a acceder a prestaciones de bienestar, lo que les permite percibir beneficios complementarios que contribuyen a su desarrollo y perfeccionamiento social, económico y humano.

El proyecto autoriza a las municipalidades para otorgar las referidas prestaciones a los funcionarios de planta y a contrata, regidos por la ley N° 19.378. 

Por otra parte, faculta a las entidades administradoras a constituir sistemas propios de bienestar, sujetos a las condiciones generales de la ley N° 19.754, sobre prestaciones de bienestar por parte de las municipalidades.

En cuanto a la forma y condiciones en que cada municipio otorgará tales prestaciones, cabe destacar que la integración y funcionamiento del comité de bienestar y las demás normas necesarias se entregan al reglamento, propuesto por el alcalde y aprobado por el concejo.

Para las actividades de bienestar social, el municipio fijará anualmente en su presupuesto el aporte que efectuará por cada afiliado activo, el que no podrá ser inferior a 0,5 UTM. En el caso de los afiliados pensionados, dicho aporte será de cargo de estos.

A su vez, el Estado deberá aportar, por un período de veinticuatro meses, la cantidad única de 2 UTM por afiliado, que constituirá el fondo inicial para que el servicio empiece a funcionar.

Por otra parte, se establece que los recursos del bienestar se llevarán en registros contables separados y en una cuenta corriente especial.

Además, se dispone como principio fundamental la libre afiliación de los funcionarios al servicio de bienestar.

En lo que respecta a los beneficios que se otorguen, se entrega su determinación al reglamento que deberá aprobar cada municipalidad, conforme a su capacidad financiera.

Me parece muy importante este beneficio que se entrega a los funcionarios de la salud municipalizada, sobre todo porque se daba una situación muy especial entre los municipales y los que pertenecen a otros servicios del Estado. Una entidad tan importante para la salud pública no estaba incorporada a este beneficio.

Ahora bien, uno podría cuestionar lo relacionado con el financiamiento de esta medida, que siempre será insuficiente. Pero se trata de un beneficio que no recibía el personal de la salud municipalizada, y que venía solicitando y exigiendo desde hace mucho tiempo. Así, después de un largo camino recorrido, están obteniendo este importante beneficio.

Todo lo que tiene que ver con financiamiento municipal ha sido debatido largamente en el Congreso Nacional porque era necesario hacerlo. Por cierto, se van a producir diferencias debido al financiamiento que tiene cada municipio. Algunos servicios de bienestar van a estar en mejores condiciones que los de las municipalidades de comunas más pobres, lo que, por cierto, será una situación odiosa, pero que tiene un motivo: la forma en que se financian los distintos municipios. Sin duda, este es un problema mayor. Sin embargo, no debe dilatar la aprobación del proyecto, porque es un anhelo de muchos años de los funcionarios de los establecimientos municipales de salud de las comunas más pobres del país. De manera que los trabajadores no pueden seguir esperando para constituir sus servicios de bienestar, aunque los beneficios que les entreguen sean mínimos. 

Por eso, en la Comisión de Gobierno Interior, nuestra bancada respaldó el proyecto -fue aprobado en forma unánime-, y por supuesto, también se sumará a su aprobación en la Sala.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Campos.

El señor CAMPOS.- Señor Presidente, ante todo, quiero saludar a los funcionarios de la salud municipal presentes en las tribunas, quienes por mucho tiempo estuvieron discutiendo esta materia con los diputados integrantes de la Comisión de Gobierno Interior. En efecto, en nuestros distritos recibimos a muchos de ellos, con el objeto de conversar sobre esta iniciativa. De manera que lo que estamos haciendo hoy es cumplir con el compromiso que contrajimos con los funcionarios municipales de salud de nuestros distritos, en mi caso, de Talcahuano y de Hualpén, donde existe un importante número de ellos. El hecho de que esas comunas cuenten, aproximadamente, con el 85 por ciento de las personas inscritas en los consultorios, indica que también existe una importante cantidad de funcionarios en dichos servicios. Frente a esta realidad, no podía continuar la verdadera discriminación que se producía con esos trabajadores.

Para entenderlo, debemos ir al fondo del asunto. Lo principal es que ellos querían tener un servicio de bienestar porque se sentían discriminados. Por tanto, permitirles que también puedan tenerlo constituye una justa reivindicación que habían venido solicitando desde 1995 a la fecha. Espero que la tramitación del proyecto en el Senado sea tan expedita como en la Cámara de Diputados. 

Comparto las aprensiones manifestadas por el diputado René Saffirio. La verdad es que quienes administran los recursos municipales creen que, a futuro, esta medida podría ir en detrimento de las arcas edilicias. Pero cabe considerar que habrá un aporte fiscal durante los primeros 24 meses para la implementación de los servicios de bienestar. No obstante, tendremos que seguir dando la pelea para que, a través de las herramientas, en particular, del Fondo Común Municipal, los municipios recuperen los recursos que se utilizarán para entregar un beneficio que los funcionarios se han ganado en buena forma. 

Este es el comienzo de un beneficio que estaban pidiendo los funcionarios de los establecimientos municipales de salud. Lo habían hecho por intermedio de sus dirigentes, muchos de los cuales están presentes en las tribunas. En las distintas comunas del país están esperando que el proyecto sea tramitado con la mayor celeridad posible, a fin de que se convierta en ley de la República.

La bancada del PPD, a través del diputado Ramón Farías, se refirió al hecho de que este beneficio podría ir en detrimento del presupuesto municipal; pero, si colocamos en la balanza perjuicios y beneficios, veremos que estos últimos son más importantes, porque corresponden a una aspiración que durante muchos años no fue atendida y respecto de la cual ahora estamos legislando para concretarla. Lo que debiera ocurrir es que esta rama del Congreso Nacional entregue su aprobación a una reivindicación que por años estaba siendo solicitada y que hoy se concretará con nuestros votos favorables.

Bien por los funcionarios de los establecimientos municipales de salud, bien porque se restituyen sus derechos y porque ya no habrá funcionarios de primera y de segunda categoría, por lo menos, en materia de servicios de bienestar. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Germán Verdugo.

El señor VERDUGO.- Señor Presiente, en principio, comparto algunas de las apreciaciones formuladas por el diputado René Saffirio en relación con el proyecto y sus eventuales falencias. Pero, frente a los beneficios que representa para los trabajadores de los establecimientos municipales de salud, sin duda, no hay dónde perderse.

Aquellos que tuvimos la suerte de administrar un municipio durante algún tiempo conocemos sus problemas de financiamiento. Pero también sabemos que existen prioridades. En el caso de los funcionarios de la salud municipalizada que trabajan normalmente bajo una presión constante y con muchas dificultades que no les son imputables, este proyecto viene a contribuir, en cierta medida, a mejorar su situación dentro de la municipalidad. 

Me ha llamado la atención que durante la discusión se haya señalado que en los próximos años se resolverán las falencias que presenta esta iniciativa. Pero ha quedado en evidencia que desde hace ya casi veinte años los trabajadores de la salud municipalizada vienen pidiendo que se resuelva el problema de los servicios de bienestar, de modo que estos se equiparen con los de otros funcionarios como, por ejemplo, los de la educación y los de municipalidades que cuentan con este beneficio, que, sin duda, es de gran importancia.

Hay que valorar el proyecto en su mérito, porque constituye un avance extraordinariamente importante. Además, es fruto de un acuerdo y los acuerdos deben ser valorados, porque hay que tener la suficiente grandeza para alcanzarlos. Esto ha sido un factor fundamental, tanto en este, como en otros proyectos que hemos tratado, para solucionar una serie de inconvenientes y problemas. 

Tal vez, su presentación demoró tantos años porque siempre se busca lograr el proyecto perfecto que resuelva todos los problemas, en este caso, de financiamiento de las municipalidades, de distribución de los recursos del Fondo Común Municipal, etcétera. Pero, eso no tiene mayor relevancia frente a la importancia que reviste esta iniciativa y al avance que significa para los trabajadores de la salud municipalizada.

Por eso, los diputados de Renovación Nacional vamos a votar favorablemente, con mucho entusiasmo, este proyecto.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Cerrado el debate. 

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que modifica la ley N° 19.754, que permite la incorporación del personal de los establecimientos municipales de salud a las prestaciones de bienestar y autoriza la constitución de servicios de bienestar separados por entidad administradora.

Hago presente a la Sala que las normas del proyecto son propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 107 votos. No hubo votos por la afirmativa ni abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D'albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Como no ha sido objeto de indicaciones, también queda aprobado en particular.

Despachado el proyecto.


OTORGAMIENTO DE NACIONALIDAD POR GRACIA A MÚSICO SEÑOR DANIEL LENCINA D’ANDREA. Primer trámite constitucional.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en moción, que concede por gracia la nacionalidad chilena al músico señor Daniel Lencina D’Andrea.

Diputada informante de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía es la señora Ximena Vidal.

Antecedentes:

-Moción, boletín N° 8368-17, sesión 43ª, en 14 de junio de 2012. Documentos de la Cuenta N° 10.

-Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, sesión 86ª, en 9 de octubre de 2012. Documentos de la Cuenta N° 7.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra la diputada informante.

La señora VIDAL, doña Ximena (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía paso a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley, iniciado en moción, que concede por especial gracia la nacionalidad chilena al músico uruguayo señor Daniel Lencina D'Andrea.
El autor e impulsor de esta iniciativa es el diputado señor Iván Moreira. Como coautores de esta moción participaron los diputados señores Ascencio, don Gabriel; De Urresti, don Alfonso; Edwards, don José Manuel; Farías, don Ramón; Gutiérrez, don Hugo; Ojeda, don Sergio; Rosales, don Joel; Salaberry, don Felipe; y la diputada que habla.

El proyecto en referencia no ha sido calificado con urgencia.
Constancias reglamentarias previas.

La idea matriz o fundamental de la moción es conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al músico uruguayo Daniel Lencina D’Andrea.

La iniciativa no contiene normas de carácter orgánico constitucional ni de quorum calificado, y sus disposiciones no requieren ser conocidas por la Comisión de Hacienda. 

El proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad, en la sesión realizada el 3 de octubre de 2012.

Votaron por la afirmativa los diputados señores Aguiló, don Sergio; Gutiérrez, don Hugo; Jiménez, don Tucapel; Letelier, don Cristián; Ojeda, don Sergio; Rosales, don Joel, y quien informa.
Fundamentos del proyecto.

Daniel Lencina nació en la ciudad de Fray Bentos, Uruguay, el 17 de julio de 1938. De esposa e hijos chilenos, Lencina ha destacado como uno de los trompetistas más afamados de la escena nacional. Con una dilatada y fructífera carrera de más de 30 años, ha inscrito su nombre como uno de los maestros más notables.

Daniel Lencina es uno de los íconos de la música americana. Su extensa carrera abarca actuaciones en casi toda América, Estados Unidos, Puerto Rico y, por supuesto, Chile, país que lo acogió y le brindó todo su cariño.

Programas como “Tiempo de swing” y “El teléfono musical”, ambos de la década del setenta, y 22 años como rostro de Canal 13, específicamente, del programa Sábados Gigantes, avalan una trayectoria de éxitos. A ello, debemos agregar su participación permanente en obras como la Teletón, lo que manifiesta su compromiso con este país.

Más allá de su participación en los medios de comunicación masivos está su constante trabajo como trompetista, que ha sido un ejemplo para muchos músicos jóvenes que comienzan el camino de las artes musicales.

El señor Lencina merece, después de todos estos años, un reconocimiento por su dilatada trayectoria, su compromiso con la música y su identificación con nuestro país. Ese reconocimiento debe manifestarse concediéndosele la nacionalidad por gracia. De esa manera nuestro país agradece a quienes, adoptando de manera afectiva importantes lazos con Chile, entregan con su trabajo satisfacción a todos los chilenos.

Por tratarse de una discusión sobre la base de un artículo único, esta se realizó en general y en particular a la vez. Durante la misma, los señores diputados integrantes de la Comisión manifestaron su conformidad con la idea matriz antes mencionada, por lo que, sometido a votación, el proyecto se aprobó por unanimidad.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En discusión el proyecto de ley.

Tiene la palabra el diputado señor Iván Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, suele suceder que en el Congreso Nacional son muy pocas las materias que cuentan con un apoyo transversal. Dentro de ese contexto se sitúa el proyecto que concede la nacionalidad chilena por gracia al destacado músico Daniel Lencina, quien lleva más de cuarenta años radicado en nuestro país, al que arribó en 1972. Se trata de un músico de jazz no solo reconocido en su país, en el extranjero y en Chile, sino que también de una persona que ha tenido un comportamiento ejemplar.

Generalmente, la nacionalidad por gracia se concede a sacerdotes o a empresarios destacados, pero nos olvidamos del mundo de la cultura.

En ese sentido, quiero destacar y agradecer el apoyo de los diputados del Partido Socialista, señor Marcelo Díaz; del partido Comunista, señor Hugo Gutiérrez; de Renovación Nacional, señor José Manuel Edwards; de la Democracia Cristiana, señores Gabriel Ascencio y Sergio Ojeda; del Partido por la Democracia, diputada señora Ximena Vidal -destacada artista- y diputado señor Ramón Farías; y de la Unión Demócrata Independiente, señores Felipe Salaberry y Joel Rosales. A todos ellos reitero mi agradecimiento por su apoyo. Hay cosas que podemos hacer en unidad.

Lo más importante es que estamos reconociendo como sociedad, en el mundo de la cultura, a un músico de destacada trayectoria, cuyo talento extraordinario y aporte musical empezamos a sentir cuando participaba en distintos programas de televisión. En Chile, también se le conoce por su amistad con Valentín Trujillo, otro gran músico.

Un día, en la comuna de El Bosque, me encontré en un concierto para cuya realización el alcalde Sadi Melo había invitado a Valentín Trujillo y a Daniel Lencina. Conversando tras bambalinas le pregunté a este último cuánto tiempo llevaba en Chile y si tenía la nacionalidad chilena, a lo que él me respondió que no. En ese momento me pregunté cómo no hemos sido capaces de reconocer el mérito de este gran artista, de un hombre que ha aportado a nuestra sociedad.

Por eso, invito a los señores diputados y a las señoras diputadas a que, a la hora de votar, demos una señal de unidad respecto de la cultura y de un hombre que merece verdaderamente que el Estado de Chile le entregue la nacionalidad por gracia.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía estudiamos con mucho interés este proyecto de ley, al que también adherí y suscribí, invitado gentilmente por el diputado señor Iván Moreira, porque don Daniel Lencina D’Andrea ha tenido una incidencia en el país en la música, el arte y la cultura.

Quiero destacar dos cosas respecto del proyecto. En primer lugar, que dentro de las pocas atribuciones que corresponden al Congreso Nacional cabe señalar la que figura en el artículo 63, número 5) de la Constitución Política, que establece que son materias de ley las que regulen honores públicos a los grandes servidores. Esta disposición permite honrar a las personas que han cumplido servicios meritorios para la patria.

En segundo lugar, deseo aclarar que la nacionalidad por especial gracia no es pedida por los beneficiarios, sino que se les ofrece, pues surge del afecto y de la percepción de la gente respecto de sus acciones y sus méritos. En este caso así ha ocurrido.

Don Daniel Lencina llegó a Chile en 1972, hace 40 años, y se ha destacado en el ámbito de la música. Es un trompetista que ha contribuido a enriquecer nuestra cultura popular y que ha realizado un gran aporte a la música nacional. Ha deleitado a nuestra gente en los variados programas de televisión. También es un mérito el incidir en la alegría, tranquilidad y bienestar de la gente.

No obstante ser uruguayo, sabemos que ha amado a nuestra patria tanto como a la suya. Se quedó acá y ha vivido como si estuviera en Uruguay. Por ser un profesional que recorre distintos países, ha llevado el nombre de Chile a muchas partes del extranjero, junto al de su patria madre.

Por lo expuesto, anuncio mi apoyo a esta moción porque es de justicia y porque está de acuerdo con los méritos y contribución que este extranjero-chileno ha hecho al país.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, solo para sumarme con mi voto favorable a esta iniciativa que entrega la nacionalidad, por gracia, al músico Daniel Lencina. La principal razón que me asiste para ello es que estudié en el Liceo Experimental Artístico de Antofagasta. Este maestro participó en muchas jornadas con nosotros. Allí tuve el privilegio de pertenecer a la orquesta sinfónica infantil y, con posterioridad, ser parte de la orquesta de adultos.

El maestro Lencina participó activamente en el desarrollo de las escuelas artísticas musicales -algo que hemos estado solicitando en la Cámara de Diputados- a lo largo del país. No solo era un músico que entregaba un swing a través de su trompeta, sino que también generó espacios para el desarrollo de la actividad artística.

Este “uruguayo” -como le decían muchos- llevó a cabo en Chile su desarrollo humano, musical, artístico, pero también familiar: sus hijos y esposa son chilenos.

Al leer la Tabla, quise intervenir en la discusión de este proyecto, porque me sorprendió que después de más de 40 años nuestro país reconozca a esta gran persona con la entrega de la nacionalidad por gracia.

Por lo tanto, espero que todos los diputados contribuyan con su voto favorable a que el músico Daniel Lencina D’Andrea pueda ser un chileno más.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Silber.

El señor SILBER.- Señor Presidente, ya se han dicho las cosas más sustantivas acerca de la figura del destacado músico uruguayo don Daniel Lencina.

Solo quiero decir, en representación de la comuna de Colina, que, además de vecino, el señor Lencina es miembro del directorio de nuestro Centro Cultural. Así es que estamos doblemente orgullosos por este justo homenaje, como es la concesión, por gracia, de la nacionalidad chilena a don Daniel Lencina, que es el máximo galardón que el Estado puede otorgar a una persona.

Desde esa perspectiva, en el nombre de la comuna, me sumo a este reconocimiento que se traducirá en una ley que otorgará, por gracia, la nacionalidad chilena a este destacado músico.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar en general, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en moción, que concede, por gracia, la nacionalidad chilena al músico señor Daniel Lencina D’Andrea.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D'albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Ma-
tías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votó por la negativa el diputado señor Saffirio Espinoza René.

-Se abstuvo el diputado señor Latorre Carmona Juan Carlos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, también queda aprobado en particular.

Despachado el proyecto.

VI. HOMENAJE

HOMENAJE AL SACERDOTE PIERRE DUBOIS, RECIENTEMENTE FALLECIDO. Minuto de silencio.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señores diputados y señoras diputadas, por la unanimidad de los Comités Parlamentarios, se acordó rendir un sentido homenaje al padre Pierre Dubois.

(Aplausos en las tribunas)

Se encuentran en la tribuna de honor el Obispo Auxiliar de Santiago, monseñor Cristián Contreras; la alcaldesa de la Ilustre Municipalidad de Pedro Aguirre Cerda, señora Claudina Núñez; el padre Lorenzo Maire, párroco de la parroquia Nuestra Señora de La Victoria; la señora María Cristina Pérez, presidenta de la Junta de Vecinos 3-A de La Victoria; la señora Lorena Fries, directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, acompañada de la concejala Gloria Rodríguez, dirigentes vecinales y vecinos de la población La Victoria, a quienes damos nuestra más cordial bienvenida.

(Aplausos en las tribunas)

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, con el mayor respeto, y como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, pido que guardemos un minuto de silencio en memoria de nuestro homenajeado.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Muy bien, señor diputado.

Propongo a la Sala, tal como lo hemos hecho en otras oportunidades, iniciar este homenaje con un respetuoso minuto de silencio en memoria del padre Pierre Dubois.

-Las señoras diputadas, los señores diputados, los funcionarios y los asistentes a las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio.

-Transcurrido el minuto de silencio:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para iniciar el homenaje, en representación del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado señor Carlos Montes.

El señor MONTES (de pie).- Señor Presidente, monseñor Cristián Contreras, Obispo Auxiliar de Santiago; alcaldesa señora Claudina Ñúñez; párroco Lorenzo Maire; dirigentes vecinales, vecinos de la Población La Victoria:

“Respetar al hombre”, esa frase breve, pronunciada hace algunos años en una entrevista, retrata de manera contundente la ética de Pierre Dubois, párroco de la población La Victoria, cura francés, que estaba por cumplir los 82 años en unos días más, y que desde hace once era además chileno por especial gracia, según la ley que le concedió la nacionalidad chilena. Y su país era la población La Victoria, en la comuna de Pedro Aguirre Cerda, lugar pobre de la zona sur de Santiago, pero inmensamente rico en dignidad y humanidad solidaria. A ese lugar llegó Pierre Dubois a servir su ministerio cristiano; allí, entre los postergados y reprimidos, en un momento oscuro y complejo de nuestra historia reciente. 

Pero él conocía Chile desde mucho antes; desde 1963, año en que llegó al país como asesor del Movimiento Obrero de Acción Católica. A partir de allí recorrió la geografía de la pobreza chilena en Barrancas, en Coronel, en la población Clara Estrella, y en la población Santa Olga, de Lo Espejo.

Veinte años después, en 1983, fue nombrado párroco de la Iglesia Nuestra Señora de La Victoria. Tres años estuvo Pierre Dubois trabajando codo a codo con los pobladores en talleres laborales de capacitación, apoyando a las mujeres en la organización de ollas comunes en años de altísima cesantía y de intensas jornadas de protesta popular, episodios en que Pierre Dubois se interponía entre las piedras y las balas, pidiendo paz en nombre de quienes no tenían voz, ni derechos, ni nada, al límite de arriesgar su propia vida. Su norte era el respeto a las personas.

En una de aquellas jornadas, murió de un balazo su amigo y compañero de ruta, el Padre André Jarlan. Aquel asesinato lo conmovió y devastó, y le provocó un dolor que lo acompañó por siempre. El padre Jarlan fue un mártir de la no violencia; murió cuando buscaba serenidad y paz en las páginas del Evangelio, mientras afuera se desataba la represión policial. Pero gracias a su fortaleza y templanza, Pierre Dubois pudo recuperarse y continuar con más fe y entereza que nunca la cruzada por la libertad y la justicia, anteponiendo a la muerte, la vida; a la violencia, la paz; a la humillación, la dignidad; a la mentira, la verdad.

En septiembre de 1986, fue detenido y expulsado de Chile por la dictadura, junto a otros dos sacerdotes franceses. Los medios de la época señalaban que el entonces subsecretario del Interior, Alberto Cardemil, explicó que los sacerdotes estaban arrestados, que su situación se estaba analizando desde el día en que fueron detenidos, y que iban a resolver sobre su expulsión. 

El 11 de septiembre de 1986, los tres curas fueron embarcados en un vuelo de Varig con destino Francia. El Padre Dubois permaneció fuera del país hasta marzo de 1990. “He vuelto a casa”, dijo en la oportunidad. “A tu casa”, les respondieron sus amigos y vecinos de La Victoria. 

Durante su ausencia, el Arzobispado de Santiago mantuvo su nombramiento en La Victoria, con lo cual expresaron su apoyo y respaldo ante la injusticia de que fue objeto. 

El Padre Dubois retomó su trabajo de colaboración pastoral en la Juventud Obrera de Acción Católica, en la Asociación de Educación Familiar Popular y en el Departamento de Capacitación Laboral de la zona sur de Santiago. 

La lucha contra la dictadura había concluido, pero sus energías las orientó a combatir la penetración de las drogas entre los jóvenes de sectores populares, potenciando la capacitación y la educación. Decía: “Formar laicos para que sean levadura en la masa. Ahí está mi parte más específica en el medio obrero.”. 

Hace unos pocos años, Pierre Dubois se reincorporó como pastor a la Población La Victoria. En esa oportunidad, señaló: “Es ahora que quiero volver a La Victoria, porque hay un lazo fuerte que se creó entre nosotros; un lazo fuerte entre La Victoria y nosotros dos -refiriéndose a su amigo André Jarlan-, y quiero seguir con la gente de la población.”.

El Padre Dubois estaba de vuelta y, esta vez, se quedaría para siempre. La enfermedad de Parkinson había ido afectando su cuerpo y cada vez estaba más agachado. Con su humor maravilloso, decía: “El problema es que el Parkinson me tiene cada vez más inclinado hacia la derecha.”.

Hace unos días, el Padre Pierre -como le llamaban sus amigos- falleció. El cortejo partió desde su casa en La Victoria, y siguió el mismo trayecto que hizo su hermano, el sacerdote André Jarlan en 1984: recorrió el centro de la Capital, acompañado de miles de personas, hasta la Catedral, y luego al Cementerio Católico. Sus cenizas regresaron a la Parroquia de Nuestra Señora de La Victoria, desde donde seguirá inspirando a los jóvenes de su población y a los nuevos sacerdotes comprometidos con el pueblo en la lucha por la justicia, la solidaridad y la paz, como única forma digna de construir un mundo mejor. Él es un victoriano más. La calificación se la ganó como testigo del Evangelio y como luchador social, buscando, en todo momento, respetar al hombre.

Hasta siempre, Pierre Dubois.

Muchas gracias.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En representación del Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado por la comuna de Pedro Aguirre Cerda, a la que pertenece la población La Victoria, señor Pedro Browne.

El señor BROWNE (de pie).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar al Obispo Auxiliar de Santiago, monseñor Cristián Contreras; al párroco de la Población La Victoria, Lorenzo Maire; a la alcaldesa de la comuna Pedro Aguirre Cerda, señora Claudina Ñúñez; a la concejala señora Gloria Rodríguez y, especialmente, a los vecinos y vecinas de la población La Victoria, que hoy nos acompañan.

“Hay hombres que luchan un día y son buenos.

Hay otros que luchan un año y son mejores.

Hay quienes luchan muchos años y son muy buenos.

Pero hay los que luchan toda la vida:

esos son los imprescindibles.”.

Pareciera que Bertolt Brecht lo hubiese escrito pensando en la persona del Padre Pierre Dubois.

Pocas personas se han hecho más merecedoras de la admiración y del profundo agradecimiento por parte de la población La Victoria y de los vecinos de la comuna de Pedro Aguirre Cerda, en general, que el Padre Pierre Dubois, porque él fue mucho más que un sacerdote o un párroco. Fue un amigo, un compañero y un defensor. Fue testigo y protagonista de numerosos cambios sociales y políticos. Desde su tribuna, ayudó tanto a proteger a quienes más lo necesitaban como a construir la ansiada reconciliación que hoy tanto valoramos.

Así es, señor Presidente. El Padre Dubois fue la voz de los sin voz en un período complejo para nuestra sociedad, pero del que pudimos salir adelante, gracias a Dios y al esfuerzo de numerosos actores de nuestra sociedad. 

Hoy, que miramos el pasado con el peso de la historia, podemos recurrir a todos esos rostros y voluntades que, en vez de preocuparse solo de su propio metro cuadrado, decidieron avanzar un paso más, y preocuparse también del vecino, del prójimo y de la comunidad. Dentro de esa gama de personalidades, es imposible no incluir al Padre Pierre. Sin duda, fue uno de los hombres que más hizo por La Victoria, y con mayúsculas; de La Victoria como población y de la victoria como triunfo de una sociedad hambrienta de solidaridad y de paz social, en la que todos tuviéramos cabida.

¿Qué habría llevado a este sacerdote católico a dejar su Francia natal para refugiarse en este escondido lado de la cordillera, en 1963? Probablemente, muchas razones. El Siglo XX fue una centuria de grandes cambios políticos en el mundo entero, y como hombre de fe, y con una determinación terrible, el Padre Dubois no podía quedar al margen. Con tal desafío, cruzó el charco que separa a este aún adolescente continente del antiguo mundo europeo, a trabajar con Chile y por Chile. 

Tenía solo ocho años de sacerdocio y fue asignado asesor del Movimiento Obrero de Acción Católica, en Santiago. Ahí realizaría diversas obras pastorales, benéficas y formativas, en sectores que hoy corresponden a las comunas de Pudahuel, Quinta Normal, Lo Espejo y, por supuesto, Pedro Aguirre Cerda. 

Su vida en nuestro país nunca fue fácil. El Padre Pierre optó por la pobreza, el rigor y la desazón de los que viven en las tomas, poblaciones y campamentos. 

En 1983, durante una protesta, murió su compañero de parroquia, el Padre André Jarlan, producto de una bala sin sentido. 

Asumiendo el grado de violencia que vivía la población La Victoria en aquel entonces, se empapó de un genuino amor por los más vulnerables y con ellos supo construir una patria y un anhelo de futuro. 

Desde su púlpito tuvo especial preocupación por los abusos a los derechos humanos que sufrieron los pobladores de La Victoria y se preocupó siempre de resistir las peores injusticias, vinieran de donde vinieran. Esto lo llevó a ganarse el aprecio y respetabilidad no solo de una población, sino de todo un país. 

Por esto, me atrevo a sostener que hoy el mejor homenaje que podemos hacer al Padre Pierre Dubois consiste en completar su obra de solidaridad y progreso social, y dejar de recurrir constantemente a las viejas tribulaciones de un pasado, que ya en el Siglo XXI nos parecen añejas. 

Gracias a algunos vecinos de Pedro Aguirre Cerda, que tengo el honor de representar en esta Cámara, he sabido que el Padre Pierre mantenía en su casa un paño bordado con el mapa de Sudamérica, y una leyenda que señalaba: “Otro mundo es posible.”. 

Pues bien, por su intermedio, señor Presidente, hoy hago la invitación a los diputados de todos los colores, incluso al resto de los actores políticos y sociales del país, a que continuemos la obra del Padre Pierre Dubois y construyamos otro mundo, un mundo donde haya tolerancia y amistad cívica; un mundo donde se respete el orden público y se terminen los abusos; un mundo donde las diferencias del pasado puedan quedarse efectivamente en el pasado; un mundo donde exista confianza y respeto hacia nuestros gobernantes; un mundo, finalmente, en el que todos nos sintamos partes integrantes, sin importar nuestro origen ni el cargo que desempeñemos. 

Ese es el mundo con el que el sacerdote Pierre Dubois siempre soñó. Y desde esta institución política y republicana puedo decir que somos muchos los que soñamos lo mismo. 

He dicho. 

-Aplausos. 

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En representación de la bancada del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Rodrigo González. 

El señor GONZÁLEZ (de pie).- Señor Presidente, estimados colegas. En primer lugar, quiero saludar al señor Cristián Contreras, Obispo Auxiliar de Santiago; a la señora Claudina Núñez, alcaldesa de Pedro Aguirre Cerda, a todas las autoridades presentes, a los dirigentes, y muy especialmente a los pobladores de población La Victoria, a los amigos y compañeros de nuestro homenajeado Pierre Dubois. 

(Aplausos)

Agradezco a mi bancada por darme la ocasión de rendir homenaje a una persona que en vida simbolizó el amor al prójimo, la opción por los más pobres, la libertad, la paz y la tolerancia. Como bancada del Partido por la Democracia sentimos el más profundo respeto por el Padre Pierre Dubois. 

Él llegó a vivir a nuestro país a comienzos de la década del sesenta, en 1963 para ser más preciso, cuando contaba recién con 32 años de edad. 

Su misión era colaborar con el Movimiento Obrero de Acción Católica y con la Juventud Obrera Católica en varias de las comunas de Santiago. 

Pierre compartía las ideas de muchos sacerdotes que llegaron a Chile durante la década del sesenta y que asumieron una opción de compromiso con los pobres a través de una convivencia cotidiana en las industrias y en sus barrios. 

En esos años sacerdotes y religiosas fueron a vivir a las poblaciones, insertándose en el mundo obrero, con el objetivo de distanciarse de la sociedad de las grandes fortunas a la que en alguna oportunidad estuvo vinculado un sector de la jerarquía de la Iglesia Católica. 

El Padre Pierre Dubois fue un fuerte defensor de las libertades de los pobladores. 

Es conocida la imagen a nivel internacional cuando en 1984 se interpuso, con sus brazos en cruz, ante las tanquetas de la policía para impedir su ingreso a la población. El resultado de esta acción fue su detención y posterior golpiza, lo cual no lo amilanó y le dio más fuerza para seguir con su tarea solidaria.

No obstante ello, en septiembre de 1984 recibiría quizás uno de los más duros golpes en su acción pastoral cuando encontró a su amigo, el sacerdote André Jarlan, asesinado por un disparo en la garganta, luego de una protesta en La Victoria. 

La muerte del Padre Jarlan convirtió al párroco sobreviviente de La Victoria en un símbolo de la acción por la democracia en Chile, y seguramente por ello en septiembre de 1986 su casa fue allanada. El Padre Dubois fue golpeado y luego detenido en la tenencia de Carabineros, donde según relatos de la Vicaría de la Solidaridad, es nuevamente humillado por los efectivos policiales. 

En aquellos días se vivían momentos muy difíciles para todos los chilenos y la población La Victoria se convirtió en un emblema nacional e internacional de la lucha por la libertad y la democracia. 

En septiembre del 1986, cuando ocurrió el atentado al general Pinochet, se instaló una idea de venganza. Al día siguiente del atentado se ajustició a cuatro personas detenidas ilegalmente: el periodista José Carrasco, funcionario de la Tesorería General de la República; Felipe Rivera Gajardo; el profesor Gastón Vidaurrázaga Manríquez, gerente de Ventas de Editorial Cono Sur, y Abraham Muskatblit Eidelstein. 

Al día siguiente, y después de esos cuatro asesinatos, también fue detenido nuestro colega y actual diputado Patricio Hales. Él me dio su testimonio: La detención ocurrió junto al ex ministro de Obras Públicas, Pascual Barraza, al sacerdote Rafael Maroto, al dirigente socialista Germán Correa y, por cierto, al Padre Pierre Dubois, todo ello a través de un decreto exento sin proceso judicial, sin orden de detención, emanado por una orden arbitraria e ilegal del señor ministro del Interior. 

Recordando los hechos, Patricio Hales me testimonió que en medio de ese clima de terror, al amanecer, el Padre Dubois dio un ejemplo de entereza y de firmeza sin precedentes. Mientras dos diáconos leían las profecías de Jeremías, el padre dijo que su mayor dolor era el que siente un pastor cuando lo apartan de su rebaño, de su comunidad. 

Y fue lo que ocurrió porque luego de la detención, y por instrucciones del Ministerio del Interior de la época, encabezado por Sergio Fernández y Alberto Cardemil, fue expulsado del país junto a Jaima Lancelot y Daniel Caruette.
Pierre Dubois obtuvo asilo político en Suiza, donde permaneció hasta 1990, año en que se recuperó la democracia de nuestro país.
Entonces, el padre Dubois volvió a Chile y se radicó en el que sería su hogar, su población definitiva hasta el día de su muerte: La Victoria. Allí continuó con su labor pastoral como párroco.
En el año 2001 se le otorgó la nacionalidad por gracia a raíz de una iniciativa presentada por varios de los diputados que están aquí presentes. Quiero nombrar a algunos: Sergio Aguiló, Guillermo Ceroni, Gabriel Ascencio, Roberto León, y los exdiputados Rodolfo Seguel, Andrés Palma, Jaime Naranjo, Andrés Aylwin y Erick Villega, entre otros. Lo anecdótico de esta iniciativa es que el mismo ministro, que lo expulsó del país, a la sazón senador designado, intentó hacer fracasar la iniciativa, al final, sin éxito, porque después de una segunda votación en la Cámara de Diputados, desde el inicio favorable, se logró otorgar la nacionalidad chilena a Perre Dubois.
(Aplausos)

Hoy, Pierre Dubois merece como nadie el homenaje de la Cámara de Diputados. La democracia de la que hoy gozamos se logró gracias al trabajo de millones de chilenos y chilenas que, como Pierre Dubois, fueron capaces de jugarse la vida, de organizar y levantar la voz, para que un día, con la convicción de la libertad en las conciencias, el pueblo de Chile pudiera decir No y proclamar la victoria de la paz por sobre la barbarie.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En representación de la bancada del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA (de pie).- Señor Presidente, saludo al Obispo Auxiliar de Santiago, don Cristián Contreras; a la alcaldesa de Pedro Aguirre Cerda, señora Claudina Núñez; a dirigentes sociales de las juntas de vecinos, a la directora nacional del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fríes, y a todas las organizaciones y personas presentes en las tribunas.

Murió un gigante. Para su pueblo así lo fue: un hombre grande; aunque él se sintió siempre como el más humilde; pero sí el más fuerte, con grandes energías y vehemencia para oponerse a la violencia y a las injusticias. Por ello, expreso mi homenaje a él en nombre de mi bancada de la Democracia Cristiana.

Pierre Albert Louis Dubois Desvignes fue un sacerdote insigne, pastor y guía de su pueblo por el camino del amor y la bienaventuranza, y, más que ello, un símbolo de la lucha contra la irracionalidad y un emblema de humanidad en la defensa de los más humildes. Fue un gran defensor de los derechos humanos.

El Padre Dubois nació el 17 de octubre de 1931, en Plombieres, Francia, su primera patria. La segunda fue Chile, a la que amó y valoró hasta sus últimos días. Había llegado a nuestro país el 25 de septiembre de 1963 para asesorar al Movimiento Obrero de Acción Católica y a la Juventud Obrera Católica (JOC), en las actuales comunas de Pudahuel y de Quinta Normal. Dentro de la arquidiócesis de Santiago fue asignado a parroquias en la Población José María Caro, y a la parroquia del Sagrado Corazón de Jesús, en Lo Espejo. Pero su mayor aporte pastoral lo realizó en la población La Victoria, donde pasó a ser el párroco de Nuestra Señora de la Victoria. Allí realizó una labor pastoral y social intensa. 

Durante la dictadura militar luchó por los derechos humanos y colaboró con la Vicaría de la Solidaridad. Si debemos hablar de con-



secuencia en todos los sentidos, de honestidad, de humildad, de grandeza y decisión en nuestras acciones, Pierre Dubois es un ejemplo de ello. Nada le asustaba; el temor no existía para él. Solo existía la convicción de estar al lado de quienes lo necesitaban: los pobres, los perseguidos, los desheredados -como muchos también les llaman-, su pueblo, vivo, encarnado, que sin tregua luchaba contra un sistema brutalmente opresivo, en las calles y en los campos, por la recuperación de la libertad, ante el sufrimiento, la ignominia y la humillación que aplastaban su dignidad humana. Y él no podía estar ajeno a esta lucha, en razón de su humanismo cristiano y del mandato de un Dios, fuerte y poderoso, que le imponía cumplir de cualquier forma los objetivos de su apostolado religioso. 

Su lucha fue tortuosa, de mucho riesgo y de mucho peligro, pero incesante, permanente. Fue detenido y agredido en innumerables oportunidades. En septiembre de 1986, con motivo del atentado contra Augusto Pinochet, fue detenido por la policía junto a dos misioneros franciscanos, Jaime Lancelot y Daniel Caruette, para ser deportados del país, y al sacerdote chileno Jorge Orellana. Fue tratado con inusitada violencia; golpeado a culatazos por carabineros y agentes de la policía secreta. Pierre Dubois fue valiente, encaró la represión y se enfrentó a pelotones y tanques.

El 27 de marzo de 1984 se interpuso con los brazos en alto y abiertos en cruz a carabineros en un masivo y violento operativo, oportunidad en la que también fue duramente golpeado y detenido por efectivos policiales. Un testigo de los hechos, Luis Mardones, poblador de La Victoria, señaló: “Fue un golpe muy fuerte para nosotros, porque vimos pasar al padre por la línea férrea con los brazos abiertos y pidiendo que por favor no masacraran a la población. Abría sus brazos para que lo balearan a él y no a la gente que él quería.” 

Dubois vivió la reciedumbre de la dictadura militar. Lloró junto a su pueblo la muerte de su hermano sacerdote André Jarlan, el 4 de septiembre de 1984, asesinado por una bala que le atravesó el cuerpo mientras leía la Biblia. El Padre Jarlan fue un mártir de una causa justa, una víctima de la brutalidad inmisericorde. Tanto Jarlan como Dubois, en su lucha, siguieron siempre el camino del amor y de la paz; nunca respondieron con más violencia. El odio para ellos no existía; solo el amor y la hermandad.

Pierre Dubois luchó por la defensa y la dignidad de los pobladores. Llevó a cabo tareas que tendían a mejorar las condiciones de vida de los habitantes de la población. Potenció la creación de talleres de capacitación laboral; organizó ollas comunes; ayudó a los cesantes; dictó charlas sobre los más variados temas y, muy especialmente, llevó a cabo una lucha frontal contra la droga que en ese tiempo ya afectaba a la juventud de la población. Tenía una preocupación primordial por los jóvenes.

Pierre Dubois murió en la mañana del 28 de septiembre de 2012 en la población La Victoria, comuna de Pedro Aguirre Cerda. “Masivo funeral de Pierre Dubois”; “El pueblo pierde a su pastor”, decían los medios de comunicación social. “Portando banderas chilenas con crespones negros y globos blancos, cerca de un millar de personas acompañaron el cuerpo del fallecido”, decían los correos electrónicos.

Por la envergadura de su acción humana y por lo que significó para Chile, debió haberse declarado duelo nacional. Pero no fue así.

Asistí a la misa en la Catedral de Santiago. No podía dejar de hacerlo, como muchos más. Nos conmovimos e impresionamos por la multitud. Sentí el dolor de un pueblo que sufría por su pastor. Era gente humilde, genuina, esforzada, trabajadora y luchadora, muy agresiva ante la adversidad, pero fuerte para enfrentarla, de La Victoria y de todos lados. ¡Esos eran ustedes, pueblo de Chile! Era la expresión natural de un pueblo agradecido. La escena más impactante era el ataúd con el Cristo de madera clavado en su cruz, que los pobladores portaban en andas, sin formalidades ni protocolos, como una forma espontánea de rendir tributo al Padre Dubois. 

“Gracias a toda la comunidad que está acá por celebrar la entrada de Pierre al cielo, que se volvió chileno”, señaló su hermano Michel, al dirigirse a las personas reunidas en la Catedral.

De la misma manera, su hermana María Teresa, que había llegado esa mañana desde Francia, señaló: “Quiero dar las gracias a Dios, que realizó el sueño de Pierre de morir en La Victoria.”
El cortejo fúnebre del padre Pierre Dubois siguió la misma ruta trazada en el funeral de André Jarlan. A las 11.00 horas del lunes 1 de octubre, partió desde la parroquia de La Victoria, siguió por la calle El Esfuerzo -en la que murió André Jarlan-, para luego pasar por la Comisaría donde estuvo detenido en 1986. A continuación, su ataúd fue escoltado en andas por las calles Carlos Marx, 1 de Mayo, Ramona Parra y Ránquil, y siguió un trayecto de diez kilómetros, desde la Plaza de Armas hasta la Catedral, por Bandera, acompañado de su pueblo.

Las organizaciones sociales y católicas, de derechos humanos, de partidos políticos y el pueblo mismo que lo veneró, trazaron su último final. Desde la Catedral sus restos fueron llevados al Cementerio Católico para incinerarlo, guardarlo en un ánfora y regresarlo a su parroquia de La Victoria, su casa eterna.

Dubois era chileno, como nosotros. Como aquí se ha dicho, se le otorgó el beneficio de la nacionalidad chilena por especial gracia. Tengo el honor de ser uno de los autores del proyecto de ley, junto a los diputados -los voy a nombrar, porque es necesario que se sepa la historia- Gabriel Ascencio, Guillermo Ceroni, Sergio Aguiló, Roberto León, y los exdiputados Rodolfo Seguel, Andrés Palma, Jaime Naranjo, Andrés Aylwin y Erick Villegas.

Sin embargo, es necesario señalar que no obstante que esta Cámara aprobó la concesión de la nacionalidad, el Senado la rechazó en primera instancia. Luego, discutida en segunda votación, fue aprobada. Se dijo que el rechazo obedecía a que Pierre Dubois era una figura conflictiva y no unitaria. ¡Qué increíble! Finalmente, se le concedió la nacionalidad por gracia en virtud de la ley N° 19.717, publicada en el Diario Oficial en 2001.

Creo que Pierre Dubois va a formar parte de la historia de Chile. Tengo la impresión de que el día del funeral, en la Catedral, el pueblo habló por Pierre Dubois, un pueblo insatisfecho y rebelde que clama por los objetivos de lucha del sacerdote, los que no han sido del todo cumplidos. Tengo la sensación de que nos hemos alejado de ese pueblo y de los objetivos de lucha de Pierre Dubois, porque pocos de nosotros estuvimos en su masiva despedida.

Pero, digamos hoy, con voz fuerte y clara: gracias, Pierre Dubois, por haber contribuido a proteger a tu pueblo y a la recuperación de nuestra democracia. ¡Seguiremos tu ejemplo! ¡Tu ejemplo está ahí! ¡Ahí está tu pueblo! ¡Pueblo, no te olvides de Pierre Dubois! ¡Sabemos que no lo vas a olvidar!

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En nombre del Comité Regionalista, tiene la palabra el diputado señor René Alinco.

El señor ALINCO (de pie).- Señor Presidente, autoridades religiosas y políticas, dirigentes sociales, compañeras y compañeros que están en las tribunas y dan el realce que merece este homenaje:

Hablar de Pierre Dubois es hablar de un ejemplo de lucha, valentía y dignidad. El padre Pierre Dubois fue un verdadero héroe de la lucha en contra de la dictadura de Pinochet. Aferrado a su fe, arriesgó su vida para defender la de miles de pobladores que eran violentados y perseguidos en esos años por el gobierno de facto. 

Desde la emblemática población La Victoria, como su párroco, y haciendo gala de su inmensa integridad, entregó su amistad, lealtad y generosidad no solo para defender a la gente, sino para empoderarla, para instarla a organizarse y a no dejarse atropellar, llevando la palabra de la no violencia como bandera de resistencia.

Ese es el contexto en el cual este noble sacerdote levantó su voz, como uno de los miles que, de manera anónima, gestaron el retorno a la democracia.

Este duro camino lo recorrió junto a otros sacerdotes que quiero aprovechar de recordar en esta oportunidad. Entre ellos, André Jarlan, también párroco de La Victoria, asesinado por Carabineros; Joan Alsina, sacerdote español torturado y asesinado en 1973 por agentes de la dictadura; Miguel Woodward, sacerdote que fue torturado hasta morir en el buque escuela Esmeralda, y el padre Rafael Maroto.

Por ello, en su memoria, es importante recordar que la conquista de la democracia se inició con el aporte de estas personas valientes, con las protestas en las calles, con los paros y la lucha que dimos en todos los terrenos, lo que en su conjunto demostró que el dictador no era invencible.

Para Pierre Dubois la Iglesia por la cual vivió se construía desde abajo y junto al pueblo, como en el Evangelio, viviendo y compartiendo no solo su pobreza, sino también sus luchas. Más aún, se atrevió a denunciar la violencia que provocan los ricos y los poderosos, la explotación e, incluso, el engaño de una falsa democracia manejada por unos pocos. Porque, como decía el Padre Dubois, hoy los problemas que consumen las calles de la población La Victoria, de los más pobres en Chile, tienen que ver con el mercado y el sistema, con la dictadura económica, porque el abuso y la explotación son tan violentos como una bala.

Su visión de la vida lo llevo más allá de la simple prédica. Es cierto que fue un gran defensor de los derechos humanos, diariamente atropellados en esos años, pero también se encontró con una fuerza social que, en plena dictadura, tomó la iniciativa y que, con valentía, creó un gran movimiento democrático ciudadano, amplio e integrador, cuyo objetivo en ese entonces fue derrocar al tirano, para construir un país justo, más humano, en el cual los chilenos pudiéramos recuperar nuestras libertades sociales, económicas y políticas.

En esos momentos surgió la idea y la exigencia popular de una asamblea constituyente, para construir un sistema político nuevo, democrático, pero en ningún caso rememorar o imitar el que había diseñado la dictadura. Un objetivo que actores políticos interesados, algunos de los cuales hoy ocupan escaños en este Congreso, tergiversaron y sacaron de la mesa de negociaciones políticas para la transición; un objetivo que hoy recobra su validez y debiera atraer todas las demandas ciudadanas, a todo el abanico de organizaciones sociales y políticas del pueblo, para articular las luchas sociales dispersas.

Señalo todo esto, porque un homenaje para recordar a los que lucharon por la defensa de los derechos humanos y por la recuperación de la democracia no puede transformarse en un acto formal de leer discursos, a veces hipócritas, que pone en primera fila a quienes se opusieron en vida a los héroes que hoy evocamos. La manera justa de recordarlos es hacer presente sus ideas, para que sus huellas permitan que nuevos liderazgos, nobles y sencillos, hagan converger las luchas y demandas sociales en un movimiento social permanente y democratizador, capaz de sacudir el sistema y sus injusticias.

Desde la Patagonia chilena y en nombre de los familiares de los desaparecidos, torturados y asesinados de mi tierra, padre Pierre Dubois, ¡presente, ahora y siempre!

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para rendir homenaje en nombre del Partido Radical, tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA (de pie).- Señor Presidente, en esta ocasión quiero saludar en forma especial a los pobladores de La Victoria, en momentos en que la Cámara rinde este merecido homenaje al padre Pierre Dubois.

Señor Presidente, en nombre de la bancada Radical, rendimos un justo y merecido homenaje al padre Pierre Albert Louis Dubois Desvignes, sacerdote católico que fue fiel representante del evangelio de Cristo y de sus bienaventuranzas, luchador incansable por la libertad y los derechos humanos. Su existencia está ligada a nuestro país por casi cincuenta años, con una interrupción involuntaria, y a los grandes acontecimientos sociales, políticos e ideológicos acaecidos en Chile, en el mundo y en la Iglesia durante las últimas seis décadas.

Después de recibirse de sacerdote, llega a Chile en 1963, cuando se iniciaban grandes cambios en la Iglesia, después del Concilio Vaticano II y al poco tiempo de haber sido nombrado cardenal de Chile el recordado monseñor Raúl Silva Enrique.

En mayo de 1983, mientras se desempeñaba como párroco en La Victoria, se inician las primeras movilizaciones sociales a través de las cuales protestábamos contra la dictadura. Él estuvo a la vanguardia de las acciones de resistencia, que tuvieron como consecuencia la represión policial. Sin embargo, el párroco no vaciló en amparar a quienes se alzaban en contra de la tiranía y acompañó a los pobladores en todas las protestas, arriesgando su propia vida, al enfrentar, valientemente, a las fuerzas represivas y al interponerse, incluso, ante el avance de sus siniestras tanquetas.

En septiembre de 1986 fue detenido y deportado. Solicitó asilo en Suiza, donde permaneció hasta 1990, cuando decidió regresar a Chile y continuar su misión inconclusa tras el retorno de la democracia.

El 14 febrero 2001 fue publicada en el Diario Oficial su nacionalidad por gracia, la cual no estuvo exenta de dificultades. Así, se reconocía su esfuerzo y su lidia constante por los más desposeídos, sumado a su implacable temple de expresar las atrocidades que ocurrían en los sectores más vulnerables de un Chile injusto y sin mayores expectativas.

Su muerte acaece justo con la declaración del Comité Permanente del Episcopado, titulada “Humanizar y Compartir con Equidad el Desarrollo de Chile”. En mi opinión, esa carta es el mejor homenaje a Pierre Dubois, pues en ella descubrimos la semilla de verdad del párroco de La Victoria, que son las semillas del evangelio que se abren camino y espacio en los espíritus inquietos. En todo lugar donde exista afanosa búsqueda de justicia, paz y fraternidad, ahí vive Pierre Dubois.

Pierre Dubois ha muerto para vivir por siempre junto a ese pueblo pobre, humilde y fraterno, donde se incrustó para sentir suyo su sufrimiento, sus penas y sus alegrías. Todo Chile y la población La Victoria te despide con gran dolor, donde te entregaste por entero por los más humildes y desposeídos, por los postergados de siempre. Nunca dejaste de recibir sus frustraciones por tener que esperar siempre por la vivienda, por la educación y por la salud.

Su voz fue grito profético que denunció el maltrato, la tortura, la muerte y la desaparición de chilenos y extranjeros en manos de los servicios de seguridad de la dictadura de Pinochet. Como el profeta del desierto, gritó y clamó pidiendo el cese de la violencia. Abrió sus brazos y formó el signo de la cruz para recordar a los represores que la muerte es semilla de resurrección. En él nunca hubo odio ni violencia; en él siempre estuvo el amor.

Se nos fue otro sacerdote del pueblo, pero su obra, su trabajo, su defensa a los perseguidos, violentados y maltratados quedará por siempre en la memoria de su gente de La Victoria.

Pierre Dubois llevó la bandera de la libertad y de los derechos humanos, y con ella luchó por un mundo mejor y con mayor justicia social.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Finalmente, para rendir homenaje en nombre del Partido Comunista, tiene la palabra el diputado señor Guillermo Teillier.

-Aplausos.

El señor TEILLIER (de pie).- Vecinos y vecinas de La Victoria; monseñor Cristián Contreras, obispo auxiliar de Santiago; padre Lorenzo Maire, párroco de la parroquia Nuestra Señora de La Victoria; señora Lorena Fries, directora del Instituto de Derechos Humanos; María Cristina Pérez, presidenta de la junta de vecinos 3 A, de La Victoria; Claudina Núñez, alcaldesa de Pedro Aguirre Cerda; Gloria Rodríguez, concejala de Pedro Aguirre Cerda; señor Presidente:

Hoy se enaltece y se glorifica este recinto de la Cámara de Diputados, porque se rinde honor y se recuerda a un hombre bueno, a un cristiano coherente, a un humanista íntegro, a un chileno-francés que entregó su vida a la causa de los desposeídos de nuestra Patria, quien, a pesar de que sectores políticos de derecha se oponían en el Senado, finalmente y felizmente obtuvo la nacionalidad chilena en 2001, después de cinco años de tramitación.

Realizamos un homenaje merecido y necesario al sacerdote Pierre Dubois Desvignes, fallecido el pasado 28 de septiembre en su modesta vivienda de calle El Esfuerzo, en su querida población La Victoria. Precisamente, mañana 17 de octubre cumpliría 81 años.

La multitudinaria muestra de dolor, cariño y recuerdo a Pierre Dubois manifestada por los pobladores de La Victoria, por los habitantes de las comunas de Pedro Aguirre Cerda, encabezados por su alcaldesa Claudina Núñez, y de Lo Espejo, donde también sirvió como sacerdote, y por diversos sectores de nuestra sociedad, expresan lo que ese hombre significó para los chilenos y para las chilenas.

Como presidente del Partido Comunista de Chile, deseo expresar, en nombre de mi partido y de la Izquierda Ciudadana, nuestro más profundo aprecio, respeto y reivindicación por la obra y el pensamiento de ese gran sacerdote. 

Ocurre que Pierre Dubois logró expresar la síntesis de idearios cristianos, progresistas, solidarios, populares, universales, de justicia, de democracia, de compromiso con los trabajadores y los humildes de la tierra y de defensa de los derechos humanos. Por eso y por sus acciones en defensa de nuestro pueblo, es que Pierre Dubois consiguió sintetizar y representar diversidad de pensamientos y de voluntades. Él no sólo fue un ejemplo de valentía en la defensa de los pobladores, las mujeres, las familias chilenas ante la prepotencia y las atrocidades de la dictadura, sino que también fue un promotor de derechos, de valores, de una ética que tiene total vigencia en nuestros días y que puede y debe ser compartida por pluralidad de corrientes religiosas, filosóficas, ideológicas y políticas.

Pierre Dubois fue un hombre íntegro de la iglesia de Jesús, el Jesús carpintero. 

Nacido en Francia, llegó en 1963 a nuestro país para colaborar en el Movimiento Obrero de Acción Católica y la Juventud Obrera Católica, en las actuales comunas de Pudahuel y Quinta Normal. Se desempeñó un tiempo en la parroquia del Sagrado Corazón, en la comuna de Lo Espejo. Pero donde radicó su esfuerzo, su enseñanza, su ejemplo, su sacrificio, su alegría y su compromiso fue en la población La Victoria, ubicada en medio de la comuna de Pedro Aguirre Cerda y que fue producto de una toma de miles de pobladores sin casa que habían llegado a Santiago, muchos de ellos desde la pampa salitrera, desde las minas de carbón de Lota y Arauco o desde zonas campesinas.

Se destacó en el incentivo al trabajo con los niños y la juventud, el respaldo a los pobladores y trabajadores, la creación de condiciones para una mejor vida de las familias de La Victoria, la defensa de los derechos humanos, la protección a los perseguidos y reprimidos por la dictadura, la promoción de valores de humanidad, respeto, tolerancia, solidaridad, hermandad y coraje.

¡Cómo olvidar momentos de su vida llenos de heroísmo, templanza y dignidad! Cuando se paró con su cuerpo en forma de cruz frente a vehículos policiales que pretendían reprimir duramente a los pobladores de La Victoria; cuando encontró el cuerpo sin vida del Padre André Jarlan, que había recibido en el cuello un disparo realizado por carabineros en una jornada represiva; cuando por su lucha abnegada fue arrestado, golpeado y expulsado del país por la tiranía, mediante decretos firmados y ejecutados por quienes años más tarde se convertirían en parlamentarios y funcionarios de gobierno, los mismos que negaban su nacionalidad chilena.

En cuanto pudo, consecuente con su voluntad y compromiso, el Padre Pierre Dubois regresó a Chile, a la población La Victoria para seguir trabajando por los pobres, los marginados, los perseguidos, los humildes.

Al rendirle homenaje es justo mencionar a hombres de la iglesia como André Jarlan, Joan Alsina y Miguel Woodward -asesinados por la dictadura-, quienes se entregaron a la causa del pueblo convencidos de que representaban la causa de Jesús. 

No puedo dejar de recordar al cardenal Raúl Silva Henríquez, a Enrique Alvear y Rafael Maroto, entre otros, y a Alfonso Baeza, José Aldunate y Mariano Puga, quienes nos siguen acompañando. 

(Aplausos en la Sala y en las tribunas)

Todos ellos son hombres de bien que siempre estuvieron y están junto a su pueblo, como cientos de sacerdotes y religiosas.

Pierre Dubois fue de esa estirpe de religiosos, y siguió sus caminos. No en vano se dijo que en sus funerales, desde la parroquia Nuestra Señora de La Victoria, el cortejo siguió los mismos pasos que el de André Jarlan, sepultado en plena tiranía.

Enaltece a la Iglesia que en estos tiempos difíciles tantos hombres y mujeres que la integran se consagren a la causa de los trabajadores, los pobladores, los jóvenes y niños humildes, junto a las mujeres modestas, junto al pueblo, en la defensa de los derechos humanos, la dignidad, la libertad y la vida. 

Somos muchos los que, después de sufrir la tortura y la cárcel, podemos dar fe que en la Vicaría de la Solidaridad de la zona sur de Santiago muchos profesionales y personas, de manera anónima, atendieron a quienes necesitaban ayuda médica o social, o que más que nada necesitaban de una mano amiga y fraterna en horas tan difíciles.

Muchas veces miles de personas pudieron escuchar al Padre Pierre Dubois hablando del valor de la austeridad, la modestia, la humildad, la equidad, para que todas y todos pudieran tener una vida digna y de gozo.

En este homenaje reivindicamos no sólo el ejemplo de sus actos, sino también el pensamiento y los valores del Padre Pierre Dubois, un hombre que queda en la mente y en los corazones de los pobladores de La Victoria y de los habitantes de Pedro Aguirre Cerda y en la historia de la lucha por la justicia y los derechos humanos.

Por su ejemplo decimos: ¡Un Chile justo es posible! 

Muchas gracias.

He dicho.

-Aplausos en la Sala y en las tribunas.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Agradezco, una vez más, la presencia en las tribunas del obispo auxiliar de Santiago, monseñor Cristián Contreras; de la alcaldesa de Pedro Aguirre Cerda y demás invitados, en particular los pobladores de La Victoria.

-Manifestaciones en las tribunas. 

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- De esta forma, la Cámara de Diputados ha rendido homenaje en memoria del sacerdote Pierre Dubois Desvignes, recientemente fallecido.

Se suspende la sesión. 

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Continúa la sesión.


VII. PROYECTOS DE ACUERDO

INCORPORACIÓN EN PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS DE 2013 DE GLOSA CON RECURSOS PARA JARDINES INFANTILES VÍA TRANSFERENCIA DE FONDOS. (Preferencia).

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del primer proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 747, de la diputada señora Andrea Molina y de los diputados señores Chahín, Vallespín, De Urresti, Gutiérrez, don Romilio, y Eluchans, que en su parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, que para la discusión de la Ley de Presupuestos para el año 2013, se incorpore a la Partida del Ministerio de Educación una glosa que contenga las directrices necesarias para propender a la igualdad de condiciones entre los funcionarios VTF y los funcionarios públicos que integran la red Junji, considerando que ambos desempeñan la misma labor.

Se requiere de equidad más específicamente en las siguientes áreas:

1. Remuneraciones.

2. Capacitaciones.

3. Asignaciones, tales como las otorgadas por años de servicio.

4. Días administrativos, seis al año.

5. Días de descanso al año -durante febrero- y una semana en invierno, en forma de turno.

6. Pago de horas extras en la jornada extendida.

7. Bonos, tales como los de término de conflicto; aguinaldos y reajuste de sueldos equivalente al sector público.


Además, es fundamental que todos los convenios que realice la Junta Nacional de Jardines Infantiles (Junji), junto con los municipios, queden bajo la supervisión del Departamento de Educación del Ministerio de Educación, ya que es el organismo indicado para hacerse cargo de la primera infancia, que es la base de la educación.

Por último, es menester que la Junji se haga responsable del Modelo de Gestión de Calidad de la Educación Parvularia (PMG), ya que hasta la fecha son los jardines vía Transferencia de Fondos los que se han hecho cargo de esta gestión, sin recibir ningún tipo de incremento monetario por ello.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo tiene la palabra la diputada señora Andrea Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señor Presidente, hemos presentado este proyecto de acuerdo porque los más de 1.500 jardines infantiles vía transferencia de fondos que existen en la actualidad no son objeto de la misma equidad que los jardines infantiles que integran la red Junji.

El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar al Presidente de la República que en el proyecto de Ley de Presupuestos 2013 incorpore una glosa para que los jardines infantiles VTF tengan las mismas condiciones que los jardines Junji, puesto que en ellos laboran quienes cuidan de nuestros niños, lo que posibilita que muchas mujeres, sobre todo las de los sectores más vulnerables del país, puedan trabajar.

Por eso, es fundamental que los jardines VTF obtengan los mismos beneficios que los de la red Junji. Si bien dentro del presupuesto para la Junji se ha logrado establecer bastantes cambios, queremos que en él se dispongan recursos con fines específicos, como los siguientes que se señalan en el proyecto de acuerdo sometido a consideración de la Sala: remuneraciones; capacitaciones; asignaciones -como las otorgadas por años de servicio-; días administrativos: seis al año; días de descanso al año, el mes de febrero y una semana en invierno en forma de turno; pago de horas extras en la jornada extendida; bonos, tales como los de términos de conflicto; aguinaldos y reajuste de sueldos equivalentes al sector público.

Además, es fundamental que todos los convenios que suscriba la Junta Nacional de Jardines Infantiles con los municipios queden bajo la supervisión del Departamento de Educación del Ministerio de Educación, debido a que es el organismo indicado para hacerse cargo de la primera infancia, que es la base de la educación.

Por último, es menester que la Junji se haga responsable del Modelo de Gestión de la Calidad de la Educación Parvularia, ya que hasta la fecha son los jardines Vía Transferencia de Fondos los que se han hecho cargo de esa gestión, sin recibir ningún tipo de incremento monetario por ello.

En consecuencia, invito a la Sala a votar a favor el proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, quiero resaltar el trabajo que desde hace bastantes meses hemos llevado a cabo con las asociaciones de los jardines Vía Transferencia de Fondos, en los que laboran más de 11 mil trabajadoras en el país, entidades que lo único que están proponiendo, por lo cual están luchando, en forma justificada, es que se les otorgue un trato igualitario con el resto de los jardines infantiles que integran la red Junji. Por eso, con el diputado señor Chahín, 1a diputada señora Alejandra Sepúlveda, el diputado señor De Urresti y la diputada señora Andrea Molina hemos estado trabajando en la materia de manera permanente.

Creemos que ahora es el momento de actuar. Por eso, a través de este proyecto de acuerdo, estamos solicitando la incorporación de una glosa para los jardines infantiles VTF, porque en el proyecto de Ley de Presupuestos 2013 ese aspecto no se establece en forma explícita y clara.

Por lo tanto, nos parece fundamental que la Sala apruebe el proyecto de acuerdo, puesto que a través de él estamos buscando equidad, justicia y que se equilibre la cancha para todos quienes trabajan en los jardines infantiles como auxiliares, directoras y educadoras de párvulos. Estas personas trabajan en jardines que dependen de municipios que presentan desigualdades gigantescas. Queremos que ellos reciban las mismas remuneraciones, capacitaciones, asignaciones y otros beneficios que reciben el resto de las instituciones que trabajan en la red Junji.

Creo que es de justicia apoyar este proyecto de acuerdo, a través del cual se solicita al Presidente de la República que incluya una glosa en la partida del Ministerio de Educación en el proyecto de Ley de Presupuestos 2013, con el objeto de traspasar recursos de la Junji y destinarse, en acuerdo con los municipios, a los beneficios que aquí se señalan; de lo contrario, esto va a ser un proyecto de acuerdo más que no va a trascender.

Por tanto, invito a todos los parlamentarios a apoyar el proyecto de acuerdo. Son 11 mil las mujeres que están viviendo esta odiosa desigualdad que no tiene sentido. La idea, repito, es integrar una glosa en el proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación, a fin de que esta materia se transforme en parte de las modificaciones en beneficio de los jardines infantiles vía transferencia de fondos.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D'albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.
LIMITACIÓN DE DURACIÓN DE CRÉDITOS OTORGADOS A PENSIONADOS POR LAS CAJAS DE COMPENSACIÓN. (Votación).

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo N° 646, sobre limitación de duración de créditos otorgados a pensionados por las cajas de compensación.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 61 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monsalve Benavides Manuel; Moreira Barros Iván; Muñoz D'albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

CREACIÓN DE ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES ESTATAL.
El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El señor prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 644, de los diputados señores José Pérez, Accorsi, Schilling, Araya, Meza, Chahín. Jaramillo, y de las diputadas señoras Marta Isasi, Alejandra Sepúlveda y Adriana Muñoz, cuya parte dispositiva señala lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda oficiar y solicitar a su excelencia el Presidente de la República que estudie, analice y envíe a la brevedad un proyecto de ley que establezca la creación de un sistema previsional público y garantizado por el Estado que permita ampliar la cobertura, aumentar la competencia del sistema, resguardar los fondos de los trabajadores y evaluar la creación de un sistema mixto y universal para los trabajadores que no obtendrán pensiones dignas a través del sistema privado y cuyas jubilaciones serán de cargo del Estado.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, el sistema de AFP que hoy impera en Chile ha cumplido 30 años y ha quedado claramente demostrado que ha sido un desastre para los trabajadores que se han afiliado a él.

Por consiguiente, creemos que una manera de cambiar las reglas del juego y dar una esperanza para que los recursos de los trabajadores se inviertan mejor es crear una AFP estatal. Esa es la finalidad del proyecto de acuerdo. 

Las AFP no han hecho otra cosa que trabajar con los fondos de los trabajadores, sin traspasar suficientemente las utilidades, aun cuando han obtenido ganancias importantes. Por el contrario, cuando un trabajador deja de cotizar, le cobran hasta por la administración de los recursos que utilizan en su propio beneficio. 

Por ello, pido a los diputados que están conscientes de esta situación que voten en favor de la creación de una AFP estatal, porque es la solución para los trabajadores de Chile.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, solo para recordar lo que hoy aparece publicado en los diarios y que hace pertinente el proyecto de acuerdo en debate.

Las AFP dicen administrar 159 mil millones de dólares, lo que para ellas es un gran logro. Sin embargo, han pasado 30 años, como decía el diputado José Pérez, y hemos llegado a un resultado de injusticia en la previsión chilena.

El proyecto de acuerdo propone claramente que introducir un cambio en materia previsional y crear una AFP estatal, iniciativa que resulta pertinente apoyar.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, no voy a votar en contra, sino que voy a pedir que se retire mi firma del proyecto de acuerdo. Luego, a la hora de votar, me abstendré. Explicaré el porqué.

Crear una AFP más, privada o estatal, no va a arreglar las cosas en lo que respecta a las pensiones. De hecho, hay una nueva AFP privada que ofrece menores comisiones y compite con las otras en mejores condiciones para los supuestos beneficiarios del sistema. Pero lo cierto es que hoy tenemos un régimen de pensiones que se rige por el principio de la capitalización individual que está en la ruina. Hoy, más del 60 por ciento de las pensiones las termina pagando el fisco con los impuestos de todos los chilenos.

Por lo mismo, para que este proyecto de acuerdo tenga un respaldo que merezca mi entusiasmo, debe proponer cambiar el sistema de pensiones por uno de reparto y solidaridad combinado con la opción de la capitalización individual. De ese modo, los chilenos tendrán la posibilidad de optar, no como ocurre hoy, que son prisioneros, con la complicidad del Estado, de un grupo de empresas que controlan 140 mil millones de dólares y no han dado el fruto que se esperaba de ellas, no obstante que esos mismos chilenos pensaron que con sus ahorros podían obtener una buena pensión.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- No hay quorum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Castro González Juan Luis; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramí-



rez Roberto; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D'albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario.

-Votó por la negativa el diputado señor Squella Ovalle Arturo.

-Se abstuvo el diputado señor Schilling Rodríguez Marcelo.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 26 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 1 abstención.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- No hay quorum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Araya Guerrero Pedro; Auth Stewart Pepe; Castro González Juan Luis; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; González Torres Rodrigo; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; León Ramírez Roberto; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Vidal Lázaro Ximena.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Recondo Lavanderos Carlos; Squella Ovalle Arturo.

-Se abstuvo el diputado señor Letelier Aguilar Cristian.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Por consiguiente, queda pendiente la votación del proyecto de acuerdo para la próxima sesión ordinaria.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VIII. INCIDENTES

INFORMACIÓN SOBRE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS EN REGIÓN DE ATACAMA. Oficio.
El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido Regionalista.

Tiene la palabra la diputada señora Marta Isasi.

La señora ISASI (doña Marta).- Señor Presidente, en mi rol fiscalizador, pido que se oficie a la superintendenta de Servicios Sanitarios para que informe sobre el cobro que realiza mensualmente la empresa Aguas del Altiplano por el tratamiento de aguas servidas en la Región de Tarapacá. También es importante que indique en qué consiste ese proceso, porque hay mucha molestia en la ciudadanía.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.


ESTADO DE AVANCE DE PROYECTOS DE SALUD EN REGIÓN DE ATACAMA. Oficios.

La señora ISASI (doña Marta).- Señor Presidente, pido que se envíe un oficio al subsecretario de Salud, dado que al revisar el banco de datos de los proyectos de la región, no aparecen los proyectos de salud que el subsecretario me envió mediante un documento.

Por tanto, pido que me informe cuáles son y el estado en que se encuentran los proyectos de toda la Región de Tarapacá en el área de la salud, porque -repito- la información aparecida en el banco de proyectos no coincide con el informe que se me envió sobre los mismos.

Además, por un tema de transparencia, pido que se oficie, también, al Contralor General de la República para que explique esta grave situación.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Araya, Sabag, Latorre, Vargas y Auth.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- En el tiempo restante del Comité del Partido Regionalista ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

INFORMACIÓN SOBRE TRAMITACIÓN DE TÍTULOS DE DOMINIO DE VECINOS DE VILLA NUEVA ESPERANZA DE COCHARCAS, COMUNA DE SAN CARLOS. Oficios.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde al Comité Demócrata Cristiano.

Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo y a la ministra de Bienes Nacionales, a fin de darles a conocer la situación que está afectando a 75 vecinos de la villa Nueva Esperanza, de Cocharcas, comuna de San Carlos, provincia de Ñuble, Región del Biobío, que recibieron su vivienda en 2005, después de efectuada la subdivisión de un terreno municipal. 

Estas personas están ocupando sus viviendas, pero, hasta el momento, en una situación verdaderamente inexplicable, no han recibido sus títulos de dominio.

Quiero que el ministro de Vivienda y Urbanismo y la ministra de Bienes Nacionales informen a la Cámara en qué etapa se encuentra la tramitación de los títulos de dominio, situación que mantiene muy preocupados a los vecinos. Si bien es cierto que están ocupando las viviendas, sin su título de dominio han quedado en una situación incierta que les impide postular al subsidio de ampliación y a otros beneficios.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores José Miguel Ortiz, Juan Carlos Latorre, Víctor Torres, Giovanni Calderón; la señora Ximena Vidal, y el señor Orlando Vargas.

SITUACIÓN DE COMITÉ DE VIVIENDA VILLA NUEVA AURORA, LOCALIDAD DE SANTA CLARA, COMUNA DE BULNES. Oficio.

El señor SABAG.- El comité de vivienda Villa Nueva Aurora, de la localidad de Santa Clara, comuna de Bulnes, provincia de Ñuble, Región del Biobío, fue conocido públicamente debido a unos certificados de inhabitabilidad supuestamente falsos. Los vecinos están postulando al subsidio habitacional. Se trata de diez familias que viven en precarias condiciones, sin agua potable ni alcantarillado. Además, el proceso de postulación al subsidio habitacional se encuentra retrasado, debido al cambio del plan regulador que consideraría urbana a esa localidad. 

Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo y al seremi de Vivienda de la Región del Biobío, a fin de que, si lo tienen a bien, agilicen el trámite de cambio del plan regulador de la localidad de Santa Clara, comuna de Bulnes, para que el comité de vivienda Villa Nueva Aurora pueda continuar con su proceso de postulación, que se vio truncado por situaciones ajenas a la voluntad de sus pobladores. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores José Miguel Ortiz, Juan Carlos Latorre, Víctor Torres y Giovanni Calderón; la señora Ximena Vidal, y el señor Orlando Vargas.

EVALUACIÓN DE PLAN CUADRANTE DE COMUNA DE SAN CARLOS. Oficio.

El señor SABAG.- Por último, pido que se oficie al ministro del Interior y Seguridad Pública, con el objeto de que evalúe el Plan Cuadrante de la comuna de San Carlos, que se instauró en 2009. 

En este momento, la comunidad se encuentra muy preocupada por el aumento de la delincuencia, razón por la cual solicito que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública evalúe el mencionado instrumento.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores José Miguel Ortiz, Juan Carlos Latorre, Víctor Torres y Giovanni Calderón; la señora Ximena Vidal, y el señor Vargas. 

ILEGALIDAD DE CONTROL DE IDENTIDAD A ASISTENTES A PARTIDO ENTRE CHILE Y ARGENTINA. Oficios.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, en la prensa de hoy se informa que, con motivo del partido de fútbol que disputarán Chile y Argentina, las personas que concurran al Estadio Nacional -en palabras de la intendenta de Santiago, señora Cecilia Pérez- deben concurrir con su entrada y carné de identidad en la mano.

No obstante tener buena impresión sobre su labor, debo señalar que lo manifestado por la destacada intendenta, en este caso, es abiertamente ilegal. La exigencia de la cédula de identidad a quienes concurran al estadio a ver un partido de fútbol se enmarca dentro de lo que la Ley Procesal Penal denomina “control de identidad”. 

El artículo 85 del Código Procesal Penal señala: “Los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 deberán, además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.”. 

Más adelante, el mismo artículo dispone: “En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, o si habiendo recibido las facilidades del caso no le fuere posible hacerlo, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana para fines de identificación.”.

En consecuencia, en primer lugar, solo pueden exigir identificación Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones. ¿Existirá dotación suficiente en las afueras del estadio para exigir debidamente la identificación? 

En segundo lugar, la solicitud de identificación debe tener fines claros, según lo señala el referido artículo 85. Incluso más, antes de la existencia del Código Procesal Penal, había un decreto del Ministerio del Interior que regulaba esto, el cual fue fuertemente criticado porque utilizaba a la policía para exigir identificación “cuando lo estimare conveniente”. El control de identidad, como toda medida policial, restringe derechos de las personas, por lo que debe ser aplicado de modo restrictivo. ¿Qué fin se busca amparar con este control de identidad en las afueras del estadio? El procedimiento es completamente ilegal, por cuanto no se ajusta a los requisitos exigidos por la ley. 

En tercer lugar, se afectan derechos fundamentales. El control de identidad representa una afectación constitucionalmente relevante del derecho a la libertad personal y a la vida privada. En casos extremos, se faculta el registro de las vestimentas, equipaje y vehículo del sujeto sometido a control de identidad. El resguardo de la seguridad pública debe tener límites; no es posible que para evitar la comisión de delitos se exija a todos los asistentes al estadio renunciar a una parte de su libertad, toda vez que concurren a un acto inofensivo como es un partido de fútbol.

En cuarto lugar, se criminaliza esta actividad deportiva y a quienes participan en ella. El Estado debe hacerse cargo, a través de sus policías, de esta función preventiva; no corresponde que las personas deban asumir estos costos. El derecho penal es excepcional. ¿Hasta dónde se pueden ampliar las facultades policiales para prevenir la ocurrencia de delitos?

Por último, lo que señala la intendenta constituye un acto de discriminación arbitrario. ¿Por qué discriminar a quienes participan en esta actividad deportiva respecto de quienes concurren a partidos de tenis, conciertos, cine, etcétera? Reitero: lo manifestado por la intendenta constituye un acto de discriminación arbitraria. El Estado debe velar para garantizar que toda persona, sin que sea objeto de discriminación arbitraria, ejerza sus derechos y libertades, puesto que son reconocidos por la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile. Carece de toda justificación razonable que la intendenta, señora Cecilia Pérez, distinga a los asistentes a un partido de fútbol de los que concurren a otras actividades deportivas y de entretención. 

Solicito que el texto de mi intervención sea enviado al ministro del Interior y Seguridad Pública, por cuanto me parece que esa cartera de Estado no puede seguir criminalizando, a través de las autoridades respectivas, a quienes acceden o asisten a eventos deportivos, en particular al Estadio Nacional. La incapacidad que pueda existir para controlar grupos que en estos eventos se aprovechan de la masa y de la multitud para cometer delitos, no justifica que se exija a las personas identificarse en forma previa al ingreso al Estadio Nacional o a cualquier evento deportivo. Resultaría realmente increíble que el día de mañana para asistir al Teatro Municipal, a un cine o a cualquier evento masivo, las personas tuvieran que identificarse previamente, porque ello evitaría la eventual comisión de una falta o de un delito en su interior.

Asimismo, pido que mi intervención sea remitida a la intendenta de Santiago, que es quien ha entregado esta información pública.

He dicho. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa, de lo cual se está tomando debida nota.

INVESTIGACIÓN DE DENUNCIAS EN RELACIÓN CON ACTIVIDADES DE CAMPAÑA EN CASABLANCA. Oficio.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por treinta segundos, el diputado señor Víctor Torres.

El señor TORRES.- Señor Presidente, el motivo de mi intervención es a propósito de algunas denuncias que me han hecho llegar sobre situaciones relacionadas con la campaña electoral en la comuna de Casablanca.

La primera tiene que ver con el no retiro, a pesar a estar en período de campaña, de la publicidad relacionada con obras fiscales, en las que aparece mencionado el actual alcalde, quien se presenta a la reelección. La segunda es la participación del referido alcalde en la entrega de contenedores de basura, financiados por el gobierno regional y por el Estado.

Por lo anterior, solicito que se oficie al contralor general de la República, a fin de que investigue esta situación y se pronuncie respecto de la validez de dichos actos, y, en caso de no proceder en tiempos de campaña electoral, que se adopten las medidas correspondientes.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE PROCESO DE REPARACIÓN DE VIVIENDAS DE VILLA VENEZUELA, COMUNA DE SAN JOAQUÍN. Oficio.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- En el turno del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra, por cuatro minutos, la diputada señora Ximena Vidal.

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, en el distrito 25 también observamos la falta de diligencia y de capacidad para resolver los problemas derivados del terremoto y de la reconstrucción.

En la villa Venezuela, de la comuna de San Joaquín, hoy aún existen los conocidos edificios emblemáticos, afectados por dicho terremoto, y que hasta el momento no han tenido solución.

El programa de reconstrucción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo ha sido puesto en marcha, pero no ha satisfecho suficientemente las necesidades más apremiantes de los pobladores de la comuna que represento.

Los trabajos, que tenían como fecha de inicio marzo de 2012, pero que en junio aún no comenzaban, contemplan el retiro de tuberías de asbesto, para lo cual debe existir un tratamiento especial y una autorización expresa de cada propietario de los departamentos de dichos edificios. Dicha autorización es exigida por el Ministerio de Salud y por el municipio; sin embargo, no se informó acerca de 1a obligación de dicha autorización a todos los vecinos, por lo cual muchos de ellos no sabían de su existencia.

Esta falta de información, descoordinación y desprolijidad generó conflictos con los vecinos y dirigentes sociales de la villa Venezuela, sindicándose a algunas familias que no habían firmado esta autorización como los que se oponían a 1a reconstrucción. Además, estos vecinos denuncian que existen irregularidades a la vista, pues comenzaron las obras de reparación sin la autorización del Ministerio de Salud y del municipio. Agregan que también se omitió la charla que estaba prevista a favor de los vecinos en relación al tratamiento del asbesto, a la cual se había comprometido previamente la constructora. 

También ha resultado grave saber de estos vecinos que existirían presiones del Ministerio de Salud, del municipio, de la constructora encargada de los arreglos y, por último, de la EGIS, por no firmar esta autorización de tratamiento de asbesto.

Durante todo este tiempo, los vecinos señalan haber sufrido violencia verbal de los demás habitantes y dirigentes del sector.

Por último, los vecinos de la villa Venezuela nos señalan que el Serviu no asume ninguna responsabilidad respecto de las viviendas de las familias que han debido salir del lugar para que se efectúen los arreglos.

Toda esta situación amerita solicitar los antecedentes necesarios para averiguar si verdaderamente estamos ante irregularidades denunciables.

Creemos que por el bien de los vecinos y de las víctimas materiales del terremoto de febrero de 2010, deben iniciarse las obras; pero lo importante, ahora, es que se cumpla con las normas y con los permisos establecidos.

Por eso, solicito que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de que nos informe acerca del proceso de reparación de viviendas de la villa Venezuela, de la comuna de San Joaquín, como parte de la segunda etapa del programa de reconstrucción a raíz de los daños ocasionados por el terremoto de febrero de 2010, y de las posibles irregularidades, anomalías o conflictos que haya detectado en los planes que se han puesto en marcha durante los últimos meses con ese mismo fin.

Por último, pido que nos informe de todo hecho o incidencia que pueda haber afectado la convivencia y el bienestar de los vecinos de dicho sector de la comuna de San Joaquín.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados Ortiz y Vargas.

EXENCIÓN DE PAGO DE IVA EN FAVOR DE HABITANTES DE REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA. Oficios.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Orlando Vargas.

El señor VARGAS.- Señor Presidente, los ariqueños y parinacotenses hemos recibido con tristeza la noticia de que nuestra región es la penúltima en cuanto a ingreso per cápita del país. Sólo supera a la Región de La Araucanía, según un estudio publicado por el diario El Mercurio el domingo recién pasado, en el cual se advierten las alarmantes cifras en relación con la brecha económica existente en nuestro país.

Esto también demuestra la ineficacia de los gobiernos y del Estado en cuanto a fortalecer las economías de las regiones extremas y de las ciudades que resguardan la soberanía chilena.

El Estado de Chile está en deuda con Arica. En 1976 se le quitaron los derechos y las franquicias a la recordada Junta de Adelanto de Arica, institución señera y constructora de todo el adelanto que nuestra ciudad mostró desde la década del 50 en adelante.

Ha sido tal la ceguera del Estado con respecto a la situación geopolítica y militar que vive nuestra región, que lo ha hecho todo al revés: olvidó y le quitó sus incentivos tributarios, que lograron mantenerla durante muchos años como una de las mejores ciudades de Chile.

Hoy, miramos con sana envidia cómo nuestros vecinos crecen en forma constante. Así, por ejemplo, Iquique tiene un ingreso 



per cápita de casi 20.000 dólares. Tacna, otra ciudad vecina, pero de Perú, también ha crecido enormemente y cuenta con una población cercana a los 500.000 habitantes.

Lo que planteo es un ejemplo claro de la desigualdad y la inexistente regionalización en nuestro país, lo que se grafica con el ingreso per cápita de tres ciudades que paso a mencionar: Antofagasta, 37.047 dólares; Iquique, 20.427 dólares, y Arica, con la mísera cifra de 5.884 dólares.

Por lo tanto, nos damos cuenta del abandono en que se encuentra la ciudad guardiana de la puerta norte de Chile, país al que la OCDE tiene como uno de sus integrantes. Esta tremenda desigualdad que existe en Chile se da no solo en Arica, sino también en la Región de La Araucanía.

Es alarmante la tremenda brecha existente en la actualidad. Hoy, en Chile no existe la regionalización. Vemos con tristeza que a Arica se la compara con ciudades tan pobres como algunas de Tailandia y de Ecuador, donde el ingreso per cápita es mucho menor.

A raíz de lo expuesto, solicito oficiar al Presidente de la República y al ministro de Hacienda, fin de que estudien la exención del pago del IVA en Arica. Nuestro ingreso per cápita y el ingreso bruto de nuestras ganancias es mínimo, por lo cual una medida como la indicada no afectaría al país. Así, tendríamos una herramienta de desarrollo para la Región de Arica y Parinacota, que tanto la necesita.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados, con la adhesión del diputado señor Ortiz.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.19 horas. 

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.


IX. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DE ANTECEDENTES.

-Se abrió la sesión a las 13.58 horas.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INFORMACIÓN SOBRE DIFICULTADES DE PASAJEROS PARA EMBARCARSE EN AEROPUERTO ARTURO MERINO BENÍTEZ. Oficios.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, quiero que se oficie a los ministros de Transportes y Telecomunicaciones, y de Economía y al director nacional del Sernac para que informen a la Cámara sobre lo ocurrido el pasado fin de semana largo en el aeropuerto Arturo Merino Benítez, ocasión en que pasajeros, en particular de la compañía LAN, enfrentaron dificultades como largas filas de espera y problemas para obtener sus tarjetas de embarque y despegar hacia los destinos previstos.

Se trata del segundo episodio de esta naturaleza en poco tiempo, aunque tal vez no fue tan crítico como el que se vivió para Fiestas Patrias. Al parecer, problemas de sistema que habrían afectado a LAN -en su momento, se informó sobre el particular en una Comisión de la Cámara- explicarían las dificultades vividas el fin de semana del 18 de septiembre y las que se produjeron el fin de semana pasado.

Al respecto, queremos conocer -en estos momentos, la Comisión de Economía está discutiendo un proyecto sobre el tema- los antecedentes que nos puedan proporcionar los mencionados servicios públicos.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría a los ministros de Transportes y de Economía, director del Servicio Nacional del Consumidor, al director general de Aeronáutica Civil y al secretario general de la Junta de Aeronáutica Civil.

FALTA DE ATENCIÓN PEDIÁTRICA DURANTE FINES DE SEMANA EN HOSPITAL DE LA SERENA. Oficio. 

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Salud para informarle de una situación denunciada a través de mi página de Facebook, en relación con un menor de cuatro meses que ingresó el viernes pasado al Hospital de La Serena por problemas respiratorios. Ese fue el último día en que lo atendió el pediatra. En efecto, según la información que he recibido, no pudo ser atendido durante el fin de semana por algún pediatra, porque el recinto no contaba con atención de esa especialidad. En el hospital señalaron a sus padres que debían a conocer el resultado de los exámenes correspondientes, lo que ocurriría recién hoy, martes, para comenzar el tratamiento de salud.

Hago presente que cuando se solicitó la concurrencia de un pediatra, porque varios infantes presentaban fiebre y problemas de salud, en el hospital respondieron que era imposible, de no mediar la buena voluntad de algún especialista, porque no se disponía de ese personal médico durante el fin de semana.

Como el caso nos parece extraño, queremos saber si se trata de un hecho puntual o si responde a un problema estructural del Hospital de La Serena durante los fines de semana o los fines de semana largos. 

Como se comprenderá, durante los fines de semana largos en el Hospital de La Serena se proporciona atención de salud no solo a la población de esa ciudad, sino también a la del resto de las comunas de la región y a turistas. 

Entonces, lo primero que nos interesa saber -como al ciudadano que nos escribió- es si se trata de una situación puntual que afectó a un menor que, repito, ingresó al hospital el viernes, pero que hasta hoy, martes, no podría recibir tratamiento pediátrico, debido a lo cual sus padres debieron buscar alternativas de solución, o si se trata de un problema permanente

Por último, pido que se envíe copia de mi oficio al director del Servicio de Salud de Coquimbo.

He dicho.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

PREOCUPACIÓN POR VIOLENCIA EN CAMPAÑA ELECTORAL EN COPIAPÓ. Oficios.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, considero imperativo resguardar la sana convivencia democrática entre los ciudadanos a propósito de las elecciones del próximo 28 de octubre.

Los hechos a los que me voy a referir han sido denunciados por mí y por la concejala señora Anelice Véliz ante el contralor regional. Sobre el punto, puedo acompañar la documentación del caso. 

¿De qué se trata? De que en Copiapó se ha desatado una peligrosa espiral de violencia que afecta la tranquilidad y la convivencia democrática que debe imperar en la ciudadanía en vistas de la próxima elección. 

La escalada de violencia, la omisión de una solución por las autoridades, en particular por el gobernador de la provincia de Copiapó, y el uso abusivo de la representación del candidato de la Derecha, el actual alcalde Maglio Cicardini, afectan el normal desenvolvimiento de los vecinos y las vecinas, que se han visto violentados por brigadas que se enfrentan a balazos y golpes. En ese sentido, ante el Ministerio Público se presentó la denuncia de un candidato cuyo vehículo recibió disparos con armas de fuego. 

Me preocupa esta peligrosa espiral, que puede significar que se recurra no solo a provocaciones, sino también a sicarios que puedan poner en peligro la vida de candidatos y, en general, de habitantes de Copiapó.

El gobernador ha eludido su responsabilidad frente a los hechos. Al respecto, cabe agregar que el candidato de la Derecha, el actual alcalde Maglio Cicardini, ha utilizado recursos municipales -por ejemplo, durante una actividad cultural, en la cual lo acompañó el ministro señor Laurence Golborne, sin que se precisara qué papel desempeñaban uno y otro- para hacer su campaña y ha abusado de los medios de comunicación. El más afectado, por cierto, es don Marcos López, representante de la Oposición en la batalla alcaldicia. 

Por lo tanto, pido que se oficie al ministro del Interior y Seguridad Pública, al gobernador de la provincia de Copiapó y al alcalde de Copiapó -de la Derecha, quien aspira a la reelección-, y que se remita copia al intendente, al contralor general de la República, a los consejeros regionales, a los concejales, a los representantes de la Unión Comunal de Junta de Vecinos y de la CUT provincial de Copiapó.

He dicho.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención.


RAZONES DEL ALEJAMIENTO DE SACERDOTE DE COMUNA DE DIEGO DE ALMAGRO. Oficios.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en el homenaje al sacerdote Pierre Dubois se destacó su postura respecto de los trabajadores y la forma como desarrolló una importante labor por su cercanía a ellos. En la actualidad, sucede lo mismo con otros párrocos a lo largo de Chile. 

Me ha llegado una información -voy a pedir los antecedentes respectivos al obispado de Copiapó- respecto de lo sucedido con el cura párroco Daniel Pauvif Rojas, quien desarrollaba su labor pastoral en la comuna de Diego de Almagro. 

El sacerdote Daniel Pauvif es muy apreciado y querido por la comunidad de Diego de Almagro, por su vocación de servicio, espíritu solidario y asistencia espiritual. Se ha destacado, además, por su cercanía a la comunidad y por su gran labor social. En ese sentido, ha prestado apoyo en diferentes ámbitos a trabajadores de dicha comuna.

A nivel local, se ha informado que dicho párroco ha sido removido de sus funciones, pero no se han dado a conocer con claridad las razones de su alejamiento. 

Para la comunidad de Diego de Almagro, en especial para los fieles, es muy importante tener claridad respecto de las razones que tuvo el obispado para remover a ese sacerdote. Como digo, lo relevante es que se transparenten las decisiones de la Iglesia, en particular cuando se trata de curas párrocos muy incorporados al quehacer local, en este caso, de una comuna de la Región de Atacama.

En virtud de lo expuesto, pido que se remita copia de mi intervención al alcalde y concejales de Diego de Almagro, como también a la comunidad católica de esa comuna.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención. 

EVENTUAL PAGO DE INDEMNIZACIÓN POR AÑOS DE SERVICIO EN FAVOR DE LANCHEROS DE PUERTO DE EMBARQUE BARQUITOS, DE CHAÑARAL. Oficios. 

El señor ROBLES.- En otro orden de cosas, quiero referirme a una carta que me enviaran trabajadores lancheros del puerto de embarque Barquitos, pertenecientes al Sindicato Profesional de Lancheros de Chañaral. 

En dicha comunicación, plantean que tendrían una clara dependencia de Codelco Chile, razón por la cual desde hace muchos años vienen sosteniendo la necesidad de ser indemnizados. 

Dejaré a disposición de la Secretaría copia de dicho documento para que el Ministerio de Minería y Codelco Chile me informen respecto de este tema. 

La carta en comento dice lo siguiente: “Los trabajadores portuarios lancheros, puerto de embarque Barquitos, Chañaral, pertenecientes al Sindicato Profesional de Lancheros de Chañaral, al tenor de la última acta de avenimiento convenida el 28 de abril de 1971, ante la Inspección del Trabajo de la ciudad de Chañaral, celebrada entre la Compañía de Cobre Salvador S.A., hoy Codelco Chile, División El Salvador, y el sindicato profesional aludido, queda en claro que estos trabajadores al haber continuado prestando sus servicios a la empresa del cobre referida durante las décadas del 70, 80 y los primeros cuatro años de la década del 90, deja de manifiesto que al haber continuado desempeñando sus servicios por 23 años aproximadamente, posteriores a la fecha de celebración del acta de avenimiento ya señalada, demuestra claramente que existió un vínculo contractual laboral entre las partes, vale decir, Compañía de Cobre Salvador S.A., hoy Codelco Chile, División El Salvador, y el Sindicato Profesional de Lancheros de Chañaral. 

Por lo precedentemente expuesto, estos trabajadores portuarios lancheros, puerto de embarque Barquitos, Chañaral, cumplen con las exigencias legales que dan origen a los beneficios de indemnización por años de servicios.” 

Señor Presidente, es muy importante que Codelco se haga cargo del tema y conteste los requerimientos que están haciendo esos trabajadores, a quienes incluso el alcalde de Chañaral les ha manifestado su apoyo. 

Por último, solicito que se envíe copia de esta solicitud al Sindicato Profesional de Lancheros de puerto de embarque Barquitos, al alcalde y Concejo de la comuna de Chañaral. 

He dicho. 

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención. 

REITERACIÓN DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE ACCESO A LAGUNA BLANCA, COMUNA DE CURACAUTÍN. Oficio.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el honorable diputado señor Fuad Chahín. 

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, quiero solicitar que se reenvíe el oficio 
Nº 2956, que solicité en la Comisión Especial de Solicitudes de Información y Antecedentes en la sesión 123, de 20 de diciembre de 2011, dirigido a la ministra de Bienes Nacionales, el cual se relacionaba con el acceso a Laguna Blanca, en la comuna de Curacautín. 

Dicho oficio aún no tiene respuesta, pese a que se reiteró.

Por lo tanto, también quiero pedir que se apliquen las sanciones correspondientes a las autoridades que no han dado respuesta a este oficio en los plazos establecidos. 

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría. 

FISCALIZACIÓN A CONSTRUCCIÓN DE CAMINO EN FAVOR DE COMUNIDAD ANCAO ANCATÉN, COMUNA DE VICTORIA. Oficio. 

El señor CHAHÍN.- En otro orden de cosas, solicito que se oficie al director regional de Vialidad de la Región de La Araucanía, a objeto de que fiscalice la construcción de un camino financiado mediante el Programa Desarrollo Integral (PDI), para las comunidades indígenas. Me refiero al camino que se construyó en la comunidad Ancao Ancatén, de la comuna de Victoria, el cual quedó mal hecho. El puente Pirulmamilco quedó mal hecho, por lo cual se requiere su mejoramiento. Además, se necesita mejorar el puente Maichenco- hay una alcantarilla en el sector- y el acceso a LLallacura. 

Esa obra se realizó con recursos de Vialidad, pero no existió la debida fiscalización, lo que ha significado que lo que pretendía ser una solución de acceso a la comunidad Ancao Ancatén, hoy ha significado un problema. 

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría. 
CRITERIOS DE DISTRIBUCIÓN DE RECURSOS PARA ALIMENTACIÓN EN FAVOR DE PEQUEÑOS CAMPESINOS DE REGIÓN DE LA ARAUCANÍA. Oficios. 

El señor CHAHÍN.- También pido que se oficie al director nacional de Indap y al gobierno regional de La Araucanía para que informen sobre los criterios de distribución de recursos para alimentación, vía trasferencia de recursos del gobierno regional al Indap, y del Ministerio de Desarrollo Social. No conocemos bien los criterios de asignación, el calendario de entrega y los beneficiarios. Sabemos que Indap ha entregado harina, que en algunos casos ha quedado guardada en galpones o no se ha distribuido a tiempo. 

Hay desorden, desinformación total y denuncias respecto del uso político de recursos del gobierno regional y del Ministerio de Desarrollo Social, que está distribuyendo el Indap. Por eso, queremos saber qué ha ocurrido. 

Como se recordará, esta iniciativa nace para paliar de alguna manera los efectos de la sequía en los pequeños campesinos, pero, insisto, existe una desinformación total. 

Por lo tanto, pido información detallada sobre el calendario de entrega, los beneficiarios y los criterios de distribución, a objeto de realizar una debida fiscalización. 

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

INFORMACIÓN SOBRE SITUACIÓN DE COMITÉ DE AGUA POTABLE DE COMUNA DE VICTORIA. Oficios. 

El señor CHAHÍN.- Además, solicito que se oficie al director regional de Obras Hidráulicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, y al intendente de la Región de La Araucanía, para saber qué ocurre con el comité de agua potable Amasa, de la comuna de Victoria. Aproximadamente 130 familias forman parte de este comité. Por eso, quiero saber si se está postulando vía financiamiento sectorial de la Dirección de Obras Hidráulicas o a través del gobierno regional, y en qué etapa está; si existen observaciones técnicas, cuáles son; la fecha en que se formularon las últimas observaciones, en qué etapa está la elaboración del proyecto y qué ha sucedido con las observaciones, a objeto de responder a la comunidad. 

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

RESPUESTA A VECINO DE CURACAUTÍN EN MATERIA DE CORRIMIENTO DE ALCANTARILLADO. Oficios. 

El señor CHAHÍN.- Finalmente, quiero referirme a un problema que afecta al señor Servando Díaz Escalona, de la comuna de Curacautín, quien vive en una parcela ubicada en el kilómetro 14 de la Ruta S-11-R, desde Curacautín a Lautaro. En ese lugar hay una alcantarilla de Vialidad que se ocupa para acceder a un camino vecinal y que permite al resto de los vecinos ingresar al camino entre Lautaro y Curacautín, y a sus parcelas. El problema es que dicha alcantarilla se construyó en el predio del señor Díaz, quien necesita que la corran algunos metros hacia Lautaro para contar con una adecuada conectividad con el camino vecinal, y que él pueda utilizar parte de su predio, que, sin expropiación e ilegítimamente, está ocupando Vialidad. 

El señor Díaz ha recurrido en múltiples oportunidades para solicitar una solución y le han dicho que esto se resolverá pronto. Se trata nada más que de correr la alcantarilla. Como hasta el día de hoy no tiene una solución, concurrió a mi oficina parlamentaria de Curacautín para plantear este tema.

Por lo expuesto, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas, con copia al director regional de Vialidad, para que den respuesta a la brevedad al problema del señor Díaz, cuya dirección dejaré en poder de la Secretaría. 

He dicho. 

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

FISCALIZACIÓN DE TRANSPORTE DE CARGA EN ASIENTOS DESTINADOS A PASAJEROS EN VUELO DE LAN DE SANTIAGO A PUNTA ARENAS. INFORMACIÓN SOBRE CAMBIOS EN ITINERARIOS DE VUELOS. Oficios. 

El señor MEZA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el honorable diputado y Vicepresidente de esta Corporación, señor Miodrag Marinovic. 

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, en relación con la materia que paso a exponer, pido que se oficie al director general de Aeronáutica Civil y al secretario ejecutivo de la Junta de Aeronáutica Civil, con copia al ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y al seremi de Transportes de la Región de Magallanes. Además, pido que se oficie al director nacional del Sernac, de manera que se pronuncie sobre la materia que vamos a tratar, y que se remita copia de esta intervención al señor Felipe Irarrázabal, fiscal nacional económico, para que el texto de esta intervención se agregue a la causa rol Nº 2118-12, relacionada con conductas monopólicas y abusos a la libre competencia, que presentamos el diputado que habla junto con el diputado Díaz, de forma tal que se incorpore como un antecedente más de dicho procedimiento, que está en trámite. 

Señor Presidente, el pasado 12 de octubre, en el vuelo LAN 097, Santiago-Punta Arenas, que inició su despegue a las 00.35 horas y llegó a Punta Arenas aproximadamente a las 5 de la mañana, se produjo un hecho insólito, que, según se nos ha señalado, no ha sido el único, porque al parecer ha ocurrido en otras oportunidades. 

Han pasado más de siete días desde que todas las personas que requerían viajar entre Santiago y Punta Arenas, no por placer o diversión, sino por necesidad, se encontraron con que los vuelos estaban copados y, por consiguiente, no existía posibilidad alguna de adquirir pasajes, incluidos, principalmente, los económicos. Pues bien, en el referido vuelo se detectó que en las últimas tres filas de asientos se dispuso el traslado de carga en lugar de pasajeros, dejando inhabilitados 18 asientos para pasajeros que usan esa ruta. Durante los días anteriores, algunos pocos pasajes estuvieron disponibles, con tarifas de, aproximadamente, 400 mil pesos, ida y vuelta, entre Santiago y Punta Arenas. 

Por tanto, requerimos de la Dirección General de Aeronáutica Civil, del Ministerio de Transportes y del Sernac, un pronunciamiento respecto de lo ocurrido en dicha línea aérea, porque, normalmente, la carga, va abajo, y arriba, en la cabina, los pasajeros. Por eso, nos parece absolutamente inaudito que se haya impedido el servicio para pasajeros y dispuesto el transporte de carga en ese lugar.

En primer lugar, pido que el director general de Aeronáutica Civil nos informe acerca de las autorizaciones para dicho traslado de carga en la cabina de pasajeros, toda vez que el artículo 195 del Código Aeronáutico establece que “El que transportare e hiciere transportar objetos peligrosos para la seguridad de la aeronave, sin cumplir con las disposiciones legales o reglamentarias, será castigado con presidio o reclusión menores…”. 

También hay varias otras consideraciones relacionadas con el exceso de peso o la mala distribución de la carga. Al pasajero lo obligan a abrocharse el cinturón de seguridad cuando va a despegar el avión. Al respecto, me pregunto cuáles eran las amarras que tenía esa carga peligrosa ubicada arriba de los asientos. ¿Cuál fue la fiscalización, los sellos o, en definitiva, el informe que entregó la Dirección General de Aeronáutica Civil? ¿Cuáles son los fundamentos legales que amparan a LAN para hacer este tipo de cosas, con lo cual restringe aún más el acceso a pasajeros que, reitero, no viajan por placer, sino porque es la única forma para conectarnos con el resto del país, toda vez que tenemos una condición insular?

También quiero pedirle al director general de Aeronáutica Civil que nos informe respecto de los cambios en los itinerarios de vuelos en el último mes, en particular a partir de septiembre. En efecto, hay períodos del día, en especial entre aproximadamente las 9 de la mañana y las 11 o 12 de la noche, en que no hay vuelos. Entonces, solicito un pronunciamiento respecto de esta materia. Asimismo, solicito un pronunciamiento del director nacional del Servicio Nacional del Consumidor (Sernac), en cuanto a si esto está bien. 

Por último, reitero mi petición de que el texto de esta intervención sea adjuntado a la causa que lleva la Fiscalía Nacional Económica, que presentamos justamente a raíz de las condiciones abusivas en que opera LAN.

He dicho.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia íntegra de su intervención.

NECESIDADES VIALES DE LA REGIÓN DE LA ARAUCANÍA. Oficios.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, en primer lugar, solicito que se oficie al director de Vialidad de la Región de La Araucanía para pedirle la reparación del puente Polul, ubicado en la quinta faja, comuna de Gorbea. Es un camino de tierra ampliamente transitado, que une la citada comuna con Villarrica, con la zona lacustre, pero está en pésimo estado, por lo cual es un peligro público; en cualquier momento puede ocurrir una desgracia, que queremos evitar. Por eso, ponemos los antecedentes a disposición del director de Vialidad de La Araucanía.

Asimismo, que se oficie al director de Vialidad de esa región para que explique cómo es posible que un camino asfaltado recientemente, hace poco menos de un año, el cual conecta Loncoche con Paya, se encuentre deteriorado a tal punto que esté lleno de baches por todas partes. Es necesario que inspectores de Vialidad se hagan presente allí y entreguen una explicación sobre lo ocurrido. Estamos hablando de una tremenda inversión en dinero, después de tanto sufrimiento de los vecinos y vecinas, parlamentarios, alcaldes y concejales que solicitaron la reparación de ese camino, el cual, repito, en tan corto tiempo se encuentra muy deteriorado.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

REQUERIMIENTO DE OFTALMÓLOGOS Y RECLAMACIÓN POR LISTAS DE ESPERA EN HOSPITALES DEL DISTRITO N° 52. Oficio.

El señor MEZA.- En otro orden de cosas, solicito que se envíe un oficio al ministro de Salud, a fin de denunciar la falta de personal médico en los hospitales de las comunas de Gorbea, Loncoche, Villarrica y Pucón, y, en particular, reclamar, en nombre de la ciudadanía del distrito N° 52, que represento, sobre las listas de espera.

Señor Presidente, en verdad, este tema es nacional, ya que existe déficit en la atención de salud en todo el país. Los médicos y los funcionarios de la salud no están bien remunerados. A fin de cuentas, la gente es la que paga por estas deficiencias, especialmente en oftalmología. Hay que recorrer lugares humildes y sencillos de las comunas mencionadas; localidades como Huiscapi y Lastarria, donde he podido comprobar que decenas y decenas de personas no ven, están sufriendo una ceguera que podría solucionarse si tuvieran la atención de oftalmólogos, que, en estos casos, solo tienen que recetar los lentes adecuados.

Por lo tanto, deseo saber qué hará el Ministerio de Salud para solucionar a la brevedad el drama de miles de chilenas y chilenos que sufren de ceguera por no tener la atención de un oftalmólogo y su correspondiente receta para obtener lentes ópticos.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE LICITACIONES EN MATERIA DE SALUD EFECTUADAS EN LA REGIÓN METROPOLITANA EN 2011 y 2012. Oficios.

El señor MEZA.- Señor Presidente, además, pido que se oficie al contralor general de la República, al ministro de Salud y al subsecretario de Redes Asistenciales para que informen sobre todas las licitaciones que se han llevado a efecto en la Región Metropolitana durante 2011 y lo que va de 2012, particularmente de aquellas para satisfacer las necesidades del concesionado hospital de Maipú y su correspondiente servicio de Salud. Deseo conocer cuándo y para qué se hicieron los llamados a licitación; la individualización de los oferentes, señalando los servicios y equipamientos solicitados; quiénes se las adjudicaron y con qué criterios se asignaron.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INVESTIGACIÓN SOBRE USO DE VEHÍCULOS FISCALES EN COMUNA DE GORBEA CON OCASIÓN DE PRÓXIMA ELECCIÓN MUNICIPAL. Oficio. 

El señor MEZA.- Finalmente, pido que se oficie al contralor regional de La Araucanía para que investigue e informe acerca del eventual uso de recursos municipales, en especial de vehículos que se estarían usando en la campaña municipal en la comuna de Gorbea. Esto, desde luego, obedece a denuncias hechas por vecinas y vecinos. Al respecto, es necesario satisfacer las tremendas dudas que en la actualidad aquejan a este diputado sobre el uso de recursos de todos los chilenos en beneficio de determinada candidatura.

He dicho.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

MEDIDAS PARA QUE MUJERES BENEFICIARIAS DE PENSIÓN SOLIDARIA NO PIERDAN EL DERECHO A CUOTA MORTUORIA AL OPTAR AL BONO POR HIJO NACIDO VIVO. Oficios.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, solicito que se oficie al director nacional del Instituto de Previsión Social, a la superintendente de Seguridad Social, a la ministra del Trabajo y al ministro de Desarrollo Social, en relación con lo siguiente:

Numerosas personas han denunciado una situación que afecta a mujeres beneficiarias de la pensión solidaria, quienes, al optar al bono por hijo nacido vivo, pierden el derecho a la cuota mortuoria. Este hecho se debe corregir, puesto que afecta a familias y también a la dignidad de personas que al momento de fallecer no tienen acceso a un beneficio esencial. 

Recientemente, la señora Norma Fontanilla dirigente de la junta de vecinos Acharán Arce, del sector Las Ánimas, de Valdivia, denunció esta discriminación que afecta a las personas más vulnerables, lo que representa una injusta inequidad. Las personas con menos recursos son las que necesitan más apoyo; pero, con este tipo de normas, como país, como nación, estamos afectando a quienes más requieren de esta ayuda. 

En el caso denunciado, la junta de vecinos debió organizarse para hacer una colecta, a fin de financiar la urna de una de sus vecinas, la señora Raquel Leal. Esto es inadmisible.

También está el caso de la señora Rosa Ester Villa, recientemente fallecida, que tampoco tuvo acceso a este beneficio.

Por lo anterior, solicito que se informe sobre las acciones que están desarrollando el Instituto de Previsión Social y la Superintendencia de Seguridad Social, y las iniciativas que el Ministerio del Trabajo y el Ministerio de Desarrollo Social están adoptando al respecto.

Asimismo, pido que se informe sobre las medidas que se adoptarán para que las mujeres beneficiarias del bono por hijo nacido vivo, de la pensión básica solidaria, no pierdan el derecho a cuota mortuoria, de manera que puedan acceder a este beneficio al momento de su muerte.

Además, que se informe cuántas personas han fallecido en la Región de Los Ríos sin acceder a la cuota mortuoria y qué otros pensionados no tienen acceso a ella.

Por último, pido enviar copia de mi intervención a doña Norma Fontanilla, presidenta de la junta de vecinos Acharán Arce; a don José Bascur, a doña Bernardita Pavié, presidenta de la Unión Comunal de Adultos Mayores de Valdivia; a don Jorge Villanueva, a don Juan Cárdenas Meza, a doña Isolde Muñoz y doña Águeda Delgado, cuyas direcciones voy a dejar a disposición de esta Comisión.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.


INFORMACIÓN SOBRE ACCIONES PARA CONCRETAR PROYECTO EN FAVOR DE FUERTE NIEBLA, DE VALDIVIA. Oficios. 

El señor DE URRESTI.- En otro orden de cosas, pido oficiar al ministro de Obras Públicas, al intendente de la Región de Los Ríos, al ministro de Cultura y al ministro de Economía por el siguiente caso.

El Fuerte Niebla, ubicado en la comuna de Valdivia, Región de Los Ríos, se encuentra en alto riesgo, debido a un socavón que requiere intervención con urgencia.

Este deterioro ha ido en aumento tras el terremoto de febrero de 2010. Han comenzado los desmoronamientos, lo cual preocupa. Por eso, se requiere una intervención concreta y urgente. 

Sin embargo, según la información que he obtenido, estos procesos se encuentran atrasados a causa de la ley Lafkenche.

En 2010, la seremi de Obras Públicas presentó el proyecto de mejoramiento de la plataforma de la fortificación. Para tal efecto, se destinaron sobre 4.000 millones de pesos a las obras de protección. No obstante, no se han podido concretar, porque se encuentran dentro del espacio de solicitud de concesión marítima, efectuada por la asociación de comunidades indígenas de los territorios de Valdivia y Mariquina.

Ante lo anterior, solicito que se informe qué acciones ha desarrollado el Ministerio de Obras Públicas para lograr los acuerdos necesarios con las asociaciones, de manera de permitir que se pueda concretar este ansiado proyecto.

Asimismo, que el ministro de Cultura informe sobre el valor patrimonial que posee el castillo de la Pura y Limpia Concepción de Monfort de Lemus o Fuerte Niebla, y que estudie la factibilidad de coordinar acciones que permitan ir en su rescate lo antes posible.

Además, pido que el ministro de Economía informe sobre las acciones que ha efectuado para instalar una mesa de trabajo con los pueblos indígenas, a fin de estudiar este problema puntual y las medidas que se adoptarán para sacar adelante esta iniciativa.

Igualmente, solicito que el intendente de la Región de Los Ríos remita los informes sobre este proyecto, a fin de saber por qué no se ha efectuado y qué medidas ha llevado adelante el gobierno regional para proteger esta obra, que forma parte de los bienes protegidos en nuestra región por la Ley de Monumentos Nacionales, y que se coordine con las diversas instancias para lograr la urgente protección.

Finalmente, pido que se envíe copia de mi intervención a don Patricio Alarcón, presidente de la junta de vecinos Centenilla; a don Enrique Espinoza, presidente del Consejo de Desarrollo de la Costa de Niebla; a 



doña Lorena Liewald, directora de la carrera de historia de la Universidad San Sebastián, de Valdivia; a doña Leonor Adán, del Museo Histórico Mauricio van de Maele, de Valdivia; a don Marcelo Godoy, del mismo museo, y a don Ricardo Mendoza, director del Museo de Niebla.

He dicho.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.34 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
X. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	8129-07
	Modifica la ley N° 20.065 y otros cuerpos legales a efectos de mejorar al régimen del personal del Servicio Médico Legal.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional califica de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

2. Informe de la Comisión de Ética y Transparencia recaído en la moción que adecua el Código de Conductas Parlamentarias y el Reglamento de la Cámara de Diputados a lo dispuesto en la ley N° 20.447, en lo relativo a la competencia y funcionamiento de la Comisión de Ética y Transparencia. (boletín N° 7189-16)

“Honorable Cámara.:


La Comisión de Ética y Transparencia pasa a informar el proyecto de acuerdo, iniciado en una moción de la Diputada señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y los diputados señores Germán Becker Alvear e Iván Moreira Barros, cuyo propósito es introducir diversas. enmiendas en el Código de Conductas Parlamentarias para adecuarlo a atribuciones y roles que la ley N° 20.447, confirió a la Comisión de Ética y Transparencia, sucesora de la Comisión de Conducta Parlamentaria.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


La Comisión de Conducta Parlamentaria de la Cámara de Diputados tiene su fuente en el Código de Conductas Parlamentarias, conjunto normativo que nace como necesidad de este cuerpo legislativo en orden a fijar un órgano interno de autorregulación de las conductas de los integrantes de esta rama del Poder Legislativo.

Hacia 1997, la Cámara de Diputados, luego de un largo debate de más de cuatro años, aprobó la existencia de un código que, por primera vez, estableció de manera orgánica un conjunto de principios orientadores de la actividad parlamentaria y reguló los deberes y las obligaciones que a base de tales principios, eran exigibles a los diputados en el ejercicio de su funciones.


Dicho cuerpo normativo consagró como órgano especial la Comisión de Conducta, integrada por nueve diputados que representaban al conjunto de partidos políticos con presencia parlamentaria.


Por la ley N° 20.447, fue elevada al dominio legal la Comisión de Conducta Parlamentaria y se la dotó de nuevos roles y atribuciones, de manera de no sólo velar por la conducta ética de los integrantes de esta Cámara, sino ampliar sus quehaceres a materias de probidad y uso de las asignaciones parlamentarias.


En ese sentido, debe destacarse que el inciso final del artículo 52 A de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, introducido por la ley precitada, dispone que compete a la Comisión de Ética y Transparencia velar, de oficio o a petición de parte, es decir, de un parlamentario, por el respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, y conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria de los miembros de la Cámara de Diputados. Asimismo, la norma en comento, prescribe que sus integrantes se deben elegir por el Pleno de la Corporación, con el voto con.foune de los tres quintos de sus miembros en ejercicio y que no podrán ser parte de ella los integrantes de la Mesa Directiva.


El precepto en cuestión hace hincapié en que la comparecencia de los diputados o diputadas es obligatoria cuando se les hubiere citado conforme al procedimiento que se indica y con el quórum especial señalado en la norma.


La referida norma entrega al Reglamento la regulación sobre los tipos de amonestación y el monto de las multas que podrá imponer, y el quórum para sesionar y adoptar sus acuerdos y resoluciones, los que serán públicos cuando tengan el carácter de definitivos o así lo acuerde la Comisión.


Por último, la ley cambia la denominación del mencionado órgano parlamentario por Comisión de Ética y Transparencia.

II. IDEA MATRIZ Y FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA.


La idea matriz o fundamental propuesta por los mocionantes consiste en incorporar en el Reglamento las normas necesarias para el correcto funcionamiento de la Comisión y adecuar las normas del Código de Conducta a las nuevas potestades que la ley entrega a la Comisión de Ética y Transparencia, en diversos órdenes de materias.

Los autores fundamentan su moción en la necesidad de adecuar el ordenamiento reglamentario a lo dispuesto en la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Expresan que el fundamento último de tal medida tiene su base en los principios de probidad y transparencia, a los cuales, durante el ejercicio de sus cargos, están obligados los diputados por mandato de la Constitución Politica y la ley.


Por último, ha de tenerse presente que la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, comisión técnica encargada de informar este proyecto, acordó remitir esta iniciativa a la Comisión de Ética y Transparencia para que emitiera su opinión y sugerencias respecto a los alcances y contenidos de la iniciativa en comento.

III. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROYECTO.


El proyecto de acuerdo motivo de este infoime constaba, en su texto original, de un artículo único que introducía quince modificaciones sustantivas en el Código de Conducta.


Por los números 1, 2 y 4, se incorporaban enmiendas formales que adecuan el nombre de la Comisión a su denominación legal.


El número 3 modifica el articulo 7° del Código de Conductas. Se incorporaban tres enmiendas: la primera, para consagrar, en los términos que señala la ley, la obligación de los diputados de presentar una declaración jurada de intereses; la segunda, agrega al referido estatuto la declaración de patrimonio a que están sujetos los parlamentarios, también por mandato legal, y la tercera, agrega a la enumeración de obligaciones que contiene este artículo, el deber de asistir a las sesiones de Sala y de Comisión, también con el propósito de adecuar estas normas a lo preceptuado en la ley.


El número 5 sustituía el artículo 9° del Código vigente en cuanto a la integración de la Comisión, a la forma de elección y reemplazo de sus miembros, a la exclusión de los integrantes de la Mesa Directiva y al quórum requerido para sesionar y adoptar sus acuerdos.


Por el número 6 se efectuaban una serie de enmiendas al artículo 10 del Código de Conductas Parlamentarias. En primer término, se realizaba en el inciso primero una corrección formal a su denominación. Asimismo, respecto de su competencia, se sustituían las letras a) y b) del artículo para incorporar las nuevas tareas encomendadas, esto es, pronunciarse sobre el cumplimiento y respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, de oficio o a petición de un diputado y, además, ejercer la misma atribución respecto de la conducta de un diputado que haya sido citado mediante acuerdo adoptado por los dos tercios de sus integrantes. La norma agregaba que la comparecencia ante la Comisión será obligatoria para el diputado que hubiere sido citado, quien, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa. En caso de reincidencia, CHIL
la multa aumentaría al duplo.


Este mismo número, se introducían también una serie de nuevas facultades entregadas a la Comisión por diferentes preceptos legales. Dichas atribuciones dicen relación con la posibilidad de resolver, en única instancia, las reclamaciones por la falta de acceso del público a la información, de sancionar la no presentación oportuna o el incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de intereses o la declaración de patrimonio de los diputados, de dirimir los asuntos sometidos a su consideración por el Comité de Auditoría Parlamentaria, respecto de reparos u objeciones no corregidos sobre la forma en que un diputado o Comité ha utilizado los recursos y fondos recibidos de la Corporación, de dar su aprobación para la celebración de los contratos de provisión de bienes o prestación de servicios que la Corporación celebre con personas que tengan la calidad cónyuge o pariente de un parlamentario, y de dictar instructivos generales sobre materias de su competencia, los cuales serán obligatorios para todos los integrantes de la Cámara. Por último, se proponía suprimir el inciso final de esta norma que impedía que un parlamentario pudiera formular cargos respecto de otro, pues existe norma legal en sentido contrario.


En el número 7 se reemplazaba la denominación del Título V, que ahora contiene las normas sobre procedimiento y sanciones.


Por el número 8 se incorporaba un inciso segundo en el artículo 11, que prescribe que todo diputado tendrá derecho a ser oído antes de la aplicación de una sanción que lo afecte.


El número 9 consagraba un nuevo precepto en el Código de Conductas Parlamentarias que faculta a la Comisión para declarar que determinados actos u omisiones de uno o más diputados son contrarios a los preceptos del Código, respecto de los cuales se aplicarán las medidas disciplinarias de amonestación, censura o multa.


Por el número 10 se agregaban los preceptos 12 A, 12 B y 12 C. Por medio del primero, se fijaba el procedimiento para sancionar la no presentación oportuna o el incumplimiento del deber de actualizar la declaración de intereses. El segundo de los artículos propuestos regulaba los reparos u objeciones formulados por el Comité de Auditoría Parlamentaria respecto de las deficiencias que detecte en la forma en que se estén utilizando los fondos y recursos de las asignaciones parlamentarias. La última de las disposiciones propuestas, sancionaba la inasistencia injustificada a una sesión.


El número 11 contenía una modificación formal que consiste en trasladar, del artículo 12 al artículo 13, el epígrafe relativo a las Disposiciones Finales, que ahora correspondería al Título VI.


Por el número 12 se efectuaba una corrección formal en el artículo final del Código de Conductas Parlamentarias.


El número 13 suprimía el artículo 1° transitorio que consagraba la composición de la Comisión de Conducta para el período comprendido entre 1998 y 2002.


Por el número 14 se reemplazaba el artículo 2° transitorio del citado Código por otro que pasaba a ser 1°, con el propósito de establecer que la Comisión de Ética y Transparencia debe constituirse antes del 31 de marzo de 2010.


Finalmente, el número 15 establecía un nuevo artículo 2° transitorio, que dispone que los actuales miembros de la Comisión ejerzan su cometido hasta el término del período legislativo en curso.

IV. DISCUSIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA.


Durante el debate que tuvo lugar en la Comisión, se reconoció que la Comisión de Régimen Interno considerara la opinión de este órgano de trabajo parlamentario sobre una moción que cambia radicalmente la forma en que esta deberá desarrollar sus cometidos y los nuevos desafíos que le impone la ley en diversas materias.


En cuanto a la iniciativa de la diputada Sepúlveda y de los diputados Becker y Moreira, se reconoce la prontitud con la que, asumidas sus nuevas funciones, se abocaron de lleno a suplir en el ordenamiento interno las nuevas instituciones y prerrogativas que la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional consagró para esta Comisión.


Respecto del fondo de la moción, un primer debate discurrió en torno de si las materias que ella regula son propias del Código de Conductas Parlamentarias o, por el contrario, deben insertarse en el Reglamento de la Cámara de Diputados.


El argumento mayoritario de la Comisión se radicó en la circunstancia de que el mandato establecido en el inciso final del artículo 5°A de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional expresa derechamente que los reglamentos de cada Cámara deberán establecer el procedimiento mediante el cual se elegirá a sus integrantes, los tipos de amonestación, el monto de las multas que se podrán imponer y el quórum necesario para sesionar y adoptar sus acuerdos.


Se arguyó que el Senado, desde la creación de la Comisión de Ética la consideró en el reglamento de ese cuerpo legislativo y que, atendido lo difuso de las disposiciones del Código de Conductas Parlamentarias, tratándose, además, de un procedimiento punitivo, era necesario cumplir el mandato legal de la manera lo más estricta posible, más aún por estar en presencia de normas de Derecho Público.


Finalmente, la Comisión no olvida que el Código de Conductas Parlamentarias reconoce ser parte del Reglamento de la Cámara de Diputados, cuestión que, en definitiva, termina por abonar a la tesis de establecer todo este conjunto normativo en el estatuto interno y no en uno separado.


No obstante lo anterior, se acordó proseguir la discusión general de la iniciativa sobre la base del proyecto original y presentar una indicación sustitutiva durante la discusión particular.


En cuanto a las diferentes materias que se abordan en el proyecto, se estimó que, si bien se recogen las principales enmiendas incorporadas en la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional por la ley N° 20.447, debe efectuarse un esfuerzo mayor para clarificar el procedimiento a seguir. Se dijo que se trata de un procedimiento sancionatorio que debe recoger las normas de un debido proceso previamente reglado y no, como apunta la moción, a que sea este propio órgano el que se dé sus normas de procedimiento, pues ello violaría claramente los derechos de quienes sean requeridos ante este órgano parlamentario.


Al respecto, se indicó que, considerando la estructura y las atribuciones con que funcionaba la Comisión de Conducta, aparecía como lógico y prudente que no existiera una mayor regulación, pues, en definitiva, dicha entidad cumplía un rol más bien orientador de las conductas, y, solo de manera excepcional, sus resoluciones apuntaban a que determinadas conductas eran o no reprochables en el plano ético, pero sin que ello tuviera una consecuencia jurídica desfavorable, sino solo una sanción moral. En cambio, la ley entrega ahora atribuciones punitivas precisas que deben evaluarse a la luz de parámetros, tipos de conductas y deberes claramente exigibles, y no, como hace el Código de Conductas Parlamentarias, en principios genéricos que apuntan más al plano interno del individuo que a sus acciones u omisiones.


En la misma línea, se sostuvo que debería efectuarse un esfuerzo por establecer una suerte de procedimiento ordinario y uno o más especiales, según las diversas materias que la ley ha entregado a la Comisión.


Conductas Parlamentarias, los cuales pueden servir como principios ordenadores de la actividad parlamentaria, como elementos rectores en la interpretación de los deberes y obligaciones de los parlamentarios o, incluso, para dar pautas generales sobre el comportamiento debido en el ejercicio de la función pública que desempeñan los diputados.


Puesta en votación en general la moción en infoime, fue aprobada por la unanimidad de los presente.


Participaron en la votación los diputados Núñez, don Marco Antonio (Presidente); Castro, don Juan Luis; Cornejo, don Aldo; Delmastro, don Roberto; Recondo, don Carlos; Silva, don Ernesto; Vallespín, don Patricio; Vargas, don Orlando, y Ward, don Felipe.

V. DISCUSIÓN PARTICULAR DE LA MOCIÓN.


Como se expresó en el acápite anterior, los diputados señores Castro, Cornejo, Delmastro, Núñez, Recondo, Vallespín, Vargas y Ward formularon una indicación sustitutiva por medio de la cual se introducen en el proyecto en informe tres artículos: El 1° incorpora un nuevo Libro Cuarto en el Reglamento de la Corporación, que incluye los artículos 314 al 348, que regulan el funcionamiento y atribuciones de la Comisión, materia que fue objeto del debate que se detalla a continuación. El 2°, deroga las disposiciones del Código de Conductas Parlamentarias que sean contrarias a la nueva reglamentación. El 3°, establece que los principios consagrados en los artículos 1° al 6° del referido Código, tendrán la naturaleza de normas orientadoras para la interpretación de los deberes señalados en el artículo 321.


Como se esbozó, por el artículo 1° de la indicación se estatuye un nuevo Libro Cuarto que contiene diversos títulos. El primero, relativo a las normas generales, describe la constitución e integración de la Comisión, y la forma de elección de sus miembros y sus reemplazos y reitera el impedimento que la ley impone a los miembros de la Mesa de participar en este cuerpo interno.


Se establece que la Comisión estará integrada por nueve diputados quienes serán propuestos, al comienzo de cada Período Legislativo, por los Comités Parlamentarios, sobre la base de la proporcionalidad que establece el artículo 213 del Reglamento. La nueva redacción sugerida no innova respecto del número de integrantes, pero sí lo hace en cuanto a la entidad que propone los nombramientos, pues hace recaer dicha facultad en los Comités Parlamentarios en lugar de la Comisión de Régimen Interno, como indica el Código de Conductas Parlamentarias.


En este mismo acápite se fija el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, sin perjuicio de las mayorías especiales que la ley o el propio Reglamento fija para determinadas materias. También se determina la forma de elección de su presidente y las demás cuestiones administrativas propias de su funcionamiento.

En el párrafo relativo a las facultades de la Comisión, se recogen y sistematizan las diferentes materias y competencias que la ley encomienda a este órgano parlamentario y, en especial, se complementa las disposiciones legales sobre comparecencia obligatoria de los diputados y sobre el alcance preciso de los dictámenes de esta instancia, cuando sea solicitada su intervención. La norma en comento aclara que la Comisión sólo podrá pronunciarse respecto de presentaciones que realicen parlamentarios o que la entidad acuerde conocer de oficio respecto de hechos que impliquen faltas a los principios de probidad, transparencia o acceso a la información pública y a la ética parlamentaria.


En el párrafo relativo a la publicidad de las actuaciones de la Comisión, se reitera la normativa legal, pero se esclarece que la reserva de sus actuaciones alcanza también la de los antecedentes que se acompañen, todo lo cual alcanzará el carácter de público cuando sus acuerdos y resoluciones tengan el carácter de definitivos.


El Título II aborda los deberes a los cuales estarán sujetos los diputados y establece las sanciones que podrá aplicar la Comisión en casos en que se transgredan dichas obligaciones.


En el primer párrafo de este Título, relativo a los deberes de los diputados, se realiza un ordenamiento sistemático de los deberes y prohibiciones que consagraba el Código de Conductas Parlamentarias en sus Títulos II y EL


El nuevo orden fijado para estas materias apunta a estructurar las conductas que se consideran impropias de la actividad parlamentaria, según afecten a los principios de probidad, de transparencia y de ética parlamentaria; define qué comprende cada uno de estos principios y regula con mejor precisión alguna de las conductas consideradas como ilícitas. También se recogen los deberes consagrados en la normativa legal, como el de presentar y mantener actualizados sus declaraciones de intereses y de patrimonio o el de asistir a las sesiones de Sala y Comisión en forma permanente, a los que se agrega la obligación de justificar pronta y razonadamente las ausencias prolongadas.


Se generó una larga discusión respecto al deber de desempeño del cargo con una conducta digna y decorosa, evitando actuaciones que puedan afectar la confianza del público en la integridad del Congreso Nacional. Se indicó que se trata de un deber de suyo impreciso, pues cualquier conducta puede dañar dicha confianza, ya que se refiere a cuestiones subjetivas. Además, expresiones como “digna” o “decorosa”, resultan vagas al momento de analizar un caso en concreto, pues lo que para muchos pueda ser indigno o poco decoroso, para otros puede no tener esa connotación. Así, por ejemplo, el uso de implementos de vestir como la corbata puede resultar poco decoroso para un grupo importante de parlamentarios y no tener ese sentido para otros. Se estimó, en definitiva, que lo relevante es que la conducta exigida como correcta diga relación o sea acorde con la investidura que se ejerce.


En cuanto al deber del ejercicio del cargo sin discriminar, también existió un profuso debate. En efecto, la nuca vigente en el Código de Conductas Parlamentarias es de tal amplitud, que incluso una discriminación que podría resultar necesaria o legal, puede ser objeto de un cuestionamiento ético. Por lo demás, la enumeración de las causas por las que no se puede discriminar resulta insuficiente frente a la gran variedad de posibilidades o condiciones para discriminar que existe en la sociedad, razón por la cual se optó por una redacción más simple que evite cualquier forma de discriminación y donde el punto es que ella no sea arbitraria.


En el párrafo de las sanciones, se establecen tres clases de medidas disciplinarias que puede adoptar la Comisión ante los hechos de que conozca, cuya aplicación será determinada por la gravedad del hecho y los antecedentes y pruebas aportados, los que serán apreciados conforme a las reglas de la sana crítica. Igualmente, se faculta a la Comisión para que, en su dictamen, valore las atenuantes y agravantes del caso, lo que le permitirá, en definitiva, aumentar o rebajar la pena asignada o la anexa que corresponda. En cuanto a esta última, se fija un tramo que va desde 1 por ciento hasta el 15% por ciento de la dieta bruta del infractor, que podrá aplicarse según la gradualidad relativa a la gravedad de la sanción impuesta.


En cuanto a las atenuantes, ellas apuntan a la buena fe del parlamentario, a la reparación oportuna del mal causado, al reconocimiento de la falta y al error excusable. Por su parte, respecto de las agravantes, estas se refieren a la reiteración de la falta, la ausencia de cooperación y la negativa a comparecer o a entregar antecedentes.


Por el Título III se fija el procedimiento ordinario que la Comisión deberá aplicar para el conocimiento de los asuntos que le sean remitidos. Dicho procedimiento establece con claridad la forma en que el mismo se incoa y las personas que se consideran legitimadas ante este órgano parlamentario.


Del mismo modo, se regula con claridad la forma y requisitos que deberá cumplir el requerimiento que solicite la intervención de la Comisión y se precisa que con éste se deberá acompañar todo los antecedentes y pruebas que se ofrezcan para demostrar la veracidad de los cargos follnulados.


En este acápite se faculta a la Comisión para realizar un examen previo de inadmisibilidad del requerimiento, para comprobar que se trata de una denuncia seria y fundada, e incluso se le faculta para iniciar un proceso sancionatorio cuando se trate de denuncias temerarias. Este es un punto de suyo sensible en el tratamiento de las denuncias y que, en la actualidad, presenta un vacío difícil de soslayar. En efecto, conforme a la regulación vigente la Comisión carece de un instrumento jurídico que le permita desestimar presentaciones que no cumplan con el mínimo de seriedad requerido, teniendo en cuenta la notoriedad pública que las actuaciones de este órgano genera. Por eso, se le debe dotar expresamente de facultades para desestimar aquellos requerimientos carentes de fundamento, pero también de la facultad sancionar a quienes realicen ese tipo de denuncias poco serias y que sólo busca notoriedad pública.


Durante el debate que tuvo lugar sobre este Título, también se discutió con profusión acerca del tratamiento que se daría a las presentaciones que realicen particulares o terceros ajenos a la institución. Se señaló que la Constitución Política de la República establece el derecho a presentar peticiones a la autoridad sobre cualquier asunto de interés público o privado, sin otra limitación que la de proceder en términos respetuosos y convenientes, procedimiento al que la ciudadanía podría recurrir a fin de formular peticiones concretas para que la Comisión se pronunciare respecto de determinados casos en los que podría verse involucrado un diputado.


En el debate de este último punto quedaron de manifiesto las diferentes aristas que puede tener una presentación de esta naturaleza y las múltiples dificultades que puede implicar, particularmente en un período electoral, tanto en términos de opinión pública como de operatividad. Se sostuvo que establecer la posibilidad de crear una suerte de acción popular transgrede la norula legal, pero restringir la posibilidad de efectuar presentaciones en los términos que indica la Carta Fundamental, violenta abiertamente su texto. En definitiva, se optó por no hacer mención expresa a las presentaciones que efectúen los particulares, y actuar, en los casos que amerite, de oficio conforme a las facultades que tiene la Comisión.


En una línea distinta, la Comisión aprovechó la oportunidad para llevar al plano noimativo una práctica existente desde los inicios de su funcionamiento que consiste en permitir que los parlamentarios citados para responder por cargos en su contra, puedan contar con asesoría jurídica o de otra naturaleza que consideren necesaria para su mejor defensa, para lo cual podrán hacerse acompañar por personas que le presten la colaboración debida.


Un punto también novedoso es la posibilidad de proseguir un requerimiento en rebeldía del parlamentario que, legalmente citado, no comparezca al llamado de la Comisión, sin perjuicio de la agravante que su falta de colaboración pudiere configurar.


En el párrafo relativo a las notificaciones y los recursos, se preceptúa la obligación de la secretaría de notificar los dictámenes primeramente a los afectados antes de publicitarios a través de la cuenta de una sesión de la Cámara y de la página web institucional.

Por último, en este párrafo se debe destacar que la aplicación de sanciones se podrá acordar con el voto de la mayoría de los miembros de la Comisión, desestimándose la actual regulación del Código de Conductas Parlamentarias, que exige, en su artículo 11, el voto favorable de los tres cuartos de los miembros en ejercicio. Los demás acuerdos que se adopten en su seno requerirán solamente el voto de la mayoría de sus miembros presentes.


En cuanto a los recursos, solo se regula el de reposición por ser el único procedente desde el punto de vista legal. Este deberá fundarse en nuevos antecedentes, salvo en el caso en que la ley establezca su procedencia sin requisito previo, como en la rebaja de la multa aplicada por no presentarse oportunamente la declaración de intereses o la de patrimonio. Se declarará inadmisible cualquier recurso que no cumpla con tal requisito.


En el Título IV se establecen los diferentes procedimientos especiales cuya resolución la ley encarga a la Comisión de Ética y Transparencia. El ámbito de competencia y las particularidades de cada una de estas materias se regulan en los diferentes párrafos, que abarcan temas como el incumplimiento de la obligación de presentar oportunamente la declaración de intereses o de patrimonio, los reparos u objeciones no corregidos respecto a la forma en que un Comité o diputado ha utilizado los recursos públicos destinados a las asiguadones parlamentarias y la comunicación a que se refiere el inciso noveno del artículo 4° de la ley N° 19.886, respecto de los contratos de provisión de bienes o prestación de servidos que celebre la Corporación o los diputados, en relación con las asignaciones que administre directamente, con personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes de un diputado o un funcionario directivo, se regirán por las normas de este párrafo y las nomlas legales que lo regulen.


Por el artículo 2° se dispone la derogación de las no rmas del Código de Conductas Parlamentarias en todo aquello en que sean contrarias a los preceptos contenidos en el nuevo Libro Cuarto que se incorpora al Reglamento de la Cámara de Diputados.


Por último, en el artículo 3° se confiere a los principios consagrados en los artículos 1° al 6° del Código de Conductas Parlamentarias, la calidad de orientadores en la interpretación que la Comisión realice de los deberes a que están obligados los diputados por mandato del artículo 321 del Reglamento de la Cámara de Diputados.


Sometida a votación en particular la indicación sustitutiva, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, diputados señores Juan Luis Castro, Aldo Cornejo, Roberto Delmastro, Marco Antonio Núñez, Carlos Recondo, Patricio Vallespín, Orlando Vargas y Felipe Ward.


Se acordó mandatar al Presidente de la Comisión para que, de ser necesario, actúe como diputado informante, ante la Comisión de Régimen Interno o la Sala de la Corporación, según corresponda.


En consecuencia, por las razones expuestas, la Comisión de Ética y Transparencia recomienda, por la unanimidad, aprobar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo


“Artículo 1°.- Incorpórase en el Reglamento de la Cámara de Diputados el siguiente Libro Cuarto, nuevo, pasando el actual a ser Libro Quinto y los artículos 314 al 321, a ser 349 a 356, respectivamente:

“LIBRO CUARTO

DE LA COMISIÓN DE ÉTICA Y TRANSPARENCIA

TÍTULO

NORMAS GENERALES
De su constitución, integración y presidencia


Artículo 314.- La Comisión de Ética y Transparencia estará integrada por nueve miembros elegidos por la Sala a propuesta de los Comités Parlamentarios. La propuesta deberá ser aprobada por los tres quintos de los diputados en ejercicio. No podrán formar parte de ella los miembros de la Mesa de la Corporación. Los miembros sólo podrán reemplazarse con este mismo procedimiento.


La integración de la Comisión se hará al comienzo de cada período legislativo y conforme a la proporcionalidad a que se refiere el artículo 213.


Artículo 315.- La Comisión podrá sesionar y adoptar sus acuerdos con la mayoría de sus integrantes. Lo anterior es sin perjuicio de los quórum especiales que la ley o este reglamento exijan.


Artículo 316.- En su sesión constitutiva la Comisión elegirá en su seno un presidente y fijará el día y hora de sus sesiones ordinarias. Corresponderá al Presidente las mismas facultades establecidas en este reglamento para las demás Comisiones permanentes.

De las facultades de la Comisión


Artículo 317.- Corresponderá a la Comisión velar, de oficio o a petición de un parlamentario, por el respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria de los miembros de la Corporación, y atender las demás materias que la ley o este reglamento le encomiende.


Tendrá también la facultad de pronunciarse sobre las consultas que le formule uno o más diputados relacionadas con su inquietud o quehacer y la de dictar instructivos de general obligatoriedad sobre materias propias de su competencia.


Artículo 318.- La Comisión, en el ámbito de las materias de que conozca, podrá ordenar la comparecencia obligatoria de cualquier diputado. Para tal efecto, deberá ser convocada a sesión especial con ese preciso objeto y adoptar el acuerdo respectivo con el voto favorable de los dos tercios de sus integrantes.


Artículo 319.- La Comisión sólo podrá pronunciarse respecto de presentaciones que realicen diputados en ejercicio o que acuerde conocer de oficio, siempre y cuando estas se refieran a hechos que impliquen faltas a los principios de probidad, de transparencia o acceso a la información pública y a la ética parlamentaria, entendido esto último como el correcto ejercicio de la función pública que se expresa en la rectitud de las actuaciones, en la razonabilidad e imparcialidad de las decisiones y en la expedición en el cumplimiento de las funciones que le encomienden la Constitución, las leyes y este reglamento.

De la publicidad de sus actuaciones


Artículo 320. Los acuerdos y resoluciones de la Comisión, así como los antecedentes que le sirvan de fundamento, sólo serán públicos cuando tengan el carácter de definitivos. En lo demás la publicidad de sus actos se regirá por las normas generales.

TÍTULO II

DEBERES Y SANCIONES
De los deberes de los Diputados

Artículo 321.- Sin perjuicio de las obligaciones que este reglamento establece para los parlamentarios, en el ejercicio de sus funciones los diputados y diputadas estarán sujetos a los siguientes deberes especiales.


1) En materia de probidad: les será exigible -una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular. En virtud de lo anterior, les está expresamente prohibido:


a) Usar en beneficio propio, de parientes o de terceros, la infoimación reservada o privilegiada a la que tuvieren acceso en razón de la función que desempeñan.


b) Participar en la dictación de normas en su propio beneficio.


c) Usar indebidamente el título oficial, los distintivos o el prestigio de la Corporación para asuntos de carácter personal o privado.


d) Dirigir, administrar, patrocinar o prestar servicios, remunerados o no remunerados, a personas naturales o jurídicas que gestionen o exploten concesiones o privilegios de la Administración del Estado, o que fueren sus proveedores o contratistas.


e) Recibir, en términos personales exclusivos, beneficios originados en contratos, concesiones o franquicias que celebre u otorgue la Administración del Estado.


f) Solicitar recursos para la Corporación, cuando dicho aporte comprometa o condicione en alguna medida la toma de decisiones.


g) Usar los bienes públicos recibidos en razón del cargo, en asuntos comerciales o para otro lucro personal.


h) Observar las disposiciones legales y reglamentarias sobre incompatibilidades, inhabilidades, prohibiciones por razón de parentesco, y cualquier otro régimen especial que les sea aplicable, y asegurarse de cumplir con las acciones necesarias para determinar si están o no están comprendidos en algunas de las prohibiciones establecidas en ellas.


i) Abstenerse de participar, directa o indirectamente, en cualquier proceso decisorio que favorezca, en lo personal, sus intereses o los de su cónyuge, de parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o de su socio en una empresa.


2. En materia de transparencia: los diputados y diputadas deben permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten en el ejercido de su cargo, como de los fundamentos y de los procedimientos que se utilicen. En mérito de ello, a los diputados les son exigibles:


a) Contestar de manera oportuna y completa las consultas que les realicen los ciudadanos en relación con el ejercicio de su cargo o de sus colaboradores, sea directamente o a través de la Cámara o de alguno de sus órganos internos.


b) Abstenerse de participar en cualquier proceso decisorio, incluso en su fase previa de consultas e informes que, por su vinculación con actividades externas, de alguna forma puedan ser afectados por una decisión oficial, o puedan comprometer su criterio o dar ocasión a dudas sobre su imparcialidad, a una persona razonablemente objetiva.


c) Presentar y mantener actualizada una declaración de intereses económicos y una de patrimonio en los términos que establezca la ley.


3.- En materia de ética parlamentaria: es deber de los miembros de la Cámara de Diputados desempeñar su función parlamentaria con una entrega honesta y leal que se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público, en la razonabilidad e imparcialidad de las decisiones, en la integridad ética y profesional y en la expedición en el cumplimiento de las funciones constitucionales y legales. En consecuencia, les es exigible:


a) Obrar con honradez y buena fe. No han de realizar actos fraudulentos, afirmar o negar con falsedad, ni realizar acto alguno que estorbe la buena y expedita actividad del Parlamento.


b) Actuar con fraternidad frente a sus colegas. Se abstendrán cuidadosamente de expresiones malévolas o injuriosas y de aludir a antecedentes personales de ellos.


d) Guardar discreción en relación con los hechos e informaciones de los cuales tengan conocimiento en el ejercicio o con motivo del ejercicio de sus funciones, que hayan sido calificados como reservados. Lo anterior es sin perjuicio del derecho de los ciudadanos a tener acceso a la información pública.


e) Ejercer el cargo con respeto a las personas sin incurrir en discriminaciones arbitrarias.


f) Ser justos y respetuosos en el trato con los ciudadanos, los demás Diputados, el personal de la Corporación y, en general, con cualquier autoridad o funcionario público.


g) Comparecer al llamado que les realice la Comisión de Ética y Transparencia y entregar los informes y antecedentes que les sean requeridos.


h) Asistir a las sesiones de Sala y de Comisión en forma permanente y justificar pronta y razonadamente las ausencias prolongadas.

De las sanciones


Artículo 322.- El incumplimiento de los deberes establecidos en el artículo anterior será sancionado con alguna de las siguientes medidas disciplinarias:


a) Llamado al orden


b) Amonestación


c) Censura


Artículo 323.- Las medidas establecidas en el artículo anterior llevarán consigo como pena anexa una multa, la que en el caso de la letra a) será equivalente de hasta el 2% de la dieta mensual; la señalada en la letra b), una equivalente a más del 2% y hasta el 5% de la dieta mensual, y la indicada en la letra c), una multa superior al 5% y hasta el 15% de la dieta mensual.


Artículo 324.- La Comisión deberá aplicar las medidas disciplinarias en el orden señalado en el artículo anterior, según su apreciación de los hechos y de las pruebas aportadas, conforme a las reglas de la sana crítica. Las circunstancias agravantes y las atenuantes facultarán a la Comisión para aumentar o disminuir el grado de la pena principal o de la anexa.


Se considerarán como circunstancias atenuantes la buena fe, la reparación oportuna del mal causado, el reconocimiento de la falta y el error excusable.


Se apreciarán como agravante la reiteración en las faltas, la ausencia de cooperación, la negativa a comparecer o a entregar los antecedentes requeridos.


Articulo 325.- Las sanciones contenidas en los artículos precedentes no perjudican las que respecto de situaciones especiales establezcan las normas legales, como en el caso de las declaraciones de intereses y patrimonio u otras similares.

TÍTULO III

PROCEDIMIENTO ORDINARIO
Del conocimiento por falta a los deberes

Artículo 326.- El procedimiento para el conocimiento de faltas a los deberes que establece el artículo anterior se iniciará por requerimiento de cualquier parlamentario o de oficio, a requerimiento de algún integrante de la Comisión.


La presentación respectiva deberá ser suscrita por el diputado requirente y deberá contener una relación circunstanciada de los hechos sobre los que se pide el pronunciamiento de la Comisión, la indicación precisa de las normas infringidas y los demás antecedentes y pruebas que se estime convenientes aportar.


Cuando la prueba recaiga sobre instrumentos o declaración de testigos que no se puedan acompañar junto a la presentación, se podrá solicitar la apertura de un término probatorio especial por el plazo que fije la Comisión.


Artículo 327.- En la misma sesión en que se dé cuenta del requerimiento de pronunciamiento la Comisión a base de los antecedentes aportados determinará si la declara admisible o inadmisible.


Si la presentación es declarada admisible, en la misma resolución se fijará la oportunidad en que se convocará al diputado o diputados involucrados para que éste o éstos informen sobre los hechos de que se les imputa.


Si se declara inadmisible y la comisión estimare, por unanimidad, que ella es temeraria por no contener fundamentos mínimamente plausibles, podrá en la misma resolución abrir expediente sancionatorio en contra del o los re qi Tfrentes.


Corresponderá a la Secretaría de la Comisión notificar personalmente las convocatorias correspondientes las que señalarán con precisión la fecha y hora de la misma y contendrán copia íntegra del requerimiento.


El o los diputados requeridos podrán comparecer personalmente o por escrito y a la audiencia respectiva podrán asistir acompañados de un letrado o asesor a fin de que le presten la colaboración que requieran para responder a las consultas que se le formulen.


Si por cualquier causa reglamentaria no se celebra la sesión a la que han sido convocados el o los parlamentarios respectivos, deberá procederse a fijar una nueva fecha, la que también deberá notificarse personalmente.


Artículo 328.- Si notificado un diputado se negare a comparecer, la Comisión deberá citarlo conforme al procedimiento que establece el inciso final del artículo 5°A de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional_ Si citado legalmente un parlamentario continuare en su negativa a comparecer ante la Comisión, se podrá proceder en su rebeldía y se considerará como agravante su falta de cooperación_


Artículo 329.- Recibido el infoinie del o de los diputados aludidos en el requerimiento, la Comisión podrá, de oficio o a petición de parte, fijar un término probatorio por un plazo de ocho días para que se le acompañen los antecedentes o testimonios que le permitan formarse -una convicción sobre los hechos sometidos a su conocimiento o requerirlo de las personas o parlamentarios que los puedan aportar, y los demás medios de prueba que se considere oportuno.


La Comisión apreciará las pruebas que se le suministren en conciencia y resolverá en la definitiva las implicancias, recusaciones o tachas que se formulen contra los testigos y demás intervinientes.


Artículo 330.- Concluido el término probatorio o en su defecto desde la comparecencia del diputado requerido, la Comisión tendrá un plazo de hasta dos sesiones para emitir su pronunciamiento.


El acuerdo que imponga una sanción requerirá el voto conforme de la mayoría de los miembros de la Comisión, y los demás, el voto afirmativo de la mayoría de sus miembros presentes.


Articulo 331.- El dictamen de la Comisión deberá contener una relación de los antecedentes que se tuvieron en vista para la resolución del asunto sometido a su conocimiento, las constancias de las actuaciones realizadas, los diputados asistentes y el o los acuerdos adoptados. Asimismo, se insertará el o los votos que se formulen por la minoría.

De las notificaciones y de los recursos

 
Artículo 332.- Todas las resoluciones de la Comisión se notificarán personalmente a los afectados y de ellos se dejará testimonio fehaciente.

Los dictámenes de la Comisión se notificarán previamente a los diputados involucrados, sea como requirente o requerido, y se dará cuenta en la sesión ordinaria más próxima que se celebre transcurrido que sea tercero día de la fecha de la notificación.


Artículo 333.- En contra de las resoluciones de la Comisión de Ética y Transparencia sólo procederá el recurso de reposición, siempre que se acompañen nuevos antecedentes que permitan revisar el acuerdo adoptado.


Se declarará inadmisible cualquier recurso que no cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior.

TÍTULO IV

DE LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES
Ámbito de competencia

Artículo 334, Los asuntos relativos al incumplimiento de las obligaciones sobre la presentación oportuna de la declaración de intereses o de patrimonio, los reparos u objeciones no corregidos respecto a la fauna en que un Comité o diputado ha utilizado los recursos públicos destinados a las asignaciones parlamentarias y la comunicación a que se refiere el inciso noveno del artículo 4° de la ley N° 19_886, respecto de los contratos de provisión de bienes o prestación de servidos que celebre la Corporación con personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes de un Diputado o un funcionario directivo, se regirán por las normas de este párrafo y las normas legales que lo regulen.

Del procedimiento por falta en la declaración de intereses o de patrimonio


Artículo 335.- Los diputados o diputadas que dentro del plazo que establece el artículo 5°D de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional no presenten su declaración de intereses o de patrimonio serán sancionados con las penas fijadas en el artículo 5°E del mismo cuerpo legal.


Artículo 336.- En el caso de la declaración de intereses el procedimiento se iniciará con el sólo mérito del certificado que emita el Secretario General de la Corporación, en el caso a que se refiere el inciso primero del artículo 5°C de la citada ley, o de oficio o a petición de cualquier interesado, en el caso de incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de intereses o de efectuar y mantener actualizada la declaración de patrimonio a que se refiere el artículo 5° D de la ley N° 18.918.


Artículo 337.- Se entenderá, para los efectos de este párrafo, que es persona interesada cualquier diputado o ciudadano con inscripción electoral en el distrito al que representa el parlamentario infractor.


Artículo 338.- Una vez que se dé cuenta de la denuncia o que se acuerde a petición de algún miembro de la Comisión iniciar un procedimiento, se procederá a dar traslado al diputado o diputada por el plazo de diez días y si fuere necesario, de oficio o a petición de parte, abrir un término probatorio en los términos señalados en el artículo 329.


Articulo 339.- Concluido el término probatorio la Comisión dictará su resolución dentro del plazo de diez días_


Artículo 340.- El diputado sancionado podrá, dentro del plazo de diez días contado de la notificación de la resolución respectiva, presentar recursos de reposición para que se le rebaje la multa aplicada, siempre que en el mismo plazo haya presentado la declaración omitida o corregido lo objetado. La Comisión resolverá esa presentación con el sólo mérito de los antecedentes aportados.

Del procedimiento por reparos u observaciones en el uso de las

asignaciones parlamentarias

Artículo 341.- De la comunicación del Comité de Auditoría Parlamentaria que informe de reparos u observaciones no corregidas por un diputado o comité se dará cuenta en la sesión ordinaria más próxima que celebre la Comisión.


En seguida, con el sólo mérito de esa comunicación, se dará traslado al parlamentario o Comité respectivo para que dentro de quinto día proceda a informar, personalmente o por escrito, las razones por las que no ha contestado en tiempo y forma los requerimientos formulados por el Comité de Auditoría Parlamentaria y aclare fundadamente las cuestiones de fondo o forma que dieron origen al reparo u observación.


Artículo 342.- Recibido el informe respectivo o si ha trascuilido el plazo de cinco días dispuesto en el artículo anterior, la Comisión procederá a resolver el asunto sin más trámite.


Si la cuestión reparada u observada por el Comité de Auditoría Parlamentaria no fuere aclarada debidamente o la aclaración fuere incompleta, la Comisión podrá rechazar el gasto respectivo, quedando el Diputado o Comité obligado a restituir el gasto efectuado, con sus respectivos intereses y multa.


La Comisión podrá también, como medida para mejor resolver, solicitar al Comité de Auditoría Parlamentaria que efectúe un nuevo examen respecto al uso de los recursos objeto de su reparo u observación_


Si la cuestión fuere corregida completamente y se dieren las explicaciones respectivas, se desechará el reparo u observación mediante resolución fundada, sin perjuicio de la sanción que pueda imponerse por el retraso en la corrección y siempre que éste fuere imputable al infractor.


Artículo 343.- Para el ejercicio de la facultad establecida en el inciso cuarto del artículo 66B de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Comisión deberá calificar, previamente y por la mayoría de sus integrantes, si los hechos que se denuncian tienen la gravedad que exige la ley y siempre que los antecedentes hayan sido aportados por algún parlamentario.


Artículo 344.- La Comisión deberá resolver antes del 31 de agosto de cada año todos los reparos u observaciones que founule el Comité de Auditoría, para lo cual se entenderá citada a sesiones los quince días previos a esa fecha, en forma diaria y sucesiva, pudiendo funcionar incluso simultáneamente con la Sala, hasta el total despacho y resolución de los asuntos sometidos a su conocimiento.

De la autorización a que se refiere el inciso noveno del artículo 4° de la ley N° 19.886


Artículo 345.- Corresponderá a la Comisión pronunciarse respecto de las solicitudes que formulen los diputados para que, con cargo a sus asignaciones, se autoricen contratos de provisión de bienes o prestación de servicios que celebre la Cámara de Diputados o ellos mismos, con personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes de un Diputado y antes de que dichos contratos deban producir efectos.


Cuando se trate de contratos celebrados con cargo a fondos institucionales en los que intervengan personas que tengan las relaciones de parentesco a que alude el inciso anterior con un diputado o con un funcionario de la Corporación que tenga un cargo directivo, deberá efectuar la presentación al Secretario General antes de la suscripción del respectivo contrato.


Artículo 346.- La resolución que apruebe la contratación deberá ser puesta en conocimiento del Secretario General, la que en todo caso deberá ser fundada en circunstancias excepcionales que hagan necesaria esa contratación y siempre que, además, esos contratos se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. Dicha resolución deberá insertarse o acompañarse al contrato respectivo como parte integrante del mismo.


Artículo 347.- Para los efectos del artículo 4° de la ley N° 19.886, se entenderá que tienen la calidad de funcionarios directivos aquellos que ocupen un cargo de planta o a contrata equivalente a la categoría “D” o superior de la escala de remuneraciones del acuerdo complementario de la ley N° 19.297.


Artículo 348.- Cuando la Comisión estime que las circunstancias que se tienen en vista para la celebración de estos contratos no cumplen con los requisitos a que alude el artículo 346, podrá rechazar la contratación, cuestión que se pondrá en conocimiento del Secretario General y de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, en su caso.”.


Artículo 2°.- Deróganse las disposiciones del Código de Conductas Parlamentarias en lo que sean contrarias a los preceptos contenidos en el nuevo Libro Cuarto que se incorpora al Reglamento de la Cámara por el artículo anterior.


Artículo 3°.- Los preceptos contenidos en los artículos 1° al 6°, relativos a las normas generales del Código de Conductas Parlamentarias, sólo se considerarán como principios orientadores para la interpretación de los deberes y prohibiciones señalados en el articulo 321 del Reglamento de la Cámara de Diputados.”.


Sala de la Comisión, a 31 de mayo de 2012.


Acordado en sesiones celebradas los días 30 septiembre de 2010, 20 de enero, 3 y 24 de marzo, 19 de mayo, 16 y 23 de junio, 4, 10 y 18 de agosto de 2011, 8 de marzo y 24 de mayo de 2012, con la asistencia de los diputados Juan Luis Castro, Aldo Cornejo, Roberto Delmastro, Marco Antonio Núñez, Carlos Recondo, Patricio Vallespín, Orlando Vargas y Felipe Ward. También asistieron a los debates, en su oportunidad, la diputada señora Andrea Molina y los diputados señores Ernesto Silva y Gonzalo Arenas.


(Fdo.): MIGUEL LANDEROS PERKIČ, Secretario de la Comisión”.
3. Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que autoriza el uso de camionetas, jeeps y vehículos todo terreno como taxis de pasajeros, en caminos de tierra y ripio. (boletín N°8307-15)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros acerca del proyecto de ley iniciado en una moción de los Diputados señores García, don René Manuel; Becker; Bertolino; Edwards; Godoy; Martínez; Rivas; Santana; Sauerbaum y Verdugo, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que autoriza el uso de camionetas, jeeps y vehículos todo terreno como taxis de pasajeros, en caminos de tierra y ripio.


El proyecto de ley tiene por objeto incorporar a las camionetas de doble cabina, a jeeps y vehículos de todo terreno, que tengan una capacidad máxima de 9 asientos, excluido el del conductor, para el uso del transporte público, dado que existen muchos lugares del territorio nacional, a los cuales no es viable acceder en automóviles del tipo sedán, lo que incluso muchas veces se ve agravado por la carga que llevan los pasajeros que habitan en lugares apartados. Tal situación desgasta rápidamente es este tipo de vehículo y aumenta el riesgo para los pasajeros.

Constancias reglamentarias.


Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:


Artículos nuevos: No los hay.

Indicaciones aprobadas: Una indicación fue aprobada.


Indicaciones rechazadas: No las hay.


Normas de ley orgánica constitucional o de quórum calificado: No las hay.


Normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda: No las hay.


Aprobación en general: El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los Diputados presente señores Auth; Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas, don Mario.


Diputado Informante: García, don René Manuel.

-o-


Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la colaboración y la asistencia del Asesor del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González Calderón y de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, doña María Francisca Yañez Castillo.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


En la iniciativa en estudio, se indica que en el país existen comunas que tienen una población o actividades preferentemente rurales, las que carecen de medios regulares de transporte terrestre público, en la cantidad y frecuencia necesarias. Por lo que la movilización desde y hacia las zonas rurales, en horarios en los que no existe locomoción mayor, debe realizarse en vehículos menores, particularmente por taxis básicos o taxis colectivos. Sin embargo, el servicio de transporte de pasajeros que éstos prestan a los usuarios de zonas ubicadas fuera del radio urbano, se ve limitado por su natural falta de espacio y capacidad, en especial para transportar carga, que necesariamente llevan los usuarios.


Además, los taxistas que deben prestar dichos servicios, sufren los rigores, por cuanto, muchas veces deben hacerlo por caminos en mal estado y con un exceso de carga, lo que les produce un grave deterioro para sus vehículos.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


Mediante este proyecto se plantea que es necesario, autorizar la incorporación de camionetas de doble cabina o de vehículos con tracción en las cuatro ruedas, que tengan una capacidad máxima de 9 asientos, excluido el del conductor, para que se puedan desempeñar como taxis. El motivo de esta proposición, es que existen muchos lugares del territorio nacional, en los cuales es necesario acceder a través de caminos de ripio y de tierra, los que normalmente, se encuentran en malas condiciones, además, en ciertas ocasiones es necesario llegar a lugares apartados, ubicados cerca de la cordillera. 


Por las razones expuestas, se plantea que para las comunas con características rurales, es necesario realizar los servicios de transporte público a través de camionetas de doble cabina o vehículos con tracción en las cuatro ruedas, mediante los cuales se puede efectuar de mejor forma la labor que hacen los taxis básicos o taxis colectivos. Además este tipo de transporte cumple con las mismas condiciones de seguridad y comodidad que los automóviles que actualmente se destinan para el trasporte de pasajeros, pero superándolos en capacidad de carga y de resistencia para los malos caminos existentes en dichos lugares.

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287  del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en la moción.


De acuerdo con esto último, la idea matriz que establece el proyecto, es autorizar el funcionamiento de camionetas doble cabina o vehículos con tracción en las cuatro ruedas de doble cabina, destinadas públicamente al servicio de taxi básico o al transporte colectivo de pasajeros.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


El proyecto no contiene disposiciones que deban ser calificadas como de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


El proyecto no contiene normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

VI. INDICACIONES APROBADAS.


*Los Diputados señores Hasbún; Bobadilla, García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma y Venegas proponen las siguientes modificaciones al artículo único, por el que se modifica la ley N°18.290, de Tránsito:


1. Reemplázase la actual definición de taxi consignada en el numeral 40) del artículo 2°, por la siguiente:


“40) Taxi: Vehículo motorizado de cuatro ruedas, con capacidad de hasta 9 asientos, excluido el del conductor, tales como automóviles, camionetas doble cabina u otros, destinados públicamente al transporte de personas, de acuerdo a las condiciones y modalidades establecidas en el reglamento.”.


2. Incorpórese el siguiente numeral 2), nuevo:


“2) Incorpórese en el inciso segundo del artículo 75, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “El conductor de un taxi no podrá trasladar pasajeros en ninguna otra ubicación del vehículo que no sean los asientos de fabrica.”.


3. Elimínese el actual número 3), por el que se incorpora un artículo 84 bis, nuevo.


4. Agrégase en el artículo 199 de la ley N° 18.290 el siguiente numeral 3.-, nuevo:


“3.- Conducir una camioneta doble cabina destinada al servicio de taxi básico o transporte colectivo, transportando pasajeros en la caja o pick up posterior.”.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por ocho votos a favor de los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Pérez, don Leopoldo; Tuma, y Venegas. Se abstuvo la Diputada Sepúlveda, doña Alejandra.

VII. INDICACIONES RECHAZADAS.


No las hay.

VIII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR.


A la discusión del proyecto de ley, habida en el seno de vuestra Comisión, concurrió el Asesor del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, quién expuso el parecer del Ejecutivo, respecto de la iniciativa en estudio.


Expresó que el Ejecutivo comparte la idea de legislar. Se trata de una iniciativa favorable y realista para el transporte público, dado que hay muchos lugares del territorio nacional a los cuales no es viable acceder en automóviles de tipo sedán, lo que incluso muchas veces se ve agravado por la carga que llevan los pasajeros que habitan en lugares apartados. Eso desgasta rápidamente a este tipo de vehículos y aumenta el riesgo para los pasajeros.

-o-


El Diputado señor René Manuel García, uno de los patrocinantes de la iniciativa, señaló que con este proyecto de ley, se pretende llenar un vacío en el traslado de pasajeros a lugares rurales, con malos caminos. En tal sentido, los pasajeros que deben necesariamente trasladarse a lugares aislados, como es el caso de quienes deben llegar a sectores cordilleranos, en muchas oportunidades, quedan varados en las ciudades o pueblos porque el transporte colectivo es de muy escasa frecuencia. Además, regularmente estas personas llevan carga, la que normalmente no cabe en el maletero de un taxi o de un taxi colectivo, o bien los choferes de estos vehículos sencillamente se niegan a transportar, o les cobran más caro por dicho servicio.


Asimismo, al incorporar camionetas y jeeps con tracción en las cuatro ruedas al trasporte público, tendría un alto impacto positivo para el turismo en lugares cordilleranos.


-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth; Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Meza; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas, don Mario.


-Además se acordó dejar pendiente la aprobación en particular, en espera de una indicación que se deberá presentar en una próxima sesión.

Discusión particular.


El proyecto consta de un artículo único por el que se modifica la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1 de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, con el objeto de autorizar el funcionamiento de camionetas doble cabina o vehículos con tracción en las cuatro ruedas de doble cabina en zonas rurales, para el trasporte de carga y pasajeros.

Artículo único.


Modifica el texto de le Ley de Tránsito de la siguiente forma:

N°1)


Mediante este numeral se modifica la definición de taxi, consignada en el número 40) del artículo 2|, por la siguiente:


“40) Taxi: automóvil, camioneta doble cabina o vehículo con tracción a las cuatro ruedas de doble cabina, destinado públicamente al transporte de personas;”.


El Asesor del Ministro, señor Juan Carlos González, expresó que al Ejecutivo le parece adecuada la modificación al número 40), en razón de que se trata de una definición que data de la década de 1980 y que establece la realidad específica para la ciudad de Santiago.

N°2)


Por este numeral se agrega al artículo 199, el siguiente número 3.-, nuevo:


“3.- Conducir una camioneta doble cabina destinada al servicio de taxi básico o transporte colectivo, transportando pasajeros en la caja o pick up posterior.”.


El Asesor del Ministro, señor Juan Carlos González, señaló que el Ejecutivo concuerda con esta modificación por motivos de seguridad, por lo que es importante que se establezca como una infracción o contravención gravísima, el conducir una camioneta doble cabina destinada al servicio de taxi básico o transporte colectivo, transportando pasajeros en la caja o pick up posterior.

N°3.-


Mediante numeral, se agrega un artículo 84 bis, nuevo:


“Artículo 84 bis.- En las comunas en que al menos el 30% de su población esté ubicada en sectores rurales, de acuerdo con el último censo nacional, podrán desempeñarse como taxis básicos o colectivos tanto automóviles como camionetas doble cabina, vehículos con tracción en las cuatro ruedas y otros vehículos aptos para caminos de ripio o tierra, siempre que cuenten con doble cabina para pasajeros.


Para los efectos de esta ley, se entiende por vehículos de doble cabina aquéllos que cuentan con cuatro puertas laterales y con dos corridas de asientos destinadas al transporte de pasajeros, dispuestas transversalmente a su sentido longitudinal. Asimismo, las camionetas de doble cabina son aquellos vehículos que, cumpliendo con todo lo dicho en este inciso, cuentan con una caja o pick up posterior destinada a carga.


En su calidad de taxis básicos o de transporte colectivo, los vehículos de doble cabina se destinarán al transporte de personas, las que sólo podrán viajar al interior de su cabina, en los asientos dispuestos para ello, y en una cantidad máxima de cuatro pasajeros.


La carga que llevaren los vehículos señalados en este artículo deberá ser dispuesta y estibada en la caja o pick up trasera, en caso de que hubiere, elemento que no podrá destinarse al transporte de pasajeros, ni aun contando el vehículo con cabina cerrada sobre esta estructura posterior.


Para efectos de esta ley, quienes opten por la alternativa de camionetas taxis, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Y Pasajeros, ajustándose la normativa que regula la circulación de taxis y colectivos.


Los vehículos de doble cabina que presten servicio de taxi básico o colectivos deberán portar un extintor de incendio.”.


El Asesor del Ministro, señor Juan Carlos González, planteó que no es conveniente incorporar este artículo, por cuanto, establece materias, que debieran ser reguladas por la potestad reglamentaria. A raíz de lo cual, recomendó que la modificación se debe hacer al artículo 75, en el que se describa la cantidad de asientos que deben tener las camionetas destinadas a taxis, además, deben contar con las condiciones de seguridad y fijaciones adecuadas para los desplazamientos.


*Los Diputados señores Hasbún; Bobadilla, García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma y Venegas formularon una indicación para incorporar las siguientes modificaciones al artículo único, por el que se modifica la ley N°18.290, de Tránsito:


1. Reemplázase la actual definición de taxi consignada en el numeral 40) del artículo 2°, por la siguiente:


“40) Taxi: Vehículo motorizado de cuatro ruedas, con capacidad de hasta 9 asientos, excluido el del conductor, tales como automóviles, camionetas doble cabina u otros, destinados públicamente al transporte de personas, de acuerdo a las condiciones y modalidades establecidas en el reglamento.”.


2. Incorpórese el siguiente numeral 2), nuevo:


“2) Incorpórese en el inciso segundo del artículo 75, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “El conductor de un taxi no podrá trasladar pasajeros en ninguna otra ubicación del vehículo que no sean los asientos de fabrica.”.


3. Elimínese el actual número 3), por el que se incorpora un artículo 84 bis, nuevo.


4. Agrégase en el artículo 199 de la ley N° 18.290 el siguiente numeral 3.-, nuevo:


“3.- Conducir una camioneta doble cabina destinada al servicio de taxi básico o transporte colectivo, transportando pasajeros en la caja o pick up posterior.”.


-Puesto en votación en particular el proyecto de ley, incluida la indicación, fue aprobado por ocho votos a favor de los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Meza; Pérez, don Leopoldo; Tuma, y Venegas. Se abstuvo la Diputada Sepúlveda, doña Alejandra.

IX. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.


En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones os recomienda la aprobación del siguiente 

PROYECTO DE LEY


“Artículo único: Modifícase la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1 de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en los siguientes términos:


1) Reemplázase la actual definición de taxi consignada en el numeral 40) del artículo 2°, por la siguiente:


“40) Taxi: Vehículo motorizado de cuatro ruedas, con capacidad de hasta 9 asientos, excluido el del conductor, tales como automóviles, camionetas doble cabina u otros, destinados públicamente al transporte de personas, de acuerdo a las condiciones y modalidades establecidas en el reglamento;”.


2) Incorpórese en el inciso segundo del artículo 75, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“El conductor de un taxi no podrá trasladar pasajeros en ninguna otra ubicación del vehículo que no sean los asientos de fabrica.”.


3) Agrégase en el artículo 199 de la ley N° 18.290 el siguiente numeral 3.-, nuevo:


“3.- Conducir una camioneta doble cabina destinada al servicio de taxi básico o transporte colectivo, transportando pasajeros en la caja o pick up posterior.”.


Se designó Diputado informante al Diputado señor René Manuel García García.


Sala de la Comisión, a 11 de octubre de 2012.


Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fechas 28 de agosto y 9 de octubre de 2012, con la asistencia de los Diputados señores Hasbún, don Gustavo (Presidente); Auth, don Pepe; Bobadilla, don Sergio; Garcia, don René Manuel; Hernández, don Javier; Latorre, don Juan Carlos; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Venegas, don Mario.


Se adjunta al presente informe un texto comparado, que contiene la legislación vigente y el texto aprobado por la Comisión.


(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.

5.
Moción de los diputados señores Espinosa, don Marcos; De Urresti, Farías, Jarpa, Jiménez, Meza, Rivas, Silber y de las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y Vidal, doña Ximena.


Modifica la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, sobre plazo de planes de telefonía móvil. (boletín N° 8622-15)


“1. Que la ley 18.168 Ley General de Telecomunicaciones en su Título III regula la Explotación y Funcionamiento de los servicios de telecomunicaciones y de los aportes de financiamiento reembolsable. En dicho Título se regula entre otras materias los servicios de telecomunicaciones de telefonía de red fija, servicios intermedios e Internet, pero no hace referencia a los servicios de telefonía móvil.


2. Que cuando hablamos de telefonía móvil o telefonía celular nos referimos a una red general de telefonía móvil y a los terminales o aparatos celulares propiamente tal que permiten el acceso a la red.


3. Que las compañías que imparten este servicio de telecomunicación se vinculan con los usuarios a través de dos contratos: un contrato de compraventa en que se vende-compra el aparato que permite conectarse a la red o teléfono celular y mediante aquel se hace uso del servicio vinculándose a una compañía determinada; y un contrato de comodato o préstamo de uso en que la compañía pone a disposición del usuario la red y el aparato, pero sólo como préstamo, con la alternativa de hacerse dueño de dicho aparato una vez transcurrido un lapso determinado.


4. Que deteniéndonos específicamente en esta última modalidad de contrato y en las condiciones que lo rodean, los planes de telefonía móvil es preciso mencionar las siguientes características:


-El contrato de comodato se celebra entre dos partes, la compañía prestadora del -11 servicio y la persona, natural o jurídica que será el usuario del mismo;


El servicio de telefonía móvil podrá incorporar otros servicios adicionales como Internet, mensajería y roaming los que serán prestados bajo un precio determinado por la compañía; 


El plan de telefonía móvil y servicios adicionales, debe mantenerse en el tiempo por un plazo determinado fijado por la misma compañía, plazo que debe estar establecido en el contrato y que por regla consuetudinaria de las compañías se establece en un plazo de 18 meses.


En caso de término anticipado del plan contratado los usuarios deben cancelar el saldo de cuotas pendientes para completar los 18 meses antes dichos, a fin finiquitar tanto el servicio telefónico y concretar la adquisición del aparato celular vinculado al plan.


5. Que respecto a las dos últimas características mencionadas precedentemente es preciso señalar que los usuarios no tienen opción de convenir un plazo menor para la duración del plan, dado que viene estandarizado mediante cláusulas de permanencia del contrato, y que la mayoría de las veces el término anticipado del plan conlleva cobros por el saldo restante - por el tiempo que falta para completar el plazo del plan - sin que exista posibilidad de er valer causales de expiración anticipada como por ejemplo desperfectos técnicos y fallas del servicio en general.


6. Que aún cuando existan causales que en teoría podrían justificar el término anticipado del plan, como los ya mencionados desperfectos técnicos y fallas del servicio de telefonía o de sus servicios adicionales, en la práctica las compañías de teléfono permiten solo el término del servicio telefónico, pero cancelando el costo del saldo hasta completar los 18 meses del plan.


7. Que ya he mencionado que el plazo es determinado arbitrariamente por las compañías prestadoras de servicios mediante las cláusulas de permanencia de los contratos, sin existir fundamento alguno para que éste plazo sea de 18 meses y no de 12 meses u otro.


8. Que la idea fundamental de este proyecto es estandarizar el plazo de duración de los planes de telefonía celular en ámbito legal de 18 meses a 12 meses, dotando a la Superintendencia de Servicios Eléctricos de facultades fiscalizadoras para que dichas nomas se cumplan. Además se pretende incorporar un catálogo claro de causales de expiración anticipada del plan contratado.


9. Por todo lo anterior, los Diputados que aquí firmamos, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo Único: Incorpórese un artículo 24 K nuevo a la ley 18.168 General de Telecomunicaciones que señale:

Artículo 24 K


“Todos aquellos prestadores de servicios comerciales de telefonía móvil deberán perfeccionar sus planes por escrito con el consentimiento de quien se obligue como usuario, por un plazo no superior a 12 meses.


En el caso que el usuario desee poner término anticipado al plan de servicios, el que puede incorporar servicios adicionales de internet, mensajería instantánea u otro, podrá hacerlo siempre que invoque alguna de las siguientes causales:


a) Falla sostenida en el servicio de telefonía móvil o en alguno de los servicios adicionales contratados;


b) Desperfectos técnicos del aparato móvil que impidan la correcta utilización del servicio;


c) Diferencias sostenidas de los precios pactados;


d) Y en general cualquier incumplimiento por parte del prestador del servicio que impida el correcto funcionamiento propio de la naturaleza del mismo.


En el caso de la letra b) señalada en el inciso anterior, el usuario deberá restituir el aparato móvil y cancelar el saldo restante de su valor de mercado, si el desperfecto se debe a su entera responsabilidad.


La Subsecretaria velará por el cumplimiento de lo establecido en los incisos anteriores dentro sus facultades y con los medios que le proporciona la ley”.

6.
Moción de los diputados señores Auth, Campos, Jiménez, Montes, Moreira, Ortiz, Pérez, don Leopoldo; Saffirio, Teillier y de la diputada señora Zalaquett, doña Mónica.


Faculta a las municipalidades para condonar y renegociar deuda por derechos de aseo domiciliario. (boletín N° 8626-06)

“1.- Se estima en medio millón la cantidad de hogares chilenos que tienen deudas con sus municipalidades por concepto de derechos de aseo, ello particularmente en las grandes comunas urbanas que han experimentado procesos de crecimiento inmobiliario y poblacional acelerado en la última década. Sólo en la comuna de Maipú, un estudio dado a conocer a fines del 2011, por el Observatorio Social de la Universidad Iberoamericana estableció que son más de 80 mil personas las afectadas por este problema.


2.- El problema expuesto tiene su origen en el desajuste de las condiciones de exención de pago de derechos de aseo y del impuesto territorial, puesto que el cobro de aseo habitualmente se hace junto a al pago de contribuciones de bienes raíces.


La ley 20.033, publicada con fecha 1 de julio de 2005, modificó el artículo 72 inciso 42 del Decreto Ley 3.063 de 1979, dejando automáticamente exentos del pago de derechos de aseo, a aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 225 Unidades Tributarias Mensuales. Por otra parte, la resolución exenta número 8 del 18 de enero del 2006 del Servicio de Impuestos Internos definió como monto de exención del pago del impuesto territorial la cifra de $ 14.396.648, cifra cercana al doble de aquella que exime del pago de derechos de aseo. La misma resolución, además, estableció nuevos procedimientos para determinar el avalúo de las propiedades


Lo anterior, sumado al cambio de los barrios provocado por la expansión inmobiliaria, redundó en que muchas viviendas elevaron su avalúo fiscal por sobre las 225 UTM y quedaron afectas al cobro por derechos de aseo por parte de las municipalidades, no obstante seguir exentas del pago de contribuciones. El D.L. 3.063 de 1979 faculta a Las municipalidades para efectuar directamente el cobro de derechos de aseo a los predios exentos del pago de impuesto territorial, o externalizar el servicio de cobro.


3.- La masividad del endeudamiento existente se explica porque los propietarios de viviendas exentas del pago de impuesto territorial que no pagaban derechos de aseo, no recibieron información oportuna de parte de las municipalidades informándoles que en virtud de los cambios legales debían comenzar a cancelar un monto determinado por ese concepto. En algunos casos, esta situación se arrastra desde la misma entrada en vigencia de la Ley 20.033, es decir, desde hace 7 años y miles de propietarios de modestas viviendas fueron sorprendidos de la existencia de una deuda acumulada, cuyo monto es significativo para su nivel de ingresos.


4.- Se trata entonces, en la generalidad de los casos, de propietarios de viviendas cuyo avalúo fiscal se sitúa hoy entre 9 y 14 millones de pesos. Es cierto que nuestra legislación impide alegar ignorancia de la ley, pero es perfectamente comprensible que al no existir un procedimiento de cobro eficiente, los propietarios no sean completamente responsables, pues el principal responsable de informar a tiempo y de cobrar es el municipio.


5.- En virtud de lo anterior, consideramos que se debe facultar a las Municipalidades para condonar un porcentaje de las deudas y la totalidad de intereses y multas y determinar plazos razonables para que las personas de menores ingresos puedan pagar.


6.- Las cantidades de dinero que las municipalidades pueden obtener por concepto de re-negociación condonando intereses y multas, pueden significar una ganancia mayor que mantener como un activo, créditos que son prácticamente incobrables porque las familias no tienen cómo pagarlos. Por la misma razón, pretender cobrar judicialmente estas deudas implica un gasto innecesario de recursos en abogados y gastos judiciales.


7.- Si se revisa la legislación chilena, podemos ver antecedentes recientes que ya han abordado con éxito el tema, por ejemplo el artículo transitorio de la ley 19.704 del año 2000, conforme al cual, las municipalidades por una sola vez pudieron condonar el 50% de las deudas por derechos municipales devengados al 31 de diciembre de 1999 (entre ellos los derechos de aseo domiciliario, incluidos multas e intereses devengados a esa data) o la Ley 19.756 de 2001, que también permitió la condonación de las deudas hasta el 100% por razones socioeconómicas.


8.- Es fundamental, por supuesto buscar una solución al problema y generar un sistema de cobro eficiente que impida que se vuelvan a producir estos lamentables problemas en las municipalidades de nuestro país. Mientras ello ocurre, centenares de miles de familias chilenas necesitan una solución urgente y es por esa razón que los diputados firmantes venimos en proponer a esta Honorable Cámara, el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo Primero.- Facúltese a las Municipalidades para condonar la totalidad de las multas e intereses a todos aquellos propietarios o copropietarios de propiedades que mantengan una deuda contraída por concepto de servicio de aseo domiciliario y que suscriban convenios de pago con la Municipalidad de la cual son deudores.


Artículo Segundo: Sin perjuicio de la facultad establecida en el artículo anterior, facúltese a las Municipalidades para condonar hasta el 50 % de la totalidad de la deuda de aquellos propietarios o copropietarios de viviendas que mantengan una deuda por concepto de servicio de aseo domiciliario que pertenezcan al 40 % más vulnerable de la población chilena y que suscriban convenios de pago con la Municipalidad de la cual son deudores.


En ejercicio de dicha facultad, las municipalidades podrán convenir con el deudor, el número de cuotas en las cuales deberá ser pagado el 50 % restante de las cantidades adeudadas no cubiertas por la condonación, las que no generarán intereses.


Artículo Tercero: Facúltese a las Municipalidades para condonar hasta el 100 % de la deuda, incluidos los intereses y multas, a aquellos propietarios o copropietarios de viviendas que mantengan una deuda por concepto de servicio de aseo domiciliario y que se encuentren en alguna de las siguientes condiciones:


a) Mayores de 75 años


b) Que acrediten que alguno de los miembros del núcleo familiar que reside en aquella vivienda, sufre de alguna discapacidad severa.


Artículo Cuarto: Las facultades que se establecen en los artículos anteriores, podrán ser ejercidas dentro de los 180 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley”.
7.
Moción de los diputados señores Sandoval, Hernández, Moreira, Pérez, don Leopoldo; Rojas, Urrutia, Ward, Vilches y de las diputadas señoras Hoffmann, doña María José y Sabat, doña Marcela.


Entrega competencia a los Juzgados de Familia para conocer causas relativas a internaciones en establecimientos de larga estadía. (boletín N° 8627-18)
1.- Antecedentes


1.- Los avances científicos, la inversión en infraestructura sanitaria y los cambios sociales y culturales, han ido gestando un fenómeno de alcance universal: el envejecimiento de la población.


2.- Este proceso se presenta de una forma más acentuada en los países desarrollados, en los que el peso de la población de mayor edad ha venido aumentando en los últimos años y, según todas las predicciones, seguirá aumentando de manera considerable en un futuro no muy lejano. Datos estadísticos señalan que la población mundial aumentará en 2.500 millones de habitantes en los próximos 43 años, pasando de los actuales 6.700 millones a 9.200 millones en 2050. Asimismo, entre 2005 y 2050, la mitad del aumento de la población mundial se deberá al incremento de la población de 60 o más años de edad.


3.- Chile no se encuentra ajeno a este fenómeno, según datos censales de 1992 y 2002, la población de adultos mayores pasó de 1.305.557 en 1992 a 1.717.478 en 2002, lo que significa que el porcentaje de adultos mayores pasó de ser el 9,8% de la población a un 11,4%, tendencia que se continuará acentuando, al considerar las proyecciones del Instituto Nacional de Estadísticas, para el año 2050, las cuales señalan que la población de adultos mayores será de 5.698.093 personas, lo que corresponde al 28,2% de la población total.


4.- Debido a que los adultos mayores constituyen una población vulnerable, tanto en relación a la salud física y mental, como en su mayor indefensión relativa ante posibles abusos, es necesaria una legislación específica que les brinde protección. Por esto el Derecho Internacional ha considerado a los adultos mayores como especial sujeto en diversas Declaraciones, Pactos y Tratados Internacionales, tales como Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales (1988) y los Principios de las Naciones Unidas en favor de las Personas de Edad (1991). De mismo modo existe una importante cantidad de Recomendaciones, Observaciones y Asambleas desarrolladas a nivel internacional, que consagran los derechos de los adultos mayores conforme a sus intereses, necesidades y condiciones de vida particulares, entre ellas destaca la Primera Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento que, celebrada en 1982, adoptó el Plan de Acción Internacional sobre el Envejecimiento.


5.- Todos y cada uno de ellos consideran de suma importancia que a los adultos mayores se les garanticen cuidados especiales y adecuados para sus necesidades, independencia para mantenerse en su hogar (por todo el tiempo que sea posible), mantener relación cercana con su familia y participar en forma activa en su comunidad.


6.- De no ser posible que el adulto mayor se mantenga viviendo con su familia o en forma independiente, por razones médicas o del tipo de cuidado que requieren, se considera fundamental que cuando las personas residan en hogares o instituciones donde se les brinden cuidados o tratamiento, estos deben entregarse con pleno respeto de su dignidad, creencias, necesidades e intimidad, permitiéndole al adulto mayor adoptar decisiones sobre su cuidado y sobre la calidad de su vida. En síntesis, las personas de edad internadas deben poder disfrutar de sus derechos humanos y libertades fundamentales.


7.- En Chile, si bien la familia sigue siendo el principal entorno donde viven las personas ancianas, permaneciendo bajo el cuidado de sus hijos u otros descendientes, las cifras nos demuestran que un número importante de ellas ha visto reemplazado su núcleo familiar por el entorno muchas veces desolador del denominado “Establecimiento de Larga Estadía del Adulto Mayor” (Eleam). Se trata de un fenómeno que obedece a la denominada ruptura de la solidaridad vertical, es decir, a la ausencia de redes primarias de cuidado, que han cedido espacio a la asistencia no consanguínea (solidaridad horizontal).

8.-
La institucionalización de cuidado de los adultos mayores, si bien es una respuesta válida a las necesidades de este segmento etáreo cuando estas personas no pueden estar con sus familias (especialmente cuando requieren de cuidado especializado), no está exento de riesgos. La institucionalización trae consigo una serie de consecuencias en la salud psicológica del adulto mayor - afectando su sentido de pertenencia, su autoestima y desmejorando su estado anímico- así como también aporta al deterioro de sus redes sociales y al consecuente aislamiento social del adulto mayor. Por esta razón la mayoría de los países han optado por desarrollar diversas opciones de cuidado del adulto mayor, dejando sólo como última opción la internación (considerando lo irreversible de la situación), siempre resguardando el interés del adulto mayor y fiscalizando que se resguarden las condiciones de respeto irrestricto a sus derechos y dignidad.

2.- Consideraciones


1.- Los Establecimiento de Larga Estadía para adultos mayores, o Eleam, son aquellos en los que residen personas mayores de 60 años que por motivos biológicos, psicológicos o sociales, requieren de un medio ambiente protegido y de cuidados diferenciados que allí reciben, con el objeto de proteger y mantener su salud, mantener y estimular su funcionalidad y reforzar sus capacidades remanentes.


2.- La internación del adulto mayor en el ELEAM no lo hace perder su capacidad para contratar, por lo que le corresponde a él consentir su ingreso al establecimiento, así como celebrar el contrato respectivo.


3.- Sin embargo, existe la posibilidad que, figurando el adulto mayor como parte contratante con el Eleam, sean los familiares o personas cercanas quienes lo hayan decidido o bien que hayan inducido ilegítimamente al adulto mayor a hacerlo. En estos casos, no existirá consentimiento o este nacerá viciado, afectando la validez del contrato.


4.- Por ello, la legislación debe exigir la intervención judicial en los casos en que el adulto mayor presente algún tipo de incapacidad o discapacidad o bien se oponga a la internación, salvo que medie una autorización judicial que así lo ordene.


5.- Es por ello que se propone en este proyecto de ley, entregar a los Tribunales de Familia competencia para conocer de las causas relativas a internaciones geriátricas en Establecimientos de Larga Estadía, cuando exista oposición del adulto mayor o éste padezca alguna incapacidad o discapacidad.

PROYECTO DE LEY


Entrega competencia a los Juzgados de Familia para conocer causas relativas a internaciones en Establecimientos de Larga Estadía


Artículo Único.- Agréguese el siguiente numeral 18 nuevo, al artículo 8° de la Ley 
N° 19.968 que crea los Tribunales de Familia:


18) Las causas relativas a la internación geriátrica de adultos mayores en Establecimientos de Larga Estadía, cuando éstos se opongan a ello o padezcan alguna incapacidad o discapacidad. 


En estas causas el procedimiento se concentrará en una sola audiencia”.
8. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, 11 de septiembre de 2012.


Oficio N° 7.764


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 11 de septiembre de 2012, en la causa Rol N° 2.153-11-INA sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal en el marco del proceso de reclamo de ilegalidad, caratulado “Subsecretaría Interior con Consejo para la Transparencia”, del que conoce la Corte de Apelaciones de Santiago, bajo el Rol N° 6704-2011.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.). RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.

9. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 27 de septiembre de 2012.


Oficio N° 7.784


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 27 de septiembre en curso en el proceso Rol N° 2102-11-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 66 de la ley N° 19.947, nueva Ley de Matrimonio Civil y 14 de la Ley N° 14.908, en los autos RIT Z-70-2011, RUC 11-02-0110896-0, sobre compensación económica, del que conoce el Juzgado de Familia de Puerto Varas.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.). MARCELO VENEGAS PALACIOS, Presidente subrogantes; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.





